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Desde lo creación de lo Corte de Constitucionalidad en Gua­

temala. hace ya más de veinte años. se establece en el país un 

ente rector en materia constitucional. que dado su naturaleza de 

órgano especializado en lo materia. suscitó lo expectativo de que 

sus resoluciones fueran dignos de ejemplo paro juristas. académi­

cos. estudiantes del derecho y pueblo en general. Asimismo. que 

fueron dictados en protección o los derechos humanos de todos 

los personas en Guatemala paro contribuir en lo lucho contra lo 

impunidad. 

Lamenta blemente. no siempre ha sido así. como se puede ver en 

uno sentencia reciente. titulado por lo Corte de Constituciona lidad 
como "Impugnación de jurisdicción transnacionol frente o potes­

tades y deberes de lo jurisdicción nocional" lo cual está referido o 
lo aplicación del principio de Jurisdicción Universal y del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos. 

Haciendo un poco de historio. recordaremos que como conse­

cuencia de lo inacción del Estado de garantizar lo tutela judicial 

efectivo. Rigoberta Menchú Tum. Premio Nobel de la Paz. interpuso 
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uno denuncio de genocidio y delitos de leso humanidad ante lo 

jurisdicción españo lo y ante lo atribución de competencia de ésta, 

amparado en el principio de Jurisdicción Universal -refrendado 

por su Tribunal Constitucional-, se dictaron, o mediados de 2006. 

órdenes de capturo internacional con fines de extradición por 

delitos de genocidio y leso humanidad en contra de Ángel Anibol 

Guevoro, Germon Chupino Borohono, José Efroín Ríos Montt. Osear 

Humberto Mejío Víc tores. Benedicto Lucos Gordo y Pedro Gordo 

Arrendando. 

Como resultado de la ejecuc ión parcia l de tales órdenes por el Tri­

bunal Quinto de Sentencio Penal. Norcooctividod y Delitos contra 

el Ambiente de Guatemala, se dieron d iversos actos procesales de 

lo defensa; entre ellos. uno apelación de amparo promovido por 

Ángel Anibol Guevoro, cuyo resolución dictó lo Corte de Constitu­

cionalidad el 12 de diciembre de 2007, declarando lo procedencia 
del amparo. 

Esta resolución constituyó un duro golpe poro el Estado de Derecho 

y lo justicia transicional en nuestro país. Poro las víctimas de graves 

violaciones a los derechos humanos fue de gran trascendencia 

porque, según su opinión y c riterio, d icha sentencio intentó justifi­

car lo impunidad existente en Guatemala en torno o los graves 

violaciones a los derechos humanos cometidos durante e l conflicto 

armado interno. Por el contrario, poro los magistrados de lo Corte 

fue ejemplar y de tanta trascendencia nocional. que ordenaron 

publicarla y difundirlo ampliamente'. 

1 Ver página 117 de este libro. 

-

UnA ,.,IIO'A:>A CRlTICA ::::JE ~A FiESO .. LJCION :)f '.A co~TE :>E COI'~STHUClOt-IA .. I:lAO SO~RE JUSTICIA fRANSNACION/,l 

[Ex•E:;.¡,n¡ 3380-2007) 

PRO.OCO 

Poro analizar debidamente su contenido sin pasiones políticos o 

intereses ajenos a lo legalidad, se debe tomar en cuenta que en 

lo justicia constitucional guatemalteco, un elemento fundamental 

en el quehacer jurídico lo constituye lo interpretación de los normas 

de lo Constitución y del Derecho Internacional de los Derechos Hu­

manos, lo cual no es discrecional sino debe regirse por parámetros 

específicos que lo Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Consti­

tucionalidad establece2
• 

Por otro lodo, en el artícu lo 56 de lo Corto de los Noc iones Unidos. 

los Estados Miembros se comprometen a tomar medidas de forma 

conjunto o separadamente y conceden toda la importancia que 

merece lo cooperación internacional eficaz poro lo rea lización de 

los propósitos consignados en el artículo 55 de lo Corto, relativo ol 

respeto universal y efec tivo o los derechos humanos y libertades fun­

damentales. Además, según el derecho internacional. todo Estado 

tiene el deber de respetar y hacer respetar los derechos humanos Y 

adoptar medidas eficaces poro luchar contra la impunidad. 

Por último. el Principio 1 del Conjunto de Princip ios poro lo Protec­

c ión y lo Promoción de los Derechos Humanos mediante lo Lucho 

contra lo Impunidad establece que " lo impunidad constituye una 

infracción de las obligaciones que tienen los Estados de investigar 

los violaciones. adoptar medidos apropiadas respecto de sus au to­

res, especialmente en lo esfera de lo justicia. poro que las personas 

sospechosas de responsabilidad penal sean procesados, juzgadas 

2 Específicamente e~ el Artículo 2. se se~alo que "las disposiciones de esto ley se 
interpretarán siempre en formo extensivo. a manera de procurar lo odecu?do 
pro tección d e tos derechos humanos y el funcionamie nto e ficaz de los goronl•os Y 
defensas del orden constitucional". 
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y condenadas a penas apropiadas de garantizar a las v íc timas 

recursos eficaces y la reparación de los perjuicios sufridos de ga­

rantizar el derecho inalienable a conocer la verdad y de tomar 

todas las medidas necesarias para evitar la repetic ió n de dichas 

violaciones." 

Todo este marco juríd ic o debe ser to mado en cuenta al emitir reso­

luciones relacionadas con e l tema del Derecho Internacional y es­

pecíficamente en relación a las violaciones a derechos humanos. 

Las víctimas de estas violaciones y los magistrados de la Corte coin­

c idieron en el sentido que era importa nte publicar la sentencia e n 

mención. pero quizá con fines diferentes. Para las víct imas. es nece­

sario reolizar un análisis crítico de la misma. desarrolla r una visión que 

permitiera establecer los defectos o erro res juríd icos de la misma y 

efectuar un estudio riguroso para identificar las incongruenc ias de 

dicho fallo con el derecho interno y con el Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos. y quizá para los magistrados solo es im­

portante su acatamiento. 

Con el objeto de que usted forme su propio c riterio y establezca si 

estos preceptos. entre otros. fueron cumplidos por e l e nte rector e n 

materia constitucional y e n virtud que la mencionada resolució n 

trata de un tema de relevancia para la comunidad jurídica nacio­

nal e internacional y para la opinión pública en general; hemos 

creído necesario realizar esta publicación. respetando el sentido 

y c riterio de las víctimas que demandaron su análisis c rítico y cues­

tionamiento jurídico con base en el Derecho Interno y e l Derec ho 

Internacional de los Derechos Humanos. 

U NA MIRADA c~mCA DE LA RES01..UCION DE LA C ORTE DE CONSTITUCIONAUDAD SOSRE JusnCIA HlANSNACIONAL 

(EXPEDIENTE 3380·2007) 

P RóLOGO 

Además de la sentencia. usted podrá leer y analizar dos estudios 

que están muy relacionados con la misma: e l e nsayo del magistra­

do de la Corte d e Constitucionalidad Alejandro Maldonado Aguirre 

"Guatemala: recepción del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos". en el cual. fiel a la doctrina constitucional moderna que 

reconoce la preeminenc ia del Derecho Internacional de los Dere­

c hos Humanos sobre el derecho interno y a l enunciado constitu­

cional que establece q ue "Guatemala normará sus re laciones con 

o tros Estados. de conformidad con los principios. reglas y práctic as 

internacionales con el propósito de c ontribuir al mantenimiento de 

la paz y la libertad. al respeto y defe nsa de los derechos huma­

nos ... " . el magistrado Maldonado Aguirre desarrolló este ensayo 

en forma magistral. En su escrito. entre otras cosas. defiende con 

vehemencia "que la misma autoridad que tiene el Estado nacional 

para intervenir en la esfera de la intimidad del hogar para proteger 

valores superiores como los derechos esenciales del niño o de la 

mujer. igual reivindicación tendría la comunidad internacional para 

tutelar la dignidad humana en cualquier país que ofendiera o des­

conociera gravemente esa condición en sus habitantes" . Sin em­

bargo. posteriormente en su quehacer como Juez Constitucio na l. 

Alejandro Maldonado Aguirre cambia d iametra lmente su posición 

y suscribe un fa llo en sentido contrario. basado en la soberanía ab­

so luta del Estado de Guatemala . Él y su conc iencia sabrán el o los 

porqués de semejante va ivén ideológico y jurídico. 

El tercer documento que incorporamos es un análisis de la reso­

lución de la Corte realizado por Amnistía Internacional. titulado: 

GUATEMALA. La denegación de las extradiciones solicitadas por 

España por crímenes de derecho internacional. En este estudio se 

-



y condenadas a penas apropiadas de garantizar a las v íc timas 

recursos eficaces y la reparación de los perjuicios sufridos de ga­

rantizar el derecho inalienable a conocer la verdad y de tomar 

todas las medidas necesarias para evitar la repetic ió n de dichas 

violaciones." 

Todo este marco juríd ic o debe ser to mado en cuenta al emitir reso­

luciones relacionadas con e l tema del Derecho Internacional y es­

pecíficamente en relación a las violaciones a derechos humanos. 

Las víctimas de estas violaciones y los magistrados de la Corte coin­

c idieron en el sentido que era importa nte publicar la sentencia e n 

mención. pero quizá con fines diferentes. Para las víct imas. es nece­

sario reolizar un análisis crítico de la misma. desarrolla r una visión que 

permitiera establecer los defectos o erro res juríd icos de la misma y 

efectuar un estudio riguroso para identificar las incongruenc ias de 

dicho fallo con el derecho interno y con el Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos. y quizá para los magistrados solo es im­

portante su acatamiento. 

Con el objeto de que usted forme su propio c riterio y establezca si 

estos preceptos. entre otros. fueron cumplidos por e l e nte rector e n 

materia constitucional y e n virtud que la mencionada resolució n 

trata de un tema de relevancia para la comunidad jurídica nacio­

nal e internacional y para la opinión pública en general; hemos 

creído necesario realizar esta publicación. respetando el sentido 

y c riterio de las víctimas que demandaron su análisis c rítico y cues­

tionamiento jurídico con base en el Derecho Interno y e l Derec ho 

Internacional de los Derechos Humanos. 

U NA MIRADA c~mCA DE LA RES01..UCION DE LA C ORTE DE CONSTITUCIONAUDAD SOSRE JusnCIA HlANSNACIONAL 

(EXPEDIENTE 3380·2007) 

P RóLOGO 

Además de la sentencia. usted podrá leer y analizar dos estudios 

que están muy relacionados con la misma: e l e nsayo del magistra­

do de la Corte d e Constitucionalidad Alejandro Maldonado Aguirre 

"Guatemala: recepción del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos". en el cual. fiel a la doctrina constitucional moderna que 

reconoce la preeminenc ia del Derecho Internacional de los Dere­

c hos Humanos sobre el derecho interno y a l enunciado constitu­

cional que establece q ue "Guatemala normará sus re laciones con 

o tros Estados. de conformidad con los principios. reglas y práctic as 

internacionales con el propósito de c ontribuir al mantenimiento de 

la paz y la libertad. al respeto y defe nsa de los derechos huma­

nos ... " . el magistrado Maldonado Aguirre desarrolló este ensayo 

en forma magistral. En su escrito. entre otras cosas. defiende con 

vehemencia "que la misma autoridad que tiene el Estado nacional 

para intervenir en la esfera de la intimidad del hogar para proteger 

valores superiores como los derechos esenciales del niño o de la 

mujer. igual reivindicación tendría la comunidad internacional para 

tutelar la dignidad humana en cualquier país que ofendiera o des­

conociera gravemente esa condición en sus habitantes" . Sin em­

bargo. posteriormente en su quehacer como Juez Constitucio na l. 

Alejandro Maldonado Aguirre cambia d iametra lmente su posición 

y suscribe un fa llo en sentido contrario. basado en la soberanía ab­

so luta del Estado de Guatemala . Él y su conc iencia sabrán el o los 

porqués de semejante va ivén ideológico y jurídico. 

El tercer documento que incorporamos es un análisis de la reso­

lución de la Corte realizado por Amnistía Internacional. titulado: 

GUATEMALA. La denegación de las extradiciones solicitadas por 

España por crímenes de derecho internacional. En este estudio se 

-



afirma y razona que la Corte de Constitucionalidad en su resolu­
ción del 12 de diciembre de 2007 ha interpretado e l alc ance de 

obligaciones internacionales que pesan sobre Guatemala de una 

manera inconsistente con el derecho internacional, y con ello, el 

pronunciamiento de la Corte reafirma lo impunidad imperante en 

Guatemala, revistiéndola de formas jurídicos inaceptables. 

De esta forma, con estas tres publicaciones, esperamos contribuir 

al estudio reflexivo y crítico de la sentencia, entre miembros de los 

tribunales de justicia, centros académicos, universitarios, de inves­

tigación social y pueblo en general. Ya ha habido controversia y 

unas primeras y diversas opiniones en torno a lo sentencio: unas 

a favor3
, otras decididamente en contra. La reacción de aquellos 

que no la comporten incluso motivó en su oportunidad que se in­
terpusiera una denuncia por el delito de discriminación por motivos 

políticos~ en contra de los cinco magistrados que suscribieron dicho 

fallo. Comprendemos que lo verdad absoluta no existe. Incluso, los 

magistrados por muy magistrados que sean, son ante todo perso­

nas Y como tales pueden equivocarse. Errarum humanus est . Por 

3 José Toledo. abogado del militar re tirado Ángel Anibol Guevoro. estuvo o lo espero 
de lo orden de libertad de su cliente. en los instalaciones del Hospi tal Militar. También 
recobraría su libertad Germán Chupino. después de que el Tribunal Sexto de Senten­
cio dejara sin efecto las órdenes de aprehensión en su contra. Ambos permanecían 
en ese nosocomio. pues padecían quebrantos de salud. Lo orden de libertad se de­
r~vo d~l !all_o ~~ lo Cort~ de Con.stitucionolidad {CC) que determinó que España no 
l1ene JU~SdiCCio~_para JUZgar o Angel Aníbal Guevoro acusado de genocidio. Con 
lo antena; tomb1en re~ultaron fovore<:idos los generales Efroín Ríos Montt y Benedicto 
Lucos. OSI como los c1v1les Donoldo Alvorez y Pedro Gordo Arredondo. Toledo dijo: 
"Con este follo se confirmo lo inocencia de mi defendido. y lo soberanía nocional 
defendido por los magistrados de lo CC". Prenso Libre. 22 diciembre 2007. 

~ Interpuesta por asociaciones de víctimas del conflicto armado y rechazado in 
limine por lo Corte Supremo de Justicia. 
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eso, porque la verdad absoluta no existe. porque siempre es bueno 

discutir. criticar y analizar los fallos de los jueces y sobre todo del Juez 

Constitucional. hemos creído conveniente realizar esta publicación, 

poro que usted se forje una opinión. En este contexto, es importante 

tener en cuenta que la propia Constitución Política de la República 

establece que "serán nulas ipso jure los leyes y los disposiciones 

gubernativas o de cualquier otro orden que disminuyan, restrinjan o 

tergiversen los derechos que la Constitución garantiza"5 . 

Esperamos que usted lector, lec tora, se acerque a estos tres docu­

mentos con una mirada crítica. desprovista de apasionamientos y 

prejuicios y extraiga sus conclusiones; porque, al contrario que los 

magistrados de la Corte (quienes por "principios éticos" se abstie­

nen de comentar sus resoluciones), usted en aros de esos mismos 

principios de ética y rectitud moral. debe analizar la sentencio de 

la Corte de Constitucionalidad y comentarla. consciente de que 

la misma tuvo, tiene y puede tener repercusiones para el debido 

funcionamiento del Sistema de Justicia de Guatemala y para la 

construcción de un país verdaderamente democrático. 

Guatemala, 20 de septiembre de 2008 

s Constitución Político de lo República. Artículo 44.- Derechos inherentes o la p erso­
no humano. " ... Serán nulos ipso jure los leyes y los disposiciones gubernativos o de 
cualquier otro orden que disminuyan. restrinjan o tergiversen los derechos que lo 
Constitución garantizo." ..... 
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3 José Toledo. abogado del militar re tirado Ángel Anibol Guevoro. estuvo o lo espero 
de lo orden de libertad de su cliente. en los instalaciones del Hospi tal Militar. También 
recobraría su libertad Germán Chupino. después de que el Tribunal Sexto de Senten­
cio dejara sin efecto las órdenes de aprehensión en su contra. Ambos permanecían 
en ese nosocomio. pues padecían quebrantos de salud. Lo orden de libertad se de­
r~vo d~l !all_o ~~ lo Cort~ de Con.stitucionolidad {CC) que determinó que España no 
l1ene JU~SdiCCio~_para JUZgar o Angel Aníbal Guevoro acusado de genocidio. Con 
lo antena; tomb1en re~ultaron fovore<:idos los generales Efroín Ríos Montt y Benedicto 
Lucos. OSI como los c1v1les Donoldo Alvorez y Pedro Gordo Arredondo. Toledo dijo: 
"Con este follo se confirmo lo inocencia de mi defendido. y lo soberanía nocional 
defendido por los magistrados de lo CC". Prenso Libre. 22 diciembre 2007. 

~ Interpuesta por asociaciones de víctimas del conflicto armado y rechazado in 
limine por lo Corte Supremo de Justicia. 
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eso, porque la verdad absoluta no existe. porque siempre es bueno 

discutir. criticar y analizar los fallos de los jueces y sobre todo del Juez 

Constitucional. hemos creído conveniente realizar esta publicación, 

poro que usted se forje una opinión. En este contexto, es importante 

tener en cuenta que la propia Constitución Política de la República 

establece que "serán nulas ipso jure los leyes y los disposiciones 

gubernativas o de cualquier otro orden que disminuyan, restrinjan o 

tergiversen los derechos que la Constitución garantiza"5 . 

Esperamos que usted lector, lec tora, se acerque a estos tres docu­
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prejuicios y extraiga sus conclusiones; porque, al contrario que los 
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la misma tuvo, tiene y puede tener repercusiones para el debido 

funcionamiento del Sistema de Justicia de Guatemala y para la 

construcción de un país verdaderamente democrático. 

Guatemala, 20 de septiembre de 2008 

s Constitución Político de lo República. Artículo 44.- Derechos inherentes o la p erso­
no humano. " ... Serán nulos ipso jure los leyes y los disposiciones gubernativos o de 
cualquier otro orden que disminuyan. restrinjan o tergiversen los derechos que lo 
Constitución garantizo." ..... 
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El tema de la aplicación del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (DIDH). en el ámbito interno, ha adquirido particular re­

lieve a partir de tres hechos políticos de la mayor importancia en 

Guatemala: primero. la promulgación de la Constitución Política 

de la República (CPR) y el enunciado de su artículo 46; segundo, 

el ejercicio de las funciones jurisdicciona les de la Corte de Cons­
titucionalidad (CC); y, tercero, la negociación y suscripción de los 

Acuerdos de Paz Firme y Duradera. 

La legitimidad de la Constituyente de 1985 no ha sido discutida. 

Producto de elecciones competidas, con amplia participación del 

electorado inscri to (aproximadamente el 80%) y sin la presión de 

un partido de gobierno, tuvo oportunidad de deliberar en términos 

amplios con d iversos sectores sociales y económicos del país. Inclu­

so quienes estuvieron a l margen de su elaboración admitieron su 

autoridad legislativa en el contexto d e los Acuerdos de Paz. El texto 

es legítimo por su origen y también legitimado por la propia defensa 

constitucional que se manifestó en mayo de 1993 por la sociedad 

civil que repudió su ruptura y logró su inmediata rehabilitación. Su 

frecuente invocación contra abusos del poder público y la deman­

da de restauración de la normativa constitucional. revelan que la 



-

7. Principales instrumentos en materia de 
derechos humanos reconocidos por Guatemala ..................... 30 

8. Algunos casos de aplicación del DIDH en 

sede de constitucionalidad .......................................................... 31 

A. Recepción con rango constitucional del Convenio 1 69 

de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes ................................................................... .. ... -· .31 

B. Preeminencia del Art . 4.2 in fine de la CIDH sobre 

el Art. 201 del Código Penal .. ..................... ............................... 33 

C. Aplicación de la Convención sobre los 

Derechos del Niño (principio de su interés superior) 
en actuaciones judiciales .... .. ........ .. .......................................... 36 

D. Aplicación de la Declaración de los Derechos 

del Niño y de la Convención sobre los Derechos 

del Niño (el principio de su interés superior) 

en actuaciones administrativas ....................................... ......... 39 

E. Preeminencia del derecho a la vida privada 
reconocido por el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y a la integridad 
moral de la persona reconocido por 

el Pacto de San José ...................... ............................................ 43 

~ UNA MIRADA CRincA DE LA RESOlUCióN DE LA CoRtE DE CoNSntUCIONAUDAD soeRE Jusnc1" tRANSNACIONAL 
~ (EX•EDIENTE 3380-2007) 

GUATEMALA RECEPCIÓN DEL D ERECHO INTERNACIONAL 

DE LOS D ERECHOS HUMANOS 

1 . ESQUEMA POLÍTICO NACIONAL 

. f ,,. ' ~ - ... . ' . 

l
<';'f~':·' ·'' . 
~-···~~1-4 ..... · ~ ,...,-..,. .. l,. &. ' • 1· 

''t~¡'!'>.,.· .. - J.' "'. \ ........ \"" . ... 
ílf., . t, \._ .. • 

El tema de la aplicación del Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (DIDH). en el ámbito interno, ha adquirido particular re­

lieve a partir de tres hechos políticos de la mayor importancia en 

Guatemala: primero. la promulgación de la Constitución Política 

de la República (CPR) y el enunciado de su artículo 46; segundo, 

el ejercicio de las funciones jurisdicciona les de la Corte de Cons­
titucionalidad (CC); y, tercero, la negociación y suscripción de los 

Acuerdos de Paz Firme y Duradera. 

La legitimidad de la Constituyente de 1985 no ha sido discutida. 

Producto de elecciones competidas, con amplia participación del 

electorado inscri to (aproximadamente el 80%) y sin la presión de 

un partido de gobierno, tuvo oportunidad de deliberar en términos 

amplios con d iversos sectores sociales y económicos del país. Inclu­

so quienes estuvieron a l margen de su elaboración admitieron su 

autoridad legislativa en el contexto d e los Acuerdos de Paz. El texto 

es legítimo por su origen y también legitimado por la propia defensa 

constitucional que se manifestó en mayo de 1993 por la sociedad 
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sociedad ha asumido la posibilidad de un constitucionalismo efec­

tivo. 

Aparte de las garantías jurídicas que instituyó la Constitución para 

su auto tutela y para la protección de los derechos fundamentales 

(amparo y acción de inconstitucionalidad). es probable que uno 

de los elementos más importantes que han acreditado la v irtud 

constitucional se encuentre en la redacción del artículo 46 1 y las 

amplísimas derivaciones normativas e instrumentales que proyecta. 

El funcionamiento de la Corte de Constitucionalidad, con sus ca­

racterísticas de especialidad, concentración e independencia. 

significó, a la vez, la recepción efectiva del Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos al haber decidido algunas cuestiones 

con el apoyo de normas convencionales a las que el Tribunal hizo 

operantes en el ámbito interno. 

Los Acuerdos de Paz fortalecieron e l valor normativo de la Consti­

tución en la medida que reconocieron su legitimidad ordenadora 

Y su capacidad reconstructiva media nte la reforma constitucional. 

cuyo titular soberano es el pueblo, llamado a decidir por la vía 

democrática, bien sea integrando una asamblea constituyente o 
refrendando determinadas reformas. Resulta apropiado presumir 

que el contenido del artículo 46 haya sido uno de los factores que 

contribuyeron a consolidar la voluntad de las partes de mantener 

la Ley Fundamental y no derivar hacia la redacción de una nueva, 

1 Art. 46.-Preeminencic del Derecho Internacional. Se establece el principio g ene ral 
de que en materia d e derechos humanos. los trotados y convenc iones aceptado s 
por Guatemala. tienen pree-minencia sobre el derecho interno. 

_.._ UNA MIRADA CRÍTICA DE LA RESOLUCIÓN DE LA C ORTE DE C ONSTli\JCIONALIDAD SOBRE JUSIICIA TRANSNACIO NAL 

~ (EXPEOIENif 3380·2007) 
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como ha sido recurrente en la historia política del país. Esta d e­

ducción resulta del marco que el artículo 46 a bre en materia de 

derechos humanos, en tanto que los temas q ue en d ic ho esquema 

pueden caber abarcarían desde la reafirmación y refinamiento de 

los derechos fundamentales de la persona como los que imp lican 

las condiciones sociales. económicas y culturales p ara rea lizar la 

dignidad de la persona y los fines del bien común de la sociedad. 

De ahí que, con una c láusula de apertura, haya lugar a las innova­

c iones necesarias en orden a codificar derechos y garantías q ue no 

fueron previstos e n la Constitución. 
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2. MARCO JURÍDICO-CONSTITUCIONAL 

En la Constitución Política se reconoce la validez de aquel Derecho 

Internacional que por su carácter universal contiene reglas impe­

rativas admitidas como fundamentales de la civilización. De esta 

manera el artículo 1492 dispone que normará sus relaciones con 
otros Estados de conformidad con los principios, reglas y prácticas 

internacionales con el propósito de contribuir a l mantenimiento de 

la paz y la libertad y a l respeto y defensa de los derechos humanos. 

Esta prescripción, no obstante su forma unilatera l, constituye un 

vínculo jurídico internacional. Coadyuvan con esta posición los pre­

ceptos constitucionales de los incisos b ) y e) del artículo 1423
, que 

tienen como referentes al derecho internacional y a las prácticas 

internacionales. En cuanto a la fuerza normativa que los tribunales 
deben observar, se señala el principio que la Constitución prevalece 

2 Art. 149.- De las relaciones internacionales. Guolemolo normorá sus relaciones con 
otros Estados. de conformidad con los principios, reglas y prácticos internacionales 
con el propósito de contribuir al mantenimiento de lo paz y lo libertad. al respeto Y 
d~fe~sa ?e los derechos humanos. ol fortalecimiento de los procesos democráticos 
e tnstttuctonoles que garanticen el beneficio mutuo y equitativo entre los Estados. 

Art. 142. De la soberanía y el territorio. El Estado ejerce pleno soberanía sobre: 

o) 

b) 

e) 

El t~rritorio nocional integrado por su suelo. subsuelo. aguas inleriores. el mor 
temtonol en lo exlensión que ftjo lo ley y el espacio aéreo que se extiende sobre 
los mismos: 
Lo zona contiguo del mor adyacente al mor terriloriol. poro el ejercicio de de­
terminados actividades reconocidos por el derecho internacional: y 
Los recursos naturales y vivos del lecho y subsuelo marinos y los existentes en 
los aguas adyacentes o los costos fuero del mor territorial. que constituyen lo 
zona económico exclusivo. en lo extensión que fijo lo ley. conforme lo práctico 
internacional. 
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sobre cualquier ley o tratado (artículo 204) , singularizándose todo 
lo que se refiere a la materia de derechos humanos, que, por virtud 

del artícu lo 46, se somete al principio que los tratados y convencio­

nes aceptados y ratificados por Guatemala tienen preeminencia 

sobre el Derecho interno. 

Consecuente con la imperatividad del Derecho internacional públi­

co deviene la obligación de aplicar el derecho privado extranjero 

por la naturaleza cosmopolita de las personas y la coexistencia 

de los Estados. Esta posibilidad de elección de norma es materia 

comúnmente judicial, justificada en qué debe hacerse en los casos 

que la ley extranjera revele el Derecho y, desde luego, cuando 

haya sido relevante por haber adquirido la persona una condición, 

derecho u obligación en el marco jurídico del país indicado. 

Nuestro constitucionalismo ha mantenido la nostalgia de la unidad 

centroamericana. La Constitución vigente lo consigna en el artí­

culo 151. Es importante resaltar que el artículo 171, inciso 1, núm. 

2, prácticamente abre la posibilidad de la c reación de órganos 

supranacionales de tipo comunitario en el istmo. 
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3. OPERATIVIDAD DE LAS TEORÍAS DE LA INCORPORACIÓ N DEL 

DERECHO INTERNACIONAL EN El DERECHO INTERNO 

Acerca de la forma de incorporación del Derecho internacional 

general en el orden interno, se formularon las clásicas teorías con­

trapuestas del monismo y el dualismo. 

Según la primera, sostenida por Kelsen, que enunc iaba e l supuesto 

clave de la unidad del derecho, se producía una reordenación je­

rárquica por la cual los subsistemas jurídicos habían de colo c a rse en 

relación de subordinación, partiendo de una norma fundamental 

(Grundnorm) dotada de fuerza obligante superior. De esta m ane­

ra , ocurría la escala jerárquica y ordenadora del sistema jurídico. 

Obligado el autor vienés a resolver la cuestión de prevalencia entre 

norma interna y norma internacional, optó por la última. en tanto. 

por lógica, tiene mayor fuerza obligante como producto de una 

voluntad colectiva de los Estados semejante al pacto social del 
Estado singular. 

Por otro lodo, juristas como Triepel y Anzilotti sostuviero n que no 

había un orden, digamos, "vertica l" sino coexistían dos órdenes, 

digamos también, "paralelos" q ue interaccionaban cuando una 
disposición local, mediante acto legislativo, incorporaba expresa­
mente a l internacional. 

Las consecuencias de preferir una u otra teoría implican que, por 

lo primera, el Derecho internacional es directamente aplicable al 

quedar incorporado en el sistema nacional sin mediación de acto 

legislativo expreso. En cambio, en lo segunda, codo orden operaría 
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según su propio sistema de fuentes, y, por esto, habría de produc irse 

la recepción del Derecho internacional por el Derecho interno para 

considerar su aplicación. 

En la actualidad, podría pensarse que estas tesis contrapuestas se 

han debilitado en cuanto a demarcar una diferencia sustancia l. 

Ahora, por el evid ente progreso de los relaciones internacionales y de 

los conceptos de cobertura universal de los derechos de lo persono 

humano, lo solución se ha inclinado a favor del reconocimiento de 

su carácter universa l y, por ello, no existe dificultad mayor de admitir 

que las normas de derechos humanos y del derecho humanitario 

adoptadas por la sociedad internacionaL en particular aquéllas 

que responden al perfil de las imperativos (ius cogens) , ingresan al 

ordenamiento jurídico interno, constituyen vínc ulos obligatorios y 

pueden ser predicados y aplicados por los tribunales locales. 

Lo ideo de que el Derecho internacional puede te ner mayor fuerza 

normativa que la del Derecho interno pudo causar alguna suscep­

tibilidad d esde el punto de vista tradicional de lo soberanía. Sin 

embargo, a l matizar el concepto a lo luz de los derechos humanos 

fundam entales, encontramos suficiente justificación volorotivo en 

tonto lo d ignidad de lo persono humano constituye un objetivo de 

carácter universal. Así lo fuerzo obligonte del Derecho, que en lo 

interno reside en e l pacto social o voluntad colectivo de asegurar 

un orden ético de convivencia y de cumplir fines de bien común, 

es lo mismo que inspiro a los Estados-noción o e ntender la con­

veniencia común y recíproco de convivir en un orden justo. Esto 

que tendría sus limitaciones conceptuales en cuanto al Derecho 

internacional pactado entre Estados poro establecer obligaciones 
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de interés particular, carece de reservas cuando hemos de trotar 

normas de Derecho imperativo y normas de Derecho internacional 

humanitario y de derechos humanos. Lo rozón expansivo de éstos 

radico en que lo persona humana, aparte de su identidad nocionaL 

tiene una proyección universal que le garantizo el reconocimiento 

a su esencial dignidad. De ahí. por ejemplo, que aun cuando no 

existiera algún convenio o trotado internacional aceptado por un 

país en materia de ese reconocimiento. el orden internacional sería 

vinculante por el carócter natural, inalienable e imprescriptible de 

tal condición dignificante. Digamos que en lo actualidad nadie se 

atrevería a oponer sus regulaciones internas ni su facultad sobera­

na de obligarse o de no obligarse paro defender lo esclavitud, lo 

servidumbre, la desigualdad racial o lo discriminación absurdo. 

Casi como haciendo uno comparación un tonto peregrino, d iríamos 

que la misma autoridad que tiene el Estado nocional poro intervenir 

en la esfera de la intimidad del hogar paro proteger valores supe­

riores como los derechos esenciales del niño o de lo mujer, igual 

reivindicación tendría la comunidad internacional paro tutelar lo 

dignidad humana en cualquier país que ofendiera o desconociera 
gravemente esa condición en sus habitantes. 

En materia de los tratados o convenciones de derechos humanos 

operan también aquellos principios imperativos que rigen lo comu­

nidad internacional que comprometen o los Estados o cumplir sus 

obligaciones de buena fe. Así en el caso de surgir conflicto entre 

dos normas de esa naturaleza, una producido por e l orden interno 

y otra producto de un convenio o tratado internacional, deberá 

prevalecer la segundo, por varias razones: a) porque e l Estado no 
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puede oponer su derecho interno poro desvincularse de sus obliga­

ciones; b) porque toles compromisos debe cumplirlos conforme los 

principios poeta sunt servando y bono fide, que, como se d ijo, son 

imperativos; e ) porque el derecho interno no tiene competencia 

paro modificar ni derogar e l derecho internacional; y d) porque los 

derechos humanos reconocidos por la comunidad internacional 

tienen categoría supremo de patrimonio humanitario y constituyen 

obligaciones ergo omnes. 

El dualismo o pluralismo subsiste obviamente y así lo establecen va­

rias disposiciones constitucionales que determinan el procedimiento 

paro la suscripció n, aprobación y ratificació n de los convenios o 

tratados internacionales. El propio artículo 46 condiciona la supre­

macía que proclama o estos requisitos. Sin embargo, al tratar de 

reglas imperativas de Derecho internacional general y de normas 

fundamentales de derechos humanos es posible admitir que ingre­

san al ordenamiento interno por vía del compromiso de civilidad 

que lo Constitución predica en el Preámbulo y en el artículo 149 

citado. 
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4. UBICACIÓN EN EL CUADRO DE RECEPCIÓN DEL DERECHO 

INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

En ponencia de Carlos Ayala Coreo en el Seminario "El Siste ma 

interamericano de promoción y protección de los derechos huma­

nos", efectuado en Washington en 1996, presentó un cuadro de 

modalidades de recepción, que agrupó en c uatro apartados: 

1 o Rango supraconstitucional: ejemplo de este tipo sería la Cons­

titución de Países Bajos de 1956 e n su Art. 63 que preceptuó: "si e l 

desarrollo del orden jurídico lo requiere, un tratado puede derogar 

las disposiciones de lo Constitución". 

El autor dice respecto del Art. 46 d e la Constitución de Guatemala 

que podría dar lugar a dudas acerca de si incluye e n la dicció n 

"Derecho interno" a la misma, aclarando que así debería entender­

se porque, según lo afirma, ta l artículo tuvo su origen en e l impacto 

de la Opinión Consultiva de la Corte Interam eric ano de Derechos 

Humanos OC-3/83 sobre la prohibición de extender la pena de 

muerte aunque la Constitución lo permitiera. 4 

Sería necesario aclarar que el origen d e la norma contenido en e l 

Art. 46 no es propiamente e fecto de dicha Opinión Consultiva, sino 
del impulso político reactivo p or la situación anterio r de irrespeto 

sistemático de los derechos humanos y la necesidad de fortalecer 

los mecanismos de protección. Además, debe precisarse q ue la 

4 Carlos M. Ayala Coroo. Lo Jerarquía de los Trotados de Derechos Huma nos. El Fu­
turo del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. IIDH. San 
José. 1998. pp. 141- 142 
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Constituc ió n no instituye la pena de muerte, como equivocada­

mente han sostenido algunos propugnadores de la inocuidad del 

Art. 4.2 de la Convención. Al contrario, aparte de orientar hacia su 

abolición por decisión meramente legislativa, la pro híbe para algu­

nos casos. Es más: los preceptos que ordenan su limitación superan 

las previsiones del propio Pacto de San José, porque éste prohíbe su 

aplicació n a personas mayores de setenta años de edad y a muje­

res en estado de gravidez, en tanto el artículo 18 CPR a mayores de 

sesenta años y a mujeres en general. 

Martín Carrique, al comentar la situación de Gua temala, señala 

que de la lec-tura del Art. 46 de la Constitución estaríamos ante 

un caso de jerarquía supraconstitucional. Sin embargo, dice: "de 

lo interpretación de lo totalidad del texto constitucional, podemos 

inferir que tal situación no es así, máxime teniendo en cuento lo 

expresado por el Art. 272 inc iso e] "5 [Se trata de la competencia 

dictaminadora de la ce e n materia de tratados internacionales, 

sin hacer mención expresa de los de derechos humanos]. Tesis 

parecida a la de Gross Spiel, ex re lator de derechos hu..,manos de 

NN UU para Guatemala que enunció luego de una interpretación 

sistemá..,tica del conte nido constitucional.6 

5 Martín Carrique. Los derechos humanos y su aplicación en el ámbito interno. Anua­
rio de Derecho Constitucional Latinoamericano: 1999. Konrad Adenauer Stiftung 
A.C.-Ciedla. P. 408 

6 Héctor Gross S piel. Temas de Derecho Internacional. Buenos Aires. Argen tina, 1989. 
pp. 69-70. 
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En cuanto al sistema de Costa Rica resulta interesante determinar 

una doble perspectiva. Desde el punto de visto de lo lectura del Art. 

7 los tratados internacionales tienen autoridad superior o los leyes. 

pero inferior a la de la Constitución. Ahora b ien: desde lo aplicación 

interpretativa, la Sala de lo Constitucional avanzó notablemente 

indicando que los tratados internacionales de derechos humanos 
que sobrepasen los términos garantistas de lo Constitución primo­
rían sobre ella. 

2o Rango constitucional: Ayala menciona los casos de la Constitu­

ción de Perú de 1979 y la Argentina de 1994. Martín Corrique incluye 

las Constituciones de Nicaragua y de Costo Rico en este rango. 

La jurisprudencia de la Corte de Constitucionalidad guatemalteco. 
que no ha sido modificada al respecto, coloca la normativo inter­

nacional de derechos humanos en esta categoría. 

3o Rango supra/ego/: Ayala cita como ejemplos o A lemania, Italia, 

Francia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Colom­
bia. 

4o Rango legal: indica los casos de Estados Unidos y de México. Ad­
vierte que la Constitución uruguaya no lo dispone expresamente, 
pero su jurisprudencia ha llegado a concluir que los tratados tienen 
rango de ley. 
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GUAIEMAL,\: RECEPCIÓN DEL O! RECriO INIERNACICNIIL 

DE LOS DERECHOS HUMANOS 

5. EL RANGO NORMATIVO EN EL SISTEMA GUATEMALTECO 

Al momento, y sin que ello sea definitivo o inconmovible. la ubica­

ción que la Corte de Constitucionalidad ha reconocido a l Derecho 

internacional de los derechos humanos ha sido la del tramo consti­

tucional. Esto es, que las normas de derechos humanos ingresan al 

ordenamiento y son vinculantes con fuerza normativa igual a la de 

la Constitución. Así adquieren fuerza superior sobre todo el ordena­

miento interno. Sin embargo, no les quiso reconocer posibilidades 

reformadoras ni derogatorias de la propia Constitución. 

Al respecto, tres magistraturas consecutivamente han coincidido 

en el enfoque. La primera oportunidad hubo de hacerlo en la Sen­

tencia de 19 de octubre de 1990 en amparo interpuesto por varios 

partidos p olíticos contra el Tribunal Supremo Electoral (denegatoria 

de inscripción de lo p lanilla encabezada por el ciudadano Efraín 

Ríos Montt)'. 

La Corte reiteró la fundamentación jurídica en la Opinión Consultiva 

de 18 de mayo de 1995 acerca del Convenio 169 de la OIT sobre 

Pueblos Indígenas y Triba les en Países lndependientes.8 

Finalmente, en la sentencia de 31 de oc tubre de 20009 a firmó la 
supremacía del Pacto de Son José sobre lo legislación ord inario . 

aunque no aclaró, por innecesario, el punto de lo jerarquía superior 

o no sobre la Constitución. 

7 Gaceta Jurisprudencia/ No. 18. C.C. pp. 99-100 

s Gaceta Jurisprudencia/ No. 37. C .C. p . 9 

9 Gaceta Jurisprudencia/ No. 58. C.C. p . 137 
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aunque no aclaró, por innecesario, el punto de lo jerarquía superior 

o no sobre la Constitución. 

7 Gaceta Jurisprudencia/ No. 18. C.C. pp. 99-100 

s Gaceta Jurisprudencia/ No. 37. C .C. p . 9 

9 Gaceta Jurisprudencia/ No. 58. C.C. p . 137 



Sin embargo, de lo que no ha quedado duda es que la Corte de 

Constitucionalidad reconoce al Derecho internacional de los de­

rechos humanos categoría igual. paralela u homóloga a la de las 

normas constitucionales. 

6. OPERATIVIDAD JUDICIAL DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS 

En materia judicial. esto es. en el ámbito más sensible y virtua l de la 

aplicación del Derecho. la discusión sobre la jerarquía no rma tiva 

adquiere importancia singular. El juez. frente al deber de atar la 

situación concreta. sub litis , con la hipótesis prevista en los supuestos 

normativos se encontrará con diversos preceptos que acomoden 

a los hechos. efectuando una labor de juicio para decidir según la 
materia que regulen y el tramo que ocupen en la escala regula­

dora. La seguridad jurídica obligaría a que el juez atine aplicando 

en su adecuado valor la norma que exactamente concierna al 
supuesto debatido. 

Cierta tradición de los sistemas de aplicación del derecho reflejó 

la preferencia judicial y administrativa por la norma legal o regla ­
mentaria más próxima al caso. De suerte que se decantó la ten­
dencia de elegir la disposición supuestamente más específica. Esto 
produjo el exceso legalista circunscrito a la literalidad de las normas 

domésticas. Se mantuvo el criterio formal de que aunque la ley y 

el tratado compartían el mismo escaño. era preferible apl icar la 

primera. aunque hubiese discrepancias entre ambos. El artículo 204 

de la Constitución no contribuyó a resolver la posición que entre la 
ley y los tratados había de reconocerse. 
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Criterios nuevos. inspirados por la creciente interacción de los Esta­

dos y la más activa regulación de los organismos internacionales 

de asuntos cuya transnacionalidad es factor determinante para su 

eficacia. y la institución de tribunales de competencia internacio­

nal en determinadas materias que también exigen tutela frente a 

la conducta de los Estados. hacen posible la idea de una jerarquía 
intermedia entre la Constitución y las leyes internas. En materia de 

derechos humanos. conforme el artículo 46, la jerarquía es la misma 

de la Constitución. 

En términos enunciativos el Derecho internacional general tendría 

jerarquía superior a la ley ordinaria interna. En particular. porque 

aquí no operarían los principios de que la ley posterior deroga a 
la anterior o de que la ley especial deroga la general. Simplemen­

te porque el legislador no tiene competencia para modificar los 

tratados internacionales. Además. porque un tratado internacional 

constitucionalmente celebrado obliga al Estado. y ninguna parte 

puede. conforme la Convención de Viena. invocar las disposicio­

nes de su derecho interno como justificación del incumplimiento de 

un tratado (Artículo 27). 
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7. PRINCIPALES INSTRUMENTOS EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS 

RECONOCIDOS POR GUATEMALA 

Lo enumeración de trotados o convenios y declaraciones in ter­

nacionales de derechos humanos es complejo y codo vez más 

enriquecido. Deben citarse en esto ocasión a lgunos principales o 

ser observados por lo justicia con el carác ter preeminente que les 

otorgo el artículo 46 de lo Constitución y, en general, por e l recono­

c imiento que hoce el Estado de lo normativo internacional general 

en cuanto en lo mismo se reflejen los principios-fuerzo imperativos Y 

universales. En la lista no podrían dejar de figurar los siguientes: 

- Declaración Universal de Derechos Humanos 

- Declaración Americano de los Derechos y Deberes del Hombre 

- Convención Americano sobre Derechos Humanos (Poeta de 
San José) 

- Pac to internacional de derechos civiles y políticos 

- Convención sobre los derechos del niño 

- Convención sobre eliminación de todas las formas de discrim i-
nación contra la mujer 

- Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer 

- Convención internacional sobre eliminación de todos las formas 
de discriminación racia l 

- Pacto internacional de Derechos Económicos, Sociales y Políti­
cos 

- Convención sobre la tortura y tratos o penas c rueles, inhumanos 
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- Convención interomericono poro prevenir y sancionar lo torturo 

- Convención interomericono sobre desaparición forzado de per-

sonas 

8. ALGUNOS CASOS DE AP LICACIÓN DEL DIDH EN SEDE DE 

CONSTITUCIONALIDAD 

A. RECEPCIÓN CON RANGO CONSTITUCIONA L DEL CONVENIO 169 
DE LA OIT SOBRE P UEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN PAÍSES 

INDEPENDIENTES. 

Expediente 199-95. Opinión Consultiva de la Corte de Constitucio­

nalidad de 18 de m oyo de 1995. 

Resumen del coso: El Congreso de la República en ejercicio de la 

facultad que le confiere el Art. 171 de la Ley de Amparo, Exhibición 

Personal y de Constitucionalidad, compareció ante la Corte soli­

c itando opinión consultiva acerca de la constituciona lidad de las 

normas del Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra­

bajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 

Opinión de lo Corte: El estudio de los normas del Convenio realizó 

la comparación necesaria con los preceptos de la Constitución, 

tanto en su aspecto d ispositivo como los enunciativos de valores 

y principios que la rigen. El análisis factorial depuró uno por uno los 

artículos del Convenio habiéndolos hallado conformes con el texto 

fundamental. Debe resaltarse que dicho examen fue apoyado por 
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la referencia que hizo la Corte a diversos instrumentos internacio­

nales suscritos por Guatemala, significando el valor normativo que 

el Tribunal les atribuye en el orden interno. De ahí que en la parte 

conclusivo asentara que "Guatemala ha suscrito, aprobado Y rati­

ficado con anterioridad varios instrumentos jurídicos internacionales 

de reconocimiento, promoción y defensa de los derechos humanos 

de /os habitantes en general y de Jos cuales también son nominal­

mente destinatarios Jos pueblos indígenas; sin embargo, tomando 

en cuenta que si bien es cierto que las reglas del juego democrá­

tico son formalmente iguales para todos, existe uno evidente des­

igualdad real de /os pueblos indígenas con relación o otros sectores 

de los habitantes del país, por Jo cual el Convenio se diseñó como 

un mecanismo jurídico especialmente dirigido a remover parte de 

los obstáculos que impiden a estos pueblos el goce real Y efectivo 

de los derechos humanos fundamentales, poro que por lo menos 

disfruten en el mismo grado de igualdad que los demás integrantes 

de la sociedad." El ingreso al ordenamiento interno, motivado en 

la opinión por vía del primer párrafo del Art. 44 CPR que reconoce 

los derechos implícitos o no enumerados, se produce entonces con 

lo jerarquía suprema de la propio Constitución. lo que se e ntiende 

con la aserción siguiente: "Esta Corte es del criterio que el convenio 

169 analizado no contradice lo dispuesto en la Constitución Y es 
un instrumento jurídico internacio nal complementario que viene o 
desarrollar las disposiciones programáticos de los arts. 66, 67, 68 Y 69 

de la misma, lo que no se opone sino que, por e l contrario, tiende 

a consolidar el sistema de valores que proclama el texto constitu­
cional". 

- UNA MIRADA CRITICA DE LA RESOLUCIÓN DE LA C ORTE DE CONSTITUCIONAliDAD SOSRE JUSTICIA IRANSNACIONAL 

(EX 0 EDIENTE 3380-2007) 

G uATCMAcA: RECPCrON DE. DERECnO INTERNACIONAL -

DE LOS D ERECnOI H UMANOS 

B. PREEMINENCIA DEL ART. 4.2 IN FINE DE LA CIDH SOBRE EL ART. 

201 DEL CóDIGO PENAL 

Expediente 30-2000. Sentencia de la Corte de Constitucionalidad 

[CC] de 31 de octubre de 2000. 

Resumen del caso: En proceso penal promovido contra ACC el 

Tribunal de Sentencia Penal lo condenó por el delito de plagio o 

secuestro sin que hoya ocurrido muerte de la víctima, previsto en 

el artículo 201 del Código Penal imponiéndole la peno de muerte. 

Impugnó y la Sala de Apelaciones confirmó el fallo. Su defensa 

interpuso recurso de casación por motivos de forma y de fondo, 

que fue declarado sin lugar por la Cámara Penal de la Corte Su­

prema de Justicia. El tribunal de casación en su parte considerativa 

sostuvo que no había modificación de la estructuro del tipo penal 

establecido antes de la vigencia de la Convención Americana de 

Derechos Humanos [Pacto de San José o CADH] y que para el caso 

no es aplicable esta Convención. 

El condenado solicitó amparo contra la sentencia en casación, 

alegando, entre otros aspectos, lo inaplicación del artícu lo 4.2 de 

la CADH que prohíbe extender lo pena de muerte a los delitos que 

no lo tenían establec ida a la fecha de suscripción del Pacto. 

Datos: La CADH fue suscrita en San José, Costa Rica. el 22 de no­

viembre de 1969. Entró en vigencia el18 de julio de 1978. Guatema­

la la ratificó e l 27 de abril de 1978. 

El Código Penal coetáneo a la suscripción de la CADH, Decreto 
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17-73 del Congreso de la República, castigaba el delito de plagio 

o secuestro con la pena de 8 a 15 años de prisión y con lo peno de 

muerte cuando fallecía la víctima . Reformas posteriores al artículo 

201 lo sancionaron con la pena de muerte y con penas de prisión 

cuando aquélla no fuere aplicable (caso de mujeres o de mayores 

de sesenta años de edad o de condena basada en presunciones). 

Sentencia de amparo: La ce dictó sentencia analizando distintos 

elementos del caso. En su primera consideración (1) susten tó que 

la c lave de la protección constitucional de amparo es la interdic­

ción de la arbitrariedad y que en esto incurriría la autoridad judicial 

que ante un problema de elección de norma prefiere la de menor 

fuerza normativa, infiriendo agravio al aplicar indebidamente uno 

disposición que está sujeta a preeminencia o supremacía de otra. 

El considerando segundo (11) lo subdividió en doce apartados en 

las que trata diversas cuestiones relacionadas con el tema central: 

l . Reconocimiento de una controversia pública sobre la odiosidad 

del delito de secuestro y la perspectiva judicial respecto de las obli­

gaciones internacionales del Estado, la validez interna de los trato­

dos de derechos humanos y el principio de legalidad penal; 2. Lo 
posibilidad de un debate social sobre la justificación ético-jurídica 
de la pena de muerte; 3. Exclusión de la sentencio del examen de 
la cuestión anterior, que es de naturaleza política, y su necesidad 

de concretarse a precisar el aspecto objetivo planteado en el am­

paro: si la pena de muerte establecida para e l delito de plagio sin 

fallecimiento de la víctima contravenía o no e l artículo 4.2 in fine 

de la CADH; 4. Enuncia el método de análisis partiendo del marco 

jurídico constitucional de recepción del Derecho Internacional de 
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los Derechos Humanos, la necesidad de abordar el estudio del de­

lito de secuestro según la Teoría del Delito para ubicar su entidad 

conforme el principio de legalidad penal previsto en el art. 17 de 

la Constitución Política de la República; 5. Describe el cuadro o 

marco constitucional que recepta el Derecho internacional gene­

ral. el comunitario y el de los derechos humanos, reconociendo la 

preeminencia de éste sobre el Derecho interno. Alude al artículo 46 
del que considera innecesario e lucidar si por su contenido implica 

supremacía del DIDH sobre la propia Constitución, decidiendo no 

apartarse de la jurisprudencia de la Corte en otros casos; 6. Aborda 

la cuestión de la jerarquía del Pacto de San José con relación al 

Código Penal. señalando sin duda la preeminencia de aquél. Asi­

mismo, advierte sobre la naturaleza de la d iscusión pública acerca 

de las condiciones de suscripción del Pacto y las posibilidades de 

denuncia o separación que competen al órgano responsable de la 
conducción de la política exterior y de las relaciones internaciona­

les; 7. Hace un recuento histórico de la legislación sobre el delito de 

secuestro, desde 1936 hasta la época, p lasmada en cinco decretos 

legislativos; 8. Reafirma la necesidad de acudir a la Teoría del Delito 

para establecer identidad o diferencias en la tipicidad del secuestro 

de personas con y sin consecuencia del fallecimiento de la víctima. 
Esta operación coherente con la obligación judicia l de contribuir al 

Estado de Derecho aplicando racionalmente las normas; 9. Realiza 
el análisis del delito y sus elementos examinando los conceptos de 

delitos simples y complejos, los matices que imp lica el bien jurídico 

protegido y la improcedencia de la analogía en materia penal y 

concluye que un delito (plagio más muerte de la víctima) es un 

delito distinto del otro (plagio simple), aunque no hubiese variado el 
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dos de derechos humanos y el principio de legalidad penal; 2. Lo 
posibilidad de un debate social sobre la justificación ético-jurídica 
de la pena de muerte; 3. Exclusión de la sentencio del examen de 
la cuestión anterior, que es de naturaleza política, y su necesidad 

de concretarse a precisar el aspecto objetivo planteado en el am­

paro: si la pena de muerte establecida para e l delito de plagio sin 

fallecimiento de la víctima contravenía o no e l artículo 4.2 in fine 

de la CADH; 4. Enuncia el método de análisis partiendo del marco 

jurídico constitucional de recepción del Derecho Internacional de 
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los Derechos Humanos, la necesidad de abordar el estudio del de­

lito de secuestro según la Teoría del Delito para ubicar su entidad 

conforme el principio de legalidad penal previsto en el art. 17 de 

la Constitución Política de la República; 5. Describe el cuadro o 

marco constitucional que recepta el Derecho internacional gene­

ral. el comunitario y el de los derechos humanos, reconociendo la 

preeminencia de éste sobre el Derecho interno. Alude al artículo 46 
del que considera innecesario e lucidar si por su contenido implica 

supremacía del DIDH sobre la propia Constitución, decidiendo no 

apartarse de la jurisprudencia de la Corte en otros casos; 6. Aborda 

la cuestión de la jerarquía del Pacto de San José con relación al 

Código Penal. señalando sin duda la preeminencia de aquél. Asi­

mismo, advierte sobre la naturaleza de la d iscusión pública acerca 

de las condiciones de suscripción del Pacto y las posibilidades de 

denuncia o separación que competen al órgano responsable de la 
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secuestro, desde 1936 hasta la época, p lasmada en cinco decretos 
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el análisis del delito y sus elementos examinando los conceptos de 

delitos simples y complejos, los matices que imp lica el bien jurídico 
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nomen; 1 O. Retorna la preocupación de la sociedad crispada por 

lo insidioso del delito de secuestro y por su crecimiento exponencial 

reflejado en la frecuencia y la intensidad con que el legislador ha 

tratado de contenerlo y señala que la Corte, aunque no puede 

ser insensible al c lamor de una mayoría de la población, no puede 

admitir consideraciones políticas contrarias a las de ética jurídica 

encomendadas por la Constitución; 11 . Cita casos concretos de 

aplicación diferenciada del a rtículo 20 1 del Código Penal, pues 

unos tribunales han impuesto la pena de muerte aun sin fallecimien­

to de la víctima y otros han observado la restricción impuesta por 

la CADH condenando sólo a la pena de prisión, y observa: "uno 

desigualdad para los incriminados que estarían sujetos no o lo apli­

cación objetiva de la ley sino a la subjetivo de lo puerto por lo que 

ingresaran a la administración de justicia"; y 12. Razonando que el 

Derecho está sustentado en conceptos, o sea, supuestos de razón, 

más que en palabras aisladas, concluyó que el tribunal reclamado 

violó los derechos del postulante por inaplicación de norma preva­

lente Y preeminente del Art. 4.2 in fine de la CADH y decidió otorgar 
el amparo solicitado. 

C. APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

(PRINCIPIO DE SU INTERÉS SUPERIOR) EN ACTUACIO NES JUDIC IALES 

Expediente 49-99. Sentencia de la Corte de Constitucionalidad de 
6 de abril de 1999. 

Resumen del caso: Ante el juez de primera instancia se hizo constar 

que Claudia Beatriz entregaba a su hijo de un año de edad, Césor, 

a Nidia Yolanda, para que lo cuidara y velara por é l. debido a que 
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la primera no podía hacerlo por motivos de trabajo en un "bar" 
y que iniciaría trámites para dárselo en adopción. Posteriormente, 

la última acudió al Tribunal de Menores exponiendo que la madre 

le pedía devolver al niño porque lo entregaría a Erasmo, esposo 

de la propietaria del "bar", y por eso acudía a presentar al menor 

para que se decidiera su situación. El juez ordenó varias diligencias, 

entre éstas confirmar el depósito en la solic itante y oír a la madre 

natural, quien afirmó su arrepentimiento de haber entregado a su 

hijo y su intención de dárselo al matrimonio de propietarios del ne­

gocio ind icado. En otra comparecencia, practicada días después. 

expresó su deseo de que su hijo fuera entregado en forma definitiva 

a la depositaria y que luego concretaría lo relativo a la adopción 

a favor de ésta. Pasado un mes de la última diligencia, Erasmo se 
presentó por escrito exponiendo ser el padre del menor, por ha­

berlo reconocido como hijo ante el Registro Civil. lo que acreditó 

con certificación de lo partida de nacimiento. El tribunal dictó auto 

concelando el depósito del menor y ordenó entregarlo en depósito 

a "su progenitor" Erasmo N. Contra esta disposición Nidia Yolanda. 

depositaria del menor. interpuso el amparo. 

Sentencia de amparo: La ce conoció en apelación. porque el tri­
bunal que conoció del amparo en primera instancia lo denegó por 
falta de agotamiento de la vía previa. estimando que la interesada 
no pidió la revisión prevista en el Art. 46 del Código de Menores. 

La sentencia de la ce contiene seis apartados en los que razona 

o motiva su decisión de otorgar amparo. En el 1 sienta la doctrina 

de que el amparo es protector de los menores de edad cuando, 

en actuaciones judiciales, no conste que se haya considerado y 
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aplicado el principio de supremacía de sus intereses. como lo o r­
dena la Convención sobre los Derechos del Niño. En el 11 depura la 

cuestión de improcedencia por falta del principio de definitividad. 

señalando que tal exigencia se releva para quien formalmente no 

fue parte en las gestiones hechas para la cancelación del depósito 

del menor. ya que a la depositaria no le notificaron las resoluciones 
y actuaciones judiciales ocurridas al respecto. El 11 1 contiene resu­

men de lo pertinente de las actuaciones. En el IV la Corte precisa 

la normativa aplicable, citando las disposiciones del Código de 

Menores y de la Convención "aplicable con rango superior a los 

leyes ordinarias. en virtud de lo previsto en el Art. 46 de la Constitu­

ción ... ": Arts. 3.1, 3.2. 5, 7. 9.1. 9.2. y 20.1 . El apartado V contiene una 

relación de actuaciones de la madre natural que revelan confusión 

Y contradicciones respecto del destino del menor y refutación de 
la legalidad del reconocimiento de la paternidad. También la cons­

tancia del Hospital Nac ional de que ella se presenta a exámenes 

periódicos de profilaxia sexual por dedicarse a la prostitución. En 

la parte motiva VI. después de señalar hechos establecidos en el 

expediente y que la CC tuvo por no advertidos ni analizados por el 

Tribunal impugnado. expresó que "Siendo principal/a consideración 

de las condiciones personales del menor. el acto reclamado fue 
emitido sin que conste que el Tribunal/as haya valorado o estimado 

en razón directa de su bienestar. que, conforme lo preceptuado 

en la Convención. debe ocupar atención preeminente. como se 

deduce de lo establecido en los artículos 3. 1. 9. 1. 20 1. que resaltan 

el 'interés superior del niño'. Desde luego, fa primacía del interés del 

niño no descarta los derechos de los padres a que sin su voluntad 

sus hijos sean separados del hogar, pues ello lo garantiza e l Código 

U NA MIRADA cRincA DE LA RESOLUCIÓN DE LA C ORIE DE C oNSmuciONAUDAD soBRE JUSIICIA JRANSNACIONAL 

( ExPEOIENIE 3380-2007) 

G u AIEMAlA: RECEPCióN DEL DERECHO INTERNACIONAl -

DE LOS DERECHOS HUMANOS 

Civil (artículos 260 y 261) y el Código de Menores en su artículo 9. 1, 

aunque éste prevé casos de excepción que. precisamente. que­

dan bajo el control judicial competente." 

En esta Sentencia la legitimación activa para solicitar amparo fue 

deducida por aplicación del Código de Menores. en tanto estando 

vigente el depósito del niño se afectaba su derecho de defensa 

a l ignorarse la representación de sus intereses que a la depositaria 

correspondía. a quien también le eran aplicables los artículos 3.2 .. 5 

y 9.2 de la Convención para la defensa de los suyos. 

El amparo fue otorgado con reenvío para que el Tribunal de Me­

nores emitiera nueva resolución sustentada en el principio del valor 

superior de los intereses del niño sobre el criterio privatista que evi­
dentemente motivó la resolución reclamada. 

0. APLICACIÓN DE LA DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL NtÑO Y DE 

LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (EL PRINCIPIO DE 

SU INTERÉS SUPERIOR) EN ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS 

Expediente 787-2000. Sentencia de la Corte de Constitucionalidad 
d e 29 de agosto de 2000. 

Resumen del caso: Tres colegia les fueron expulsados de su estable­

cimiento educativo particular porque se les encontró en posesión 

de cerveza contenida en recipientes destinados a envasar refresco 

cuando se encontraban en un Centro Deportivo partic ipando en 

actividades del Colegio. Interrogados al respecto aceptaron haber 
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cometido lo falto. Los autoridades d el plante l citaron o los podres 

poro comunicarles lo decisión de retirar en formo definitivo o los 

menores, o quienes únicamente admitirían brindándoles educación 

o distancia poro que practicaran sus exámenes en las tres unidades 

restantes del año. Los podres de dos de los expulsados acudieron o 

autoridades del Ministerio de Educación, las que intervinieron pero 

sin lograr que lo disposición se revocara. Entonces dichos podres 

plantearon amparo contra el centro educativo ante un tribunal de 

primero instancio, que al dictar sentencia lo o torgó. La Corte de 

Constitucionalidad conoció del caso en apelación de esto sen­
tencio. 

Sentencio de amparo: Relativamente extenso en su porte m otivo, 

contiene once aportados en los que hoce consideraciones relativas 
al derecho o lo educación y la coherencia que debe guardar con 
el Estado Constitucional de Derecho. Disipo uno señalado, por el 

Ministerio Público, falta de agotamiento de la vía previo, eximiendo 

o los portes de impugnar por vía administrativo un acto que por su 

ejecución inmediato no tuvo efecto suspensivo. En el aportado 111 

preciso la normativa que debe aplicarse para resolver lo denuncio 
de infracción alegado en el amparo y en la réplica del Colegio invo­
cando normas del Código Civil y de la Ley de Educación Nocional. 
"Al respecto, esta Corte estima que de manero inmediata debe 

invocarse la legislación especial que regula determinada materia, 

pero esto no excluye, sino estimula, q ue su orientación se sustente 

en valores, principios y normas atinentes de superior jerarquía. De 

manera que, para decidir sobre un caso como el que se estudia, 

son pertinentes los enunciados de la Constitución y también los 
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de la Declaración de los Derechos del Niño de 20 de noviembre 

de 1959 y la Convención sobre los Derechos del Niño de 20 de 

noviembre de 1989, ambas de la Asamblea General de Naciones 

Unidas." Advierte el fallo cierto acento privatista o civilista en la ex­

posición del Colegio reclamado, aparte de inocultada pretensión 

de lograr con la pena un efecto trascendente, y por ello examino 

los conceptos de educación y del reconocimiento estatal de lo 

educación privado, enmarcándolos en el esquema del Estado 

socia l. De ahí sostiene que en materia educacional debe mati­

zarse adecuadamente el enfoque civilista de la a utonomía de la 

voluntad, en particular en cuanto ésta concierna a niños o jóvenes 

menores de edad. Después de analizar la Constitución Política y 

Ley de Educación Nacional, en los que hallaría sustento para sus 
conclusiones. las refuerza con los enunciados del DIDH que rela­

c iono así: "En cuanto a los instrumentos internacionales ( ... ) de la 

Declaración resultan apropiados al caso, enunciados del Principio 

11 sobre el goce del niño de medios para que pueda desarrollarse 

física , m ental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 

normal, y del Principio 111, que el interés superior del niño debe ser 

la pauta de quienes tienen la responsabilidad de su educación y 

orientación. De la Convención son relevantes en el artículo 3. 1 la 

reiteración de que debe a tenderse el interés superior del niño, y el 

artículo 12.2 que le garantiza la 'oportunidad de ser escuc hado en 

todo procedimiento judicial o administrativo que afecte a l niño ... " 

Al examinar propiamente los hechos (documentos y actuaciones) 

lo ce expreso: "La expulsión del colegio (que constituye una co­

munidad de administradores, maestros, compañeros y padres de 

familia) importa una sanción de la máxima gravedad dentro del 
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los conceptos de educación y del reconocimiento estatal de lo 

educación privado, enmarcándolos en el esquema del Estado 

socia l. De ahí sostiene que en materia educacional debe mati­

zarse adecuadamente el enfoque civilista de la a utonomía de la 

voluntad, en particular en cuanto ésta concierna a niños o jóvenes 

menores de edad. Después de analizar la Constitución Política y 

Ley de Educación Nacional, en los que hallaría sustento para sus 
conclusiones. las refuerza con los enunciados del DIDH que rela­

c iono así: "En cuanto a los instrumentos internacionales ( ... ) de la 

Declaración resultan apropiados al caso, enunciados del Principio 

11 sobre el goce del niño de medios para que pueda desarrollarse 

física , m ental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 

normal, y del Principio 111, que el interés superior del niño debe ser 

la pauta de quienes tienen la responsabilidad de su educación y 

orientación. De la Convención son relevantes en el artículo 3. 1 la 

reiteración de que debe a tenderse el interés superior del niño, y el 

artículo 12.2 que le garantiza la 'oportunidad de ser escuc hado en 

todo procedimiento judicial o administrativo que afecte a l niño ... " 

Al examinar propiamente los hechos (documentos y actuaciones) 

lo ce expreso: "La expulsión del colegio (que constituye una co­

munidad de administradores, maestros, compañeros y padres de 

familia) importa una sanción de la máxima gravedad dentro del 



régimen disciplinario de la institución, y que desde luego se justifi­

caría cuando existan causas suficientes que alteren o amenacen 

alterar el curso normal del proceso educativo. o bien, si se tratare 

de conductas incorregibles o reacias a ser educadas que dañen 

efectivamente al resto de la comunidad. De manera que. si como 

en el caso examinado, se perfilaron circunstancias atenuantes de 
la falta, que la autoridad del colegio no pudo o no quiso adver­

tir, es claro que ese exceso daña la personalidad de los alumnos 

sancionados y por ello no debe continuar el castigo que ya han 

sufrido." La sentencia al arribar a conclusiones invocó en su apoyo 

las normas de DIDH citadas, y para el caso asentó: "la disposición 

del colegio impugnado rebasó los límites de lo razonable en ma­

teria de corrección. ( ... ) los alumnos ya han sufrido suficiente cas­
tigo por habérseles mantenido expulsos durante casi tres meses (y 

que durante ese tiempo el resto de la comunidad escolar habrá 

percibido las consecuencias penosas de la falta grave cometida 

por los escolares mencionados), se vulneró su derecho humano 

a la educación, garantizado por lo Constitución (Art. 74} y la Ley 

de Educación Nacional (Art. 1 inciso a}, con inobservancia de los 

principios que reconocen el interés superior del niño contenidos en 
lo Declaración y Convención ... " 

UNA MIRADA CRÍTICA DE LA RESOLUOON DE LA C ORTE DE C ONSntUCIONAUDAD S0 3RE JUStiCIA lRANSNACIONAl 
(ExPEDIENTE 3380-2007) 

G uAtEMA.A: RECEPCtON DL DEREC~O I NtERNACI.JNAL -

DE LOS DEREC~OS HUMANOS 

f. PREEMINENCIA DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA RECONOCIDO POR 

EL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y PoLÍTICOS 

y A LA INTEGRIDAD MORAL DE LA PERSONA RECONOCIDO POR EL 

PACTO DE SAN JosÉ 

Expediente 248-98. Auto de la Corte de Constitucionalidad de 29 
de abril de 1998. 

Resumen del caso: Acción de inconstitucionalidad planteada con­

tra el Art. 3 del Decreto 100-96. reformado por el Decreto 22-98, am­

bos del Congreso de la República. en la parte que dice: "quienes 

[los periodistas] no podrán realizar transmisiones directas. ni grabar 

por cualquier medio para su reproducción d iferida o fotografiar el 

acto del ingreso del reo al módulo de ejecución y su estancia en el 
mismo." 

La Ley de Amparo. Exhibición Personal y de Constitucionalidad pres­

cribe que dentro de los ocho días siguientes a la interposición de la 

acción la ce deberá resolver acerca de la suspensión provisional 

de la ley impugnada. en los casos en que la inconstitucionalidad 

fuere notoria y pudiera causar daños irreparables. De suerte que 
la ley atacada fue suspendida. por cuestiones formales (ya que la 
materia tratada correspondía a la Ley de Emisión de Pensamiento. 

que por su naturaleza complementaria de la Constitución única­

mente podía ser reformada por un procedimiento agra vado no 

cumplido en la emisión de la ley cuestionada) pero no por el fondo 

que. por razón de la vulneración del procedimiento legislativo. no 

podía conocer la ce. 
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Auto de la ce: No obstante que ese tipo de autos de suspensión 

provisional ha sido estrictamente parco, la ce. luego de indicar los 

razones de la suspensión, asentó: "En cuanto a la teleología del pá­

rrafo impugnado es indudable que corresponde a cuestiones opi­

nables, por lo que debe confiarse en la propia razonabilidad de los 

medios de prensa, en cuanto respeten la intimidad del ejecutable, 

quien, no obstante esta condición, conserva su dignidad humana. 

esto es, su calidad de persona, aspecto subjetivo que recoge con 

claridad el artículo 14. 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

Y Políticos, aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas 

el16 de diciembre de 1966. Asimismo, porque e l inciso 2 del artículo 

5 del Pacto de San José protege la integridad moral de la persono 

Y el inciso e ibídem proclama que 'lo peno no puede trascender 

de lo persona del delincuente' porque, poro el caso, la publicidad 

fotográfico o videográfica del suceso profundamente íntimo de 

la muerte de un hombre puede ser aflictivo a su familia. Siendo, 

pues, inalienable e imprescriptible la dignidad de la persona física, 

la que no pierde ni siquiera por una sentencia capital, tal como 

se deduce de lo previsto en el Preámbulo y los artículos 1°, 2°, 3o Y 

4o de la Constitución, y, en tanto no hoya legislación reguladora 

válidamente emitido, concierne a los medios de comunicación ob­

servar un principio aún no reglamentado y que corresponde o los 
derechos implícitos o que se refiere el primer párrafo del artículo 22 

ibídem: lo dignidad en la muerte. En particular ese principio debe 

observarse si el ejecutable manifiesta, en su momento. su voluntad 

de que se le permita morir en pleno derecho a lo intimidad, de lo 

que la sentencia condenatoria no le ha privado." 

-- UNA MIRADA CRmCA DE ..A RESOLUCIÓN DE LA C ORTE DE C ONSTITUCIONAUOAD SOBRE JUSTICIA TRANSNACIONAl 
(Ex>E:JIEN1E 3380·2007) 
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SENTENCIA DE 12 DE DICIEMBRE DE 2007 EN EL PROCESO 

DE AMPARO DE SEGUNDA INSTANCIA PROMOVIDO POR 

EL CIUDADANO ÁNGEL ANfBAL GuEVARA RoDRíGuEz Y 

OTROS . EXPEDIENTE 3380-20071 

EXPEDIENTE 3380-2007 

CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD: Guatemala. doce de diciembre 

de dos mil siete. 

En apelación. y con sus antecedentes. se examina la sentencia 

de veintiséis (26) de octubre de dos mil siete (2007). dictada por la 

Sala Primera de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal. Narco­

actividad y Delitos contra el Ambiente. constituida en Tribunal de 

Amparo. que resuelve las acciones consti tucionales acumuladas 

promovidas por Ángel Aníbal Guevara Rodríguez y Pedro Gorda 

Arredondo contra el Tribunal Quinto de Sentencia Penal. Narcoacti­

vidad y Delitos contra e l Ambiente. Los postulantes actuaron con el 

patrocinio de los abogados José Gudie l To ledo Paz y Jorge Alejan­

dro Pinto Ruiz. e l p rimero. y de Joel Gorda Gorda. el segundo. 

ANTECEDENTES 

l. los AMPAROS: 

A) Interposición y autoridad: (i) Ángel Aníbal Guevara Rodríguez 

presentó la acción el veinte (20) de noviembre de dos mil seis 

(2006). en la Sala Primera de la Corte de Apelaciones del Ramo 

Penal. Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente. expediente 
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registrado bajo el número ochenta y siete -dos mil seis (87-2006) ; 

(ii) Pedro Gorda Arredondo. el veintitrés (23) de diciembre de d o s 

mil seis (2006). en la Salo Segunda de la Corte de Apelaciones del 

Romo Penal. Norcoactividad y Delitos contra el Ambiente. expe­

diente registrado bajo el número quinientos cuarenta y tres - dos 

mil seis (543-2006). acumulado el diecisiete (17) de enero del año 

en curso al expediente anteriormente descrito. B) Acto reclamado: 

en ambos acciones se denunció como acto reclamado el au to de 

seis (6) de noviembre de dos mil seis (2006). d ictado por el Tribunal 

Quinto de Sentencio Penal. Norcooctividod y Delitos contra el Am­

biente [autoridad impugnada] en el que se ordenó lo detención 

provisional de Ángel Aníbol Guevoro Rodríguez. Pedro Gorcío 

Arredondo, Óscor Humberto Mejía Víctores y Germán Chupina 

Barahona. dentro de lo solicitud de detención provisional. previo 

a formalizar extradición. requerida por el Reino de España contra 
las personas mencionadas. por los delitos de Terrorismo. Homicidio 

Y Secuestro. dentro del expediente identificado como extradición 

dos -dos mil seis (2-2006). C) Violaciones que denuncian: o los de­

rechos de libertad de acción, o una detención legal y al derecho 

de defensa; a los principios jurídicos de legalidad y de exclusividad 
Y de independencia en la función jurisdiccional de los tribunales 
de Guatemala. D) Hechos que motivan el amparo: de lo expuesto 
por los postulantes y del estudio de las constancias procesales se 

resume: D.l) Ángel Aníbal Guevara Rodríguez: a) el Tribunal Quinto 

de Sentencia Penal. Norcoactividad y Delitos contra e l Ambiente 

recibió el expediente remitido por el Ministerio de Relaciones Exte­

riores que contiene la solicitud requerida por e l Reino de España de 

detención provisional. con fines de extradición. contra José Efraín 

-- U NA MJRA:JA CRIOCA DE LA Reso .ucrON DE LA C o RrE DE C o Nsm ucrONALIDAD soa•e Jusnc •A rRANSNACIONAL 

(Ex•EDIENTE 3380-2007) 
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c ru:>A::>ANO A NGE. A "'"" - G uevARA Ro:>••cuez v or• os ex• E:JIENTE 3380-20071 

Ríos Montt. Ángel Aníbal Guevara Rodríguez. Óscar Humberto Mejía 

Víctores. Germán Chupina Barahona y Pedro García Arredondo 

por los delitos de Terrorismo. Homic idio y Secuestro; b) /o autoridad 

impugnado en resolución de seis (6) de noviembre de dos mil seis 

(2006) ordenó. bajo responsabilidad del Reino de España. la deten­

ción provisional de los postulantes y de las otras personas. previo a 
la solic itud de extradición. con excepción de José Efraín Ríos Montt. 

El pos tulante manifestó que al emitir el acto reclamado la autoridad 

impugnada conculc o sus derechos de libertad de acción. a una 

detención legal y de defensa. así como los principios de legalidad. 

de exclusividad y de independencia en la función jurisdiccional 

de los tribunales de Guatemala porque a pesar de lo establecido 

claramente por la Constitución Política de la República de Gua­
temala y el Tratado de Extrad ición suscrito entre el gobierno d e 

Guatemala y el Reino de España. el Tribunal reclamado ordenó su 

detención pro visional incurriendo en los ilegalidades siguientes: i) se 

omitió calificar la competencia del Tribunal que la solic itó. obliga­

ción que debió cumplir de oficio yo que. de haberlo hecho. pudo 

haber advertido no sólo la fa lta de una orden de juez competente. 

sino también la inexistencia de peligro de fuga para dicta r la prisión 
p rovisional; ii) se inobservó lo estipulado en el artículo 56 del Có dig o 

Procesal Penal que faculta a los jueces penales para examinar de 
oficio su propia c ompetencia y el artículo 296 d e dic ho cuerpo legal 

que establece q ue la cuestión de incompetencia debe ser resuelta 

ante s que cualquier otro asunto; iii) de acuerdo a l tratado de ex­

tradición mencionado el Estado de Guatemala no tiene obligación 

ni compromiso alguno d e entregar a los guatemaltecos requeridos 
por el Gobierno de España. como tampoco 
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Y Secuestro. dentro del expediente identificado como extradición 

dos -dos mil seis (2-2006). C) Violaciones que denuncian: o los de­

rechos de libertad de acción, o una detención legal y al derecho 

de defensa; a los principios jurídicos de legalidad y de exclusividad 
Y de independencia en la función jurisdiccional de los tribunales 
de Guatemala. D) Hechos que motivan el amparo: de lo expuesto 
por los postulantes y del estudio de las constancias procesales se 

resume: D.l) Ángel Aníbal Guevara Rodríguez: a) el Tribunal Quinto 

de Sentencia Penal. Norcoactividad y Delitos contra e l Ambiente 

recibió el expediente remitido por el Ministerio de Relaciones Exte­

riores que contiene la solicitud requerida por e l Reino de España de 

detención provisional. con fines de extradición. contra José Efraín 
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Ríos Montt. Ángel Aníbal Guevara Rodríguez. Óscar Humberto Mejía 

Víctores. Germán Chupina Barahona y Pedro García Arredondo 

por los delitos de Terrorismo. Homic idio y Secuestro; b) /o autoridad 

impugnado en resolución de seis (6) de noviembre de dos mil seis 

(2006) ordenó. bajo responsabilidad del Reino de España. la deten­

ción provisional de los postulantes y de las otras personas. previo a 
la solic itud de extradición. con excepción de José Efraín Ríos Montt. 

El pos tulante manifestó que al emitir el acto reclamado la autoridad 

impugnada conculc o sus derechos de libertad de acción. a una 

detención legal y de defensa. así como los principios de legalidad. 

de exclusividad y de independencia en la función jurisdiccional 

de los tribunales de Guatemala porque a pesar de lo establecido 

claramente por la Constitución Política de la República de Gua­
temala y el Tratado de Extrad ición suscrito entre el gobierno d e 

Guatemala y el Reino de España. el Tribunal reclamado ordenó su 

detención pro visional incurriendo en los ilegalidades siguientes: i) se 

omitió calificar la competencia del Tribunal que la solic itó. obliga­

ción que debió cumplir de oficio yo que. de haberlo hecho. pudo 

haber advertido no sólo la fa lta de una orden de juez competente. 

sino también la inexistencia de peligro de fuga para dicta r la prisión 
p rovisional; ii) se inobservó lo estipulado en el artículo 56 del Có dig o 

Procesal Penal que faculta a los jueces penales para examinar de 
oficio su propia c ompetencia y el artículo 296 d e dic ho cuerpo legal 

que establece q ue la cuestión de incompetencia debe ser resuelta 

ante s que cualquier otro asunto; iii) de acuerdo a l tratado de ex­

tradición mencionado el Estado de Guatemala no tiene obligación 

ni compromiso alguno d e entregar a los guatemaltecos requeridos 
por el Gobierno de España. como tampoco 



España tendría la obligación de entregar a Guatemala ninguno de 

sus súbditos. cuando el delito no fue cometido en el territorio d el 

Estado que lo solicita. ya que el Tratado se refiere exclusivame nte 

a la extradición de quienes se refugien en el otro Estado. y e n su 

caso. el ahora postulante de amparo no puede ser refugiado en 

su propia patria. donde ha vivido siempre; por ello. lo autoridad im­

pugnada actuó ilegítimamente al acatar una orden de detención 

proveniente de un Juez español que no es autoridad competente 

en la República de Guatemala para dictar ta l medido restrictiva 

de la libertad; iv) el Tribunal Quinto de Sentencio impugnado. al 

ordenar su detención provisional "bajo la responsabilidad del Reino 

de España". atentó contra la independencia del Organismo Judi­

cial para permitir que un juez foráneo. sometido a la jurisdicción de 

otro país Y sin competencia para actuar en Guatemala. imparto 

órdenes jurisdiccionales que solamente compete a los tribunales 

guatemaltecos. porque ninguna ley nacional le otorga esas facul­

tades al Juez español. El postulante solicitó que se otorgue amparo 

Y en consecuencia. que se suspenda en forma definitivo e l acto 

reclamado Y que se ordene a la autoridad impugnado suspender 

la validez del auto causante de agravio y ordene su libertad. 0 .2) 

Pedro Gorda Arredondo indicó que lo autoridad impugnada. a l 

dictar el acto rec lamado. violó los derechos a uno d e tención legal. 
de defensa. así como los principios d e legalidad y de exclusividad 

e independenc ia de la función jurisdiccional de los tribunales de 

Guatemala porque: i) dicha autoridad no calificó de oficio la com­

petencia del Juez que emitió lo orden de detenció n . condic ión 

fundamental para la aplicación de l Tratado de Extradic ión. con­

traviniendo el artículo 6° de la Constitución Político de lo República 
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de G uatemala que establece que ninguna persona puede ser de­

tenido o presa sino por causo de delito o falta en virtud de orden 

librado con apego a lo ley por autoridad judicial competente. pues 

un Juez español no tiene competencia paro dictar órdenes de 

aprehensión en Guatemala. porque ello constituye una flagrante 

violación o la soberanía nocional; ii) en el Tratado de Extradición 

susc rito e ntre los Gobiernos de Guatemala y España. se pactó que 

ninguno de las dos partes estaría obligada a entregar o la otro a 

sus propios ciudadanos. cuando el delito ha sido cometido dentro 

de su territorio; iii) la autoridad reclamado obedeció una orden de 

un Juez extranjero emitido sin fundamento fáctico y jurídico. que 

no individualizo hechos. sólo se tipifican delitos que supuestamente 

se cometieron e n e l territorio nacional en los años mil novecientos 

setenta y ocho ( 1978) y mil novecientos ochenta ( 1980). sin indicar 

e n qué lugar. o qué hora. de qué modo. en qué circunstancias y 

en qué grado de participación. Solicitó que se le otorgue amparo. 

que se le restablezco en el goce de sus derechos conculcados y 

que se hagan las demás declaraciones pertinentes. E) Uso de re­

cursos: Pedro Gordo Arredondo interpuso reposición. F) Caso de 

proce dencia: a) Ángel Ánibol Guevora Rodríguez citó el artículo 1 O 

de lo Ley de Amparo. Exhibición Personal y de Constitucionalidad. 

b) Pedro Gorda Arredondo invocó los contenidos en los incisos a) 

y b) del artículo 1 O de lo Ley de Amparo. Exhibición Personal y de 

Constitucionalidad. G) Leyes violadas: citaron los artículos 5°, 6°, 12. 

17 y 203 de la Constitución Polític o de lo República de Guatemala; 

I.III.IV.IX.XI del Trotado d e Extradición suscrito entre el Gobierno de 

Guatemala y e l Gobierno de España el siete (7) de noviembre de 

mil ochocientos noventa y c inco ( 1895) y aprobado mediante el 

-
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I.III.IV.IX.XI del Trotado d e Extradición suscrito entre el Gobierno de 

Guatemala y e l Gobierno de España el siete (7) de noviembre de 

mil ochocientos noventa y c inco ( 1895) y aprobado mediante el 
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Decreto Legislativo trescientos c incuenta y siete (357) de diecinue­

ve ( 19) de abril de mil ochocientos noventa y sie te ( 19872) ; 56 y 296 

del Código Procesal Penal. 

Ir. TRÁMITE DEL AMPARO 

A) AMPARO PROVISIONAL: a) Al postulante. Ángel Aníbal Guevora 

Rodríguez dentro del expediente tres mil doscientos sesenta - dos 

mil seis (3260-2006) se le otorgó la protección interina por la Corte 

de Constituc ionalidad, en auto de treinta (30) de noviembre de 

dos mil seis (2006), poro que e l Tribunal Quinto de Sentencia Penal. 

Narcoactividod y Delitos contra el Ambiente determinara, como 

fundamento de lo orden de prision decretada, si la Constitución Po­

lítica de la República de Guatemala, los Tratados o Convencio nes 

internacionales ratificados por Guatemala o las leyes del país, le re­

conocían competencia excluyente al Estado require n te para juzgar 

Y promover lo ejecución de lo juzgado sobre hechos delictuosos de 

naturaleza penal ocurridos en el territorio de la República de Gua­

temala; Y en coso de no haberlo, resolviera conforme o Derecho. 

En virtud del incumplimiento en la ejecución del amparo provisional 

decretado por esta corte, se reiteró su realizació n mediante los 

resoluciones siguien tes: a') auto de nueve (9) de m arzo de dos mil 

siete, d ic tado dentro del expediente doscientos veinte-dos m il siete 

(220-2007) por lo Corte de Constitucio nalidad e n e l c ual. a l resolver 

2 Este err?!· así como alguno follo de ortografía. en especial en c uan to o signos de 
puntuoc1on Y ocent~oción. están contenidos en el texto original. rozón p or lo que a l 
tronscnb1r lo reso lueton de lo Corte de Constitucionalidad. obviamos su corrección. 
poro mantener lo exactitud de lo sucrito por lo Cor1e. 
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el ocurso en queja interpuesto por e l postulante. Ángel Aníbal Gue­

vara Rodríguez. se conminó al Tribunal Quinto de Sentencia Penal. 

Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente a que cumpliera con 

lo o rdenado por esta Corte en el expediente tres mil doscientos 

sesenta - dos mil seis (3260-2006). considerando que "/a ejecución 

del amparo provisional. como providencia cautelar dictada por el 

órgano de control constitucional a favor del amparista, se rige por 

las prescripciones del artículo 129. literal b}, de la Ley de Amparo, . 

Exhibición Personal y de Constitucionalidad el cual establece que 

el tribunal que conoce de la inconstitucionalidad en caso concre­

to podrá seguir conociendo de las providencias cautelares; en el 

caso concreto. la autoridad judicial recurrida debió cumplir con la 

ejecución del amparo provisional decretado por esta Corte pues se 

encontraba legalmente obligada para ello" ; a ") auto de dieciocho 

( 18) julio de dos m il siete (2007). dictado por esta Corte dentro del 

expediente mil setecientos ochenta y nueve- dos mil siete ( 1789-

2007). en e l cual Ángel Aníbol Guevara Rodríguez denunció, por 

medio ocurso en queja. la negativa de la Salo Primero de lo Corte 

de Apelaciones del Ramo Penal. Narcooctividod y Delitos Contra 

el Ambiente. constituida en Tribunal de Amparo, de propiciar lo 

debida ejecución del amparo provisional que esta Corte le otor­

gara a l postulante en auto de treinta (30) de noviembre de dos mil 

seis (2006); en esta segunda oportunidad. esta Corte ordenó: i. la 

anulación de la resolución d ictada por lo Sala Primera de lo Corte 

de Apelaciones del Ramo Penal. Narcoactividad y Delitos Contra el 

Ambiente. constituida en Tribunal de Amparo. en que se denegaba 

la ejecución del amparo provisional; ii. que lo autoridad ocursoda, 

en e jecución del amparo provisional otorgado, fijara p lazo de cuo 
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renta y ocho horas al Tribunal Quinto de Sentencia Penal. Narcooc ti­

vidad y Delitos Contra el Ambiente. para que emitiera lo determina­

ción ordenada en el auto precitado [de amparo provisional] . b) Al 

accionante. Pedro Gorda Arredondo. la Sala Segundo de lo Corte 

de Apelaciones del Ramo Penal. Narcoactividod y Delitos contra 

el Ambiente le otorgó al amparo provisional en auto de vein tiocho 

(28) de diciembre de dos mil seis (2006). B) Terceros Interesados: 

Osear Humberto Mejía Víctores. José Efraín Ríos Montt y Germán 

Chupino Barahona; Ministerio Público. por medio de lo Fiscalía de 

Casos Especiales y Violaciones a los Derechos Humanos y Fiscalía de 

Asuntos Constitucionales, Amparos y Exhibición Personal; y Rigoberto 

Menchú Tum. C) Informe Circunstanciado: lo autoridad impugnado 

informó: a) el treinta y uno (31) de octubre de dos mil seis (2006). ese 

Tribunal recibió de la Secretaría de la Corte Supremo de Justicia, un 

expediente remitido por el Ministerio de Relaciones Exteriores que 

contiene la solicitud del Reino de España de detención provisional. 

previo a formalizar la extradición, contra José Efraín Ríos Montt. Án­

gel Aníbal Guevara Rodríguez, Germán Chupina Barahono. Osear 

Humberto Mejía Víctores y Pedro Gordo Arredondo; b) emitió lo 

resolución de (6) de noviembre de dos mil seis (2006) en lo cual 

declaró "/) Bajo lo responsabilidad del Reino de España, se ordeno 

lo detención provisional de PEDRO GARCÍA ARREDONDO, ÓSCAR 

HUMBERTO MEJÍA VÍCTORES, GERMAN CHUPINA BARAHONA Y ÁN­

GEL ANIBAL GUEVARA RODRÍGUEZ, por los delitos de TERRORISMO, 

HOMICIDIO Y SECUESTRO, previo a /a solicitud formol de extradición; 

11) Ofíciese o lo Dirección General de Jo Policía Nocio nal Civil poro 

que se haga efectiva esta medida; JI/) No ha Jugar o ordenar lo 

detención provisional de JOSE EFRAÍN RÍOS MONTT; IV) Por e l con-
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dueto correspondiente. infórmese al Reino de España lo resuelto; 

V) Hógose saber el contenido de lo solicitud y de lo presente reso­

lución al Ministerio Público y al Ministerio de Relaciones Exteriores" , 

e) el veintiuno (2 1) de noviembre de dos mil seis (2006) , ese Tribunal 

declaró sin lugar el recurso de reposición p lanteado por Pedro Gor­

da Arredondo contra e l acto reclamado; d) el veintitrés (23) de no­

viembre de ese año. la Sala Primera de la Corte de Apelaciones d el 

Romo Penal. Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente recibió la 

pieza origina l del expediente d e extradición por haber p lanteado 

recurso de apelació n el abogado defensor de Ángel Aníbal Gueva­

ra Rodríguez contra la resolución de siete (7) de noviembre de dos 

mil seis (2006). D) Prueba: fue objeto de valoración el expediente de 

amparo. E) Sentencia de primer grado: el tribunal consideró: "( .. .) 

En el presente coso, esta Sola constituido en Tribunal extraordina­

rio de Amparo. al realizar un análisis integro/ de las actuaciones, 

considero que no les asiste rozón a los amporistos, todo vez que de 

conformidad con lo establecido en el párrafo segundo del artículo 

27 de lo Constitución Político de la República de Guatemala: 'La 

extradición se rige por lo dispuesto en los trotados internacionales' 

y en el presente coso. existe un Trotado Internacional vigente entre 

lo República de Guatemala y el Reino de España, suscrito el siete 

de noviembre de mil ochocientos noventa y c inco y publicado en 

el Diario Oficial el diez de junio de mil ochocientos no venta y siete, 

el cual en su artículo XI del referido Trotado de Extradic ión signado 

entre los Estados de Guatemala y España, contemplo el coso en e/ 

cual el Estado requirente puede solicitar lo orden de prisión a l Esto­

do requerido. en los cosos de supuestos delitos cometidos dentro 

del territorio de uno de los dos portes contra 



renta y ocho horas al Tribunal Quinto de Sentencia Penal. Narcooc ti­

vidad y Delitos Contra el Ambiente. para que emitiera lo determina­

ción ordenada en el auto precitado [de amparo provisional] . b) Al 

accionante. Pedro Gorda Arredondo. la Sala Segundo de lo Corte 

de Apelaciones del Ramo Penal. Narcoactividod y Delitos contra 

el Ambiente le otorgó al amparo provisional en auto de vein tiocho 

(28) de diciembre de dos mil seis (2006). B) Terceros Interesados: 

Osear Humberto Mejía Víctores. José Efraín Ríos Montt y Germán 

Chupino Barahona; Ministerio Público. por medio de lo Fiscalía de 
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recurso de apelació n el abogado defensor de Ángel Aníbal Gueva­

ra Rodríguez contra la resolución de siete (7) de noviembre de dos 

mil seis (2006). D) Prueba: fue objeto de valoración el expediente de 

amparo. E) Sentencia de primer grado: el tribunal consideró: "( .. .) 

En el presente coso, esta Sola constituido en Tribunal extraordina­

rio de Amparo. al realizar un análisis integro/ de las actuaciones, 

considero que no les asiste rozón a los amporistos, todo vez que de 

conformidad con lo establecido en el párrafo segundo del artículo 

27 de lo Constitución Político de la República de Guatemala: 'La 

extradición se rige por lo dispuesto en los trotados internacionales' 

y en el presente coso. existe un Trotado Internacional vigente entre 

lo República de Guatemala y el Reino de España, suscrito el siete 

de noviembre de mil ochocientos noventa y c inco y publicado en 

el Diario Oficial el diez de junio de mil ochocientos no venta y siete, 

el cual en su artículo XI del referido Trotado de Extradic ión signado 

entre los Estados de Guatemala y España, contemplo el coso en e/ 

cual el Estado requirente puede solicitar lo orden de prisión a l Esto­

do requerido. en los cosos de supuestos delitos cometidos dentro 

del territorio de uno de los dos portes contra 



tan tes; de lo cual se deduce que la referido orden de detención fue 

emitida conforme a derecho. Ahora, con relación al argumento d e 

los solicitantes, de que el caso suyo no se encuadro en ninguno d e 

los supuestos establecidos en el artículo 1 del Trotado de Extradició n 

firmado entre Guatemala y España, al manifestar que no han sido 

condenados ni están siendo perseguidos por los autoridades c o m ­

petentes del Reino de España por no haber cometido delitos en el 

territorio español y en el segundo coso, por no haberse refug iado 

ambos en el territorio de ninguno de los altos portes contratantes, 

yo que expresan que no buscaron refugio ni asilo en Guatemala, 

por haber residido todo su vida en este país; esto Solo considero 

que los omparistos realizan uno interpretación restrictivo del artículo 

1 del Trotado de Extradición signado entre lo República de Guate­

mala y el Reino de España, toda vez que su coso sí se enmarco en 
uno de los presupuestos indicados en lo referido disposición leg al, 

por razón de que los postulantes están siendo perseguidos por lo 

otro parte contratante, sindicados en un órgano jurisdiccional es­

pañol de cometer delitos que tienen el carácter de extroditobles 

de conformidad con el relacionado Trotado, y al respecto. e sto 

Solo estimo que el supuesto establecido en el artículo 1 del relacio ­
nado Trotado, referente al coso de las personas perseguidos por los 
autoridades de una de /os dos partes contratantes, como auto re s 
principales, auxiliares, o cómplices de los delitos o que se hoce re­

ferencia en el Trotado respectivo, no se refiere con exclusividad o 

los cosos de delitos cometidos dentro de lo esfera jurisdiccional del 

Estado requirente, yo que, en aplicación o tos principios generales 

extraterritorialidad de lo ley penal, a los solicitantes se les atribuyen 

delitos que pueden ser materia de conocí 
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m iento por porte de un órgano jurisdiccional de España, a l haber 

sido cometidos contra ciudadanos españoles dentro de su respec­

tivo sede diplomático, y bajo ese contexto, sí pueden ser conside­

rados ilícitos cometidos en el territorio de lo porte req uirente, yo q ue 

de acuerdo al tra tadista Alfred Verdross, citado por Jesús G uodolu­

pe Luna Altomirono en su libro: Lo extradición en México y en otros 

países, página 103: 'territorio es aquel sobre el c ua l el Derecho Inter­

nacional reconoce a un Estado lo soberanía territorial, y agrego: 

territorio en sentido amplio abarco lo tierra firme sobre lo q ue se 

asiente el Estado con sus aguas interiores, el fondo del mor y el sub­

suelo marítimo, permanentemente ocupados, además del mor te­

rritorial. Poro el derecho internacional, territorio es el espacio terrestre 

(suelo y subsuelo, el aéreo, los mores (plataforma continental, mar 

territorial, mor patrimonial) , las noves (aéreas y marítimos), y aquel 

donde se ubican los represen taciones diplomáticas de codo país 

en el extranjero, donde ejerce su soberanía, lo cual debe entender­

se como el poder de actuación exclusivo que el Estado tiene sobre 

un territorio , con los únicos límites que el derecho internacional hoyo 

fijado' . De lo anteriormente considerado, se deduce q ue los ampo­

ristos realizan uno interpretación restrictivo del artíc ulo 1 del Tro tado 
de Extradición signado entre lo República de G uatemala y el Reino 

de España, al hacer alusión a que su coso no está con templado en 
la referida disposición del citado Trotado, situación que conduce a 

esto Solo o lo convicción de que lo autoridad impugnada actuó en 

el ámbito de sus funciones jurisdiccionales al emitir lo resolución que 

constituye el acto reclamado, en consecuencia de lo anterior, se 

arribo o lo conclusión de que no se ha conculcado ningún derecho 

a los peticionantes del amparo, rozón por la c ua l, la presente oc-



tan tes; de lo cual se deduce que la referido orden de detención fue 
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m iento por porte de un órgano jurisdiccional de España, a l haber 

sido cometidos contra ciudadanos españoles dentro de su respec­

tivo sede diplomático, y bajo ese contexto, sí pueden ser conside­

rados ilícitos cometidos en el territorio de lo porte req uirente, yo q ue 

de acuerdo al tra tadista Alfred Verdross, citado por Jesús G uodolu­

pe Luna Altomirono en su libro: Lo extradición en México y en otros 

países, página 103: 'territorio es aquel sobre el c ua l el Derecho Inter­

nacional reconoce a un Estado lo soberanía territorial, y agrego: 

territorio en sentido amplio abarco lo tierra firme sobre lo q ue se 

asiente el Estado con sus aguas interiores, el fondo del mor y el sub­

suelo marítimo, permanentemente ocupados, además del mor te­

rritorial. Poro el derecho internacional, territorio es el espacio terrestre 

(suelo y subsuelo, el aéreo, los mores (plataforma continental, mar 

territorial, mor patrimonial) , las noves (aéreas y marítimos), y aquel 

donde se ubican los represen taciones diplomáticas de codo país 

en el extranjero, donde ejerce su soberanía, lo cual debe entender­

se como el poder de actuación exclusivo que el Estado tiene sobre 

un territorio , con los únicos límites que el derecho internacional hoyo 

fijado' . De lo anteriormente considerado, se deduce q ue los ampo­

ristos realizan uno interpretación restrictivo del artíc ulo 1 del Tro tado 
de Extradición signado entre lo República de G uatemala y el Reino 

de España, al hacer alusión a que su coso no está con templado en 
la referida disposición del citado Trotado, situación que conduce a 

esto Solo o lo convicción de que lo autoridad impugnada actuó en 

el ámbito de sus funciones jurisdiccionales al emitir lo resolución que 

constituye el acto reclamado, en consecuencia de lo anterior, se 

arribo o lo conclusión de que no se ha conculcado ningún derecho 

a los peticionantes del amparo, rozón por la c ua l, la presente oc-



ción constitucional de amparo deviene improcedente. ( .. .) En e l 

presente caso, debido a la improcedencia del amparo. por las ra­
zones apuntadas, este Tribunal considera obligatorio lo condena al 

pago de las costas causadas a los interponentes, así como la impo­

sición de la respectiva multa de quinientos quetzales o los abogados 

patrocinantes (sic)". Y resolvió: "1) Deniega el amparo solicitado por 
ÁNGEL AN{BAL GUEVARA RODRfGUEZ Y PEDRO GARCÍA ARREDON­

DO, quienes intervienen en este proceso, bajo la dirección y procu­

ración de los abogados JOSÉ GUDIEL TOLEDO PAZ Y JORGE 

ALEJANDRO PINTO RUIZ (para el primer omporisto citado) así como 

JOEL GARCfA GARCÍA (para el segundo omparista indicado); 11) 

Condena en costas a los amparistas indicados, e impone multa de 
quinientos quetzales (Q. 500.00) a cada uno de los abogados pa­

trocinantes en cuestión". 

In. A PELACIÓN 

José Efraín Ríos Montt, tercero interesado, y Ángel Aníbal Guevara 
Rodríguez apelaron. 

IV· A LEGATOS EN EL DÍA DE LA VISTA 

A) Ángel Aníbal Guevara Rodríguez, postulante, alegó que no com­

parte con lo estimado por el Tribunal de Amparo de primer g rado 

al denegar el amparo, por las siguient es razones: a) el Tribunal a 

quo resaltó vicio de argumentación en la interpretación restrictiva 
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d e los accionantes, apreciación que no es correcta, ya que tiene 

la obligación de conocer el procedimiento que rige la Constitución 

Política de la República de Guatemala y la ley de la materia, efec­

tuando una interpretación restrictiva a su favor, especialmente por­

que se trata de discutir resoluciones que afectan su libertad, como 

lo ordena el artículo 14 del Código Procesal Penal; b) no efectuó el 

análisis de las actuaciones toda vez que la autoridad impugnada 

dictó la resolución que ordena la captura con fundamento en el 

Tratado de Extradición, aduciendo y acogiendo hechos sucedidos 

no sólo en la Embajada de España en Guatemala, sino también 

atribuyendo la muerte de sacerdotes españoles en el departa­

mento de Huehuetenango, territorio de Guatemala, aspecto que 

no es parte del derecho internacional; e) el acatamiento de una 

orden de detención proveniente de un Juez español, como en el 

presente caso, es completamente ilegítima, por no ser una autori­

dad competente en la República de Guatemala para dictar ese 

tipo de medidas, conforme a las reglas establecidas por el propio 

Tratado de Extradición suscrito entre Guatemala y España; d) no 

puede existir tratado internacional que sea superior o igual jerár­

quicamente a la Constitución; y e) el Tribunal Quinto de Sentencia 

Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, al emitir e l acto 

reclamado, le causó un daño consumado de manera permanente 

pues se le privó de libertad personal violándole los derechos de 

defensa, de declarar y de que se resuelva su situación jurídica; se 

dictó el auto de detención sin existir peligro de fuga, ya que él se 

presentó en forma voluntaria ante las autoridades policíacas. De 

ahí q ue se contraviene la Constitución Política de la República de 

Guatemala y las leyes ordinarias del país. Solicitó que se declare 



ción constitucional de amparo deviene improcedente. ( .. .) En e l 

presente caso, debido a la improcedencia del amparo. por las ra­
zones apuntadas, este Tribunal considera obligatorio lo condena al 

pago de las costas causadas a los interponentes, así como la impo­

sición de la respectiva multa de quinientos quetzales o los abogados 

patrocinantes (sic)". Y resolvió: "1) Deniega el amparo solicitado por 
ÁNGEL AN{BAL GUEVARA RODRfGUEZ Y PEDRO GARCÍA ARREDON­

DO, quienes intervienen en este proceso, bajo la dirección y procu­

ración de los abogados JOSÉ GUDIEL TOLEDO PAZ Y JORGE 

ALEJANDRO PINTO RUIZ (para el primer omporisto citado) así como 

JOEL GARCfA GARCÍA (para el segundo omparista indicado); 11) 
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d e los accionantes, apreciación que no es correcta, ya que tiene 

la obligación de conocer el procedimiento que rige la Constitución 

Política de la República de Guatemala y la ley de la materia, efec­

tuando una interpretación restrictiva a su favor, especialmente por­

que se trata de discutir resoluciones que afectan su libertad, como 

lo ordena el artículo 14 del Código Procesal Penal; b) no efectuó el 

análisis de las actuaciones toda vez que la autoridad impugnada 

dictó la resolución que ordena la captura con fundamento en el 

Tratado de Extradición, aduciendo y acogiendo hechos sucedidos 

no sólo en la Embajada de España en Guatemala, sino también 

atribuyendo la muerte de sacerdotes españoles en el departa­

mento de Huehuetenango, territorio de Guatemala, aspecto que 

no es parte del derecho internacional; e) el acatamiento de una 

orden de detención proveniente de un Juez español, como en el 

presente caso, es completamente ilegítima, por no ser una autori­

dad competente en la República de Guatemala para dictar ese 

tipo de medidas, conforme a las reglas establecidas por el propio 

Tratado de Extradición suscrito entre Guatemala y España; d) no 

puede existir tratado internacional que sea superior o igual jerár­

quicamente a la Constitución; y e) el Tribunal Quinto de Sentencia 

Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, al emitir e l acto 

reclamado, le causó un daño consumado de manera permanente 

pues se le privó de libertad personal violándole los derechos de 

defensa, de declarar y de que se resuelva su situación jurídica; se 

dictó el auto de detención sin existir peligro de fuga, ya que él se 

presentó en forma voluntaria ante las autoridades policíacas. De 

ahí q ue se contraviene la Constitución Política de la República de 

Guatemala y las leyes ordinarias del país. Solicitó que se declare 



con lugar el recurso de apelación, revocándose la sentencia ape­
lada, se le otorgue el amparo y como consecuencia, se suspenda 

el acto reclamado, ordenándose a la autoridad impugnada que 

le restablezca los derechos conculcados y ordene su inmediata 

libertad. B) José Efraín Ríos Montt, tercero interesado, manifestó que 

son los tribunales guatemaltecos los únicos competen tes para juz­

gar y promover la ejecución de lo juzgado en relación a los delitos 

ocurridos en territorio guatemalteco y que si bien es cierto existe un 

Tratado de Extradición suscrito entre Guatemala y España, el espí­

ritu del mismo es que un país entregue al otro a los nacionales que 

hayan delinquido en uno de tales Estados (el requirente) y se haya 

refugiado en el otro (el requerido), pero nunca otorga competen­

cia a un Estado para juzgar hechos acaecidos en el otro, como se 

pretende en el presente caso. Solicitó que se revoque la sentencia 
apelada, declarándose con lugar el amparo y se deje sin efecto el 

acto reclamando. C) Rigoberta Me nchú Tum, tercera interesada, 

alegó que: a) en materia judicial, cuando la controversia suscitada 

ha sido dirimida en observancia de las prescripciones legales, el 

amparo no debe convertirse en un medio revisor de las resolucio­

nes por el hecho de que no sea conforme con las pretensiones del 
postulante, no sólo por la naturaleza subsidiaria y extraordinaria 
del amparo, sino también porque, si la autoridad impug nada ha 

actuado en el ejercicio correcto de las facultades que le confie re 
la ley, no existe agravio reparable por esta vía; b) a l redactar el 

texto constitucional, el legislador constituyente, en ejercicio de la 

soberanía que le fuera delegada decidió plasmar en el artículo 

27 constitucional la autorización para extraditar a guatemaltecos 

señalados de graves ilícitos de lesa humanidad o contra e l derecho 
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internacional. En este orden de ideas, para cumplir con el texto 

constitucional es requisito previo la captura y detención bajo la 

responsabilidad del país requirente; e) la orden de detención con 

fines de extradición se basó en un tratado internacional eficaz y 

vigente con España, obligatorio en todas y cada una de sus dis­

p osiciones. No debe lesionarse el principio pacta sun servando ni 
eludir las obligaciones asumidas por el Estado de Guatemala para 

cooperar en la pronta y c umplida justicia, no sólo dentro de sus 

fronteras, sino por aquellos Estados con los que mantiene relaciones 

d iplomáticas, consulares y de cooperación, a los cuales reconoce 

y debe reciprocidad, como es el caso de España; d) los amparistas 

incurren en equívoco grave a l señalar que se está violando la sobe­

ranía del Estado de Guatemala, y que se está dando un abuso de 
autoridad . Es la expresión de la soberanía misma de los Estados que 

como sujetos de derecho internacional se reconoce la calidad de 

"soberanos" a brindarse cooperación en asuntos que trascienden 

las fronteras, dentro del marco del derecho internacional, recono­

cido por la Constitución; e) ordenarse a la autoridad impugnada 

que analice la competencia del funcionario del poder judic ial del 

país requirente, implicaría irrespetar la soberanía de España, ya 

que no sería procedente que un tribunal en el ejercicio de una 
func ión m eramente administrativa, tramitadora de un expediente 

d e extradición, se avoque el cuestionamiento d el fondo de una 

causa que se está tramitando por e l Poder Judicial de otro Estado 

soberano. Ya se ha pronunciado la Corte de Constitucionalidad 

a l respecto, indicando que en la extradición " ... no compete a los 

Tribunales analizar el fondo del asunto y resolver sobre si está o no 

demostrada la comisión del delito, y si el sujeto requerido es culpa-



con lugar el recurso de apelación, revocándose la sentencia ape­
lada, se le otorgue el amparo y como consecuencia, se suspenda 

el acto reclamado, ordenándose a la autoridad impugnada que 

le restablezca los derechos conculcados y ordene su inmediata 

libertad. B) José Efraín Ríos Montt, tercero interesado, manifestó que 

son los tribunales guatemaltecos los únicos competen tes para juz­

gar y promover la ejecución de lo juzgado en relación a los delitos 

ocurridos en territorio guatemalteco y que si bien es cierto existe un 

Tratado de Extradición suscrito entre Guatemala y España, el espí­

ritu del mismo es que un país entregue al otro a los nacionales que 

hayan delinquido en uno de tales Estados (el requirente) y se haya 

refugiado en el otro (el requerido), pero nunca otorga competen­

cia a un Estado para juzgar hechos acaecidos en el otro, como se 

pretende en el presente caso. Solicitó que se revoque la sentencia 
apelada, declarándose con lugar el amparo y se deje sin efecto el 

acto reclamando. C) Rigoberta Me nchú Tum, tercera interesada, 

alegó que: a) en materia judicial, cuando la controversia suscitada 

ha sido dirimida en observancia de las prescripciones legales, el 

amparo no debe convertirse en un medio revisor de las resolucio­

nes por el hecho de que no sea conforme con las pretensiones del 
postulante, no sólo por la naturaleza subsidiaria y extraordinaria 
del amparo, sino también porque, si la autoridad impug nada ha 

actuado en el ejercicio correcto de las facultades que le confie re 
la ley, no existe agravio reparable por esta vía; b) a l redactar el 

texto constitucional, el legislador constituyente, en ejercicio de la 

soberanía que le fuera delegada decidió plasmar en el artículo 

27 constitucional la autorización para extraditar a guatemaltecos 

señalados de graves ilícitos de lesa humanidad o contra e l derecho 
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internacional. En este orden de ideas, para cumplir con el texto 
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d iplomáticas, consulares y de cooperación, a los cuales reconoce 

y debe reciprocidad, como es el caso de España; d) los amparistas 
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como sujetos de derecho internacional se reconoce la calidad de 

"soberanos" a brindarse cooperación en asuntos que trascienden 

las fronteras, dentro del marco del derecho internacional, recono­

cido por la Constitución; e) ordenarse a la autoridad impugnada 

que analice la competencia del funcionario del poder judic ial del 

país requirente, implicaría irrespetar la soberanía de España, ya 

que no sería procedente que un tribunal en el ejercicio de una 
func ión m eramente administrativa, tramitadora de un expediente 

d e extradición, se avoque el cuestionamiento d el fondo de una 

causa que se está tramitando por e l Poder Judicial de otro Estado 

soberano. Ya se ha pronunciado la Corte de Constitucionalidad 

a l respecto, indicando que en la extradición " ... no compete a los 

Tribunales analizar el fondo del asunto y resolver sobre si está o no 

demostrada la comisión del delito, y si el sujeto requerido es culpa-



ble o no; es decir, no se trata de conocer y juzgar a un procesado, 

pues ello corresponderá al juez del país require nte." Expediente 

ciento treinta y siete- noventa y dos ( 137-92) sentencia de d ieci­

siete (17) de junio de mil novecientos noventa y tres ( 1993); f) los 

solicitantes de amparo se acogen indebidamente a que no tienen 

la condición de refugiados o de que hayan buscado asilo en su 

propio país para eludir la persecución del Estado contraparte en e l 
Tratado de Extradición; g) la Ley de Amparo, Exhibición Personal Y 

de Constitucionalidad debe ser interpretada de manera extensiva 

para lograr la protección eficaz de los derechos constitucionales. 

Ante la ausencia de prohibición legal expresa y e l reconocimiento 

de la extradición en el artículo 27, de las relaciones entre Estados 

soberanos recogido en el artículo 149 y de lo preceptuado por e l 
artículo 44, todos ellos de la Constitución Política de la República 
de Guatemala, debe confirmarse la sentencia que en apelación 

impugnan los postulantes, ya que no se les ha causado agravio 

alguno con la emisión del acto reclamado. Solicitó que se declare 

sin lugar los recursos de apelación presentados y se confirme e l fallo 

apelado. D) El Ministerio Público, por medio de la Fiscalía de Casos 

Especiales y Violaciones a los Derechos Humanos y la Fiscalía de 

Asuntos Constitucionales, Amparos y Exhibición Personal manifestó 
su conformidad con lo considerado y resuelto por e l Tribunal a quo 

y agregó que: (i) la autoridad reclamado basó su actuació n e n la 

existencia del Tratado de Extradición. por lo que el acto reclamado 

fue dictado conforme a derecho. y, en consecuencia. la d e nega­

ción del amparo fue procedente; y (ii) los postulantes consintie ron 

el acto reclamado ya que no hicieron uso del recuso de apelación 

que la ley les otorga para impugnar la resolución que según e llos les 
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afecta, incumpliendo con el principio de definitividad que se refiere 
a que previo a acudir a l amparo deben agotarse los recursos de 

conformidad con el principio del debido proceso. Solic itó que se 

declare sin lugar el recurso de apelación y se confirme la sentencia 

venida en grado. 

C oNSIDERANDO 

-1-

Guatemala es un Estado constitucional de Derecho, demo­

c rático y social. Para alcanzar su desarrollo político y el cumplimien­

to de sus fines cuenta con instituciones apropiadas, entre ellas, la 

Corte de Constitucionalidad que tiene como función esencial lo 
defensa del orden constitucional. Los habitantes de lo República 

pueden acudir o su tutelo en protección de los derechos que lo 

Constitución y los leyes les reconocen. 

-11-

Elevados los autos o este Tribunal por el recurso de apelac ión 
interpuesto por los solicitantes de amparo, en los expedientes ya 
identificados, contra la sentencia d ictado por lo Sala que en pri­

mera instancio conoció el caso, se resume lo cuestión jurídica en 

determinar el atributo de competencia de los tribunales del Reino 

de España respecto de los supuestos hechos de carácter delictivo 

sindicados o los amparistas y o otros c iudadanos guatemaltecos de 

origen y residentes en el terri torio de la República de Guatemala. 

sucesos que también se señalan ocurridos en esta circunscripción 
territorial. 



ble o no; es decir, no se trata de conocer y juzgar a un procesado, 
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afecta, incumpliendo con el principio de definitividad que se refiere 
a que previo a acudir a l amparo deben agotarse los recursos de 

conformidad con el principio del debido proceso. Solic itó que se 

declare sin lugar el recurso de apelación y se confirme la sentencia 

venida en grado. 

C oNSIDERANDO 
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Guatemala es un Estado constitucional de Derecho, demo­

c rático y social. Para alcanzar su desarrollo político y el cumplimien­

to de sus fines cuenta con instituciones apropiadas, entre ellas, la 

Corte de Constitucionalidad que tiene como función esencial lo 
defensa del orden constitucional. Los habitantes de lo República 

pueden acudir o su tutelo en protección de los derechos que lo 

Constitución y los leyes les reconocen. 
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Elevados los autos o este Tribunal por el recurso de apelac ión 
interpuesto por los solicitantes de amparo, en los expedientes ya 
identificados, contra la sentencia d ictado por lo Sala que en pri­

mera instancio conoció el caso, se resume lo cuestión jurídica en 

determinar el atributo de competencia de los tribunales del Reino 

de España respecto de los supuestos hechos de carácter delictivo 

sindicados o los amparistas y o otros c iudadanos guatemaltecos de 

origen y residentes en el terri torio de la República de Guatemala. 

sucesos que también se señalan ocurridos en esta circunscripción 
territorial. 



Del resultado de esa determinación d ependería entend er y decidir 

también con relación a la vulneración del derecho o un debid o 

proceso. en la básica especificidad del derecho al juez natura l 

que. por su naturaleza fundamental y por encontrarse prote g id o 

por lo Constitución Política de lo Repúb lica de Guate mala y va rios 

instrumentos internacionales de los Derechos Humanos. concierne 

a esta Corte examinar como elemento c lave de su c o mpete ncia 

en materia de amparo constitucional. 

-111-

El amparo. en expedientes acumulados. interpuesto por codo 

porte. concluyó en lo primero instancia con su denegato ri o. soste­

niendo la Salo apelada en su Considerando 11. que la competencia 

de los tribunales del Reino de España resultaba de: o) el párra fo 

segundo del artículo 27 de lo Constitución Político de lo República 

de Guatemala establece que la extradición se rige por lo dispuesto 

en los tratados internaciona les; b) que existe vigente un Trotado In­

ternacional entre lo República de Guatemala y e l Reino de España; 

e) "en su artículo XI del referido Trotado ( ... ) contemplo el caso en 
el cual el Estado requirente puede solicitar lo orden de p risión al Es­

todo requerido. en los cosos de supuestos delitos cometidos dentro 

del territorio de uno de los dos portes contratantes. de lo cual se 

deduce que la referida orden de detención fue emitida conforme a 

derecho" [ el resaltado es propio del texto original) ; d ) q u e. frente 

al argumento de los omparistos de que no han com e tido ningún 

delito en territorio español y no haberse refugiado ni b uscado asilo 

en Guatemala. por ser habitantes y residentes de su país de origen. 

ellos - afirmo lo Sala- " realizan una interpretación restrictiva 
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del artículo 1 del Tratado de Extradición ( ... ) todo vez que su caso 
si se enmarco en uno de los presupuestos indicados en lo referido 

disposic ión leg al. por razón de que los postulantes están siendo 

perseguidos por la otra parte contratante. sindicados en un órgano 

jurisdiccional español de cometer delitos que tienen el carácter de 

e xtraditables de conformidad con el relacionado Tratado " [énfasis 

propio del texto citado]; e) "que el supuesto establecido en e l artí­

culo 1 del relacionado trotado (. . .) no se refiere con exclusividad a 

los casos de delitos cometidos dentro de la esfera jurisdiccional del 

Estado requirente. yo que. en aplicación a los principios generales 

de e xtraterritorialidad de la ley penal. a los solic itantes se les a tribu­

yen delitos que pueden ser materia de conocimiento por parte de 

un órgano Jurisdiccional de España. al haber sido cometidos contra 

ciudadanos españoles dentro de su respectiva sede diplomática" 

[e l resaltado y subrayado es porte del texto]; f) que lo sede diplo­

mático española en Guatemala puede considerarse. según uno 

cita doctrinaria que hace. como parte de la soberanía territorial de 

dicho Reino. 

-IV-

Enmarcado en el Considerando anterior el sustento jurídico de 
lo Sentencia apelado. se hoce necesario enfocar los alcances 

del Trotado de Extradición suscrito por el Estado de Guatemala y 

e l reino d e España. el siete (7) de noviembre de mil ochocientos 

noventa y cinco ( 1895). ap robado mediante el Decreto legislativo 

número trescientos cincuenta y siete (357) del d iecinueve ( 19) de 

abril de mil ochocientos noventa y siete ( 1897). en lo sucesivo el 

" Trotado de Extradición", con relación al coso concreto planteado 
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del artículo 1 del Tratado de Extradición ( ... ) todo vez que su caso 
si se enmarco en uno de los presupuestos indicados en lo referido 

disposic ión leg al. por razón de que los postulantes están siendo 

perseguidos por la otra parte contratante. sindicados en un órgano 

jurisdiccional español de cometer delitos que tienen el carácter de 

e xtraditables de conformidad con el relacionado Tratado " [énfasis 

propio del texto citado]; e) "que el supuesto establecido en e l artí­

culo 1 del relacionado trotado (. . .) no se refiere con exclusividad a 

los casos de delitos cometidos dentro de la esfera jurisdiccional del 

Estado requirente. yo que. en aplicación a los principios generales 

de e xtraterritorialidad de la ley penal. a los solic itantes se les a tribu­

yen delitos que pueden ser materia de conocimiento por parte de 

un órgano Jurisdiccional de España. al haber sido cometidos contra 

ciudadanos españoles dentro de su respectiva sede diplomática" 

[e l resaltado y subrayado es porte del texto]; f) que lo sede diplo­

mático española en Guatemala puede considerarse. según uno 

cita doctrinaria que hace. como parte de la soberanía territorial de 

dicho Reino. 

-IV-

Enmarcado en el Considerando anterior el sustento jurídico de 
lo Sentencia apelado. se hoce necesario enfocar los alcances 

del Trotado de Extradición suscrito por el Estado de Guatemala y 

e l reino d e España. el siete (7) de noviembre de mil ochocientos 

noventa y cinco ( 1895). ap robado mediante el Decreto legislativo 

número trescientos cincuenta y siete (357) del d iecinueve ( 19) de 

abril de mil ochocientos noventa y siete ( 1897). en lo sucesivo el 

" Trotado de Extradición", con relación al coso concreto planteado 



que origina la solicitud de extradición formulada por lo s autoridades 

del Reino de España de los c iudadanos guatemaltecos impe tran tes 

del amparo. 

En primer término, aunque dicho Tratado tiene uno d uració n q ue 

pasa de una centuria de años. dicho circunstancia de ninguno 

manera puede restarle su vigor obligonte poro los Estados Portes. 

Sin embargo, debe ser objeto de análisis en c uanto los instituc io nes 

vigentes en su época y que, por el principio de lo bueno fe. eran 

lcis que los Estados suscriptores habrían de tener en consideración 

para obligarse, y debe ser confrontado respecto de los garantías 

de carácter fundamental que puedan afectar o los personas tonto 

como las de naturaleza orgánica que preserven los derechos de los 

Estados a su igualdad soberana. 

La petición de extradición se apoya en lo aceptación de lo juris­

dicción española de conocer: 1° Hechos ocurridos en territorio 

guatemalteco sin discriminar lo nac ionalidad de los víctimas. fue­

ren nacionales de Guatemala o del Reino de España; 2° Hechos 

ocurridos en territorio guatemalteco (incluido e l interior de lo sede 

dip lomática españolo) vinculados con lo nacionalidad españolo 
de las víctimas. 

1 °) Respecto del primero, no existe en el aludido Trotado de 

Extradición ninguna referencia explícito que permito e n tender que 

cualquiera de los dos Estados Partes puede tener competencia 

poro conocer hechos delictivos ocurridos en e l territorio soberano 

de la otro porte. 
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Lo lectura integral del Tratado de Extradición permite encontrar 

diversos indicaciones a lo jurisdicción territorial que demuestran que 

los Portes estaban pac tando la entrego de personas que habiendo 

cometido un deli to de los previstos en e l mismo e n el territorio de 

uno hub iese buscado asilo en sus respectivos territorios (Preámbulo, 

segundo párrofo) o refugio en el territorio de la otra (Artículo 1 in 

fine). 

El princ ipio de territo rialidad de la ley penal se encuentra recogido 

además en o tros estipulaciones del Tratado: Artículo 111 inciso 3°, "si 

el crimen se hubiere cometido dentro de su jurisdicción ", Artículo 

VI/ primer párra fo: "el Gobierno req uerido podrá, a su elección. 

entregarlo a l país en cuyo territorio hubiere cometido el crimen o 

delito ( ... ) o al del que el individuo pertenezca" (En este supuesto. 

operaría e l princip io de personalidad o de la nacionalidad). Siem­

pre en el mismo Artíc ulo VIl segundo párrafo in fine , otra referencia 

al principio de territo rialidad: "/o entregará al país en cuyo territorio 

hubiere cometido el delito más grave, o juicio del Gobierno que 

hoyo de entregarlo". En el Artículo X "mandamiento de prisión en 

el país en que hubiere cometido e l crimen" . En el Artículo XX se re­

guló lo posibilidad de perseguir crímenes y delitos cometidos por los 

c iudadanos de uno porte contra las leyes de la otra, no quedando 

especificado que se trate de un supuesto de extrad ición sino de la 

obligación del Estado. en donde el individuo se halle, de juzgarlo 

por su cuenta. En el segundo párrafo. se dispone lo obligación del 

Estado en donde se haya cometido la o fensa (aspecto territorial} 

de fac ilitar los informes y los documentos judiciales relacionados 



que origina la solicitud de extradición formulada por lo s autoridades 

del Reino de España de los c iudadanos guatemaltecos impe tran tes 

del amparo. 

En primer término, aunque dicho Tratado tiene uno d uració n q ue 

pasa de una centuria de años. dicho circunstancia de ninguno 

manera puede restarle su vigor obligonte poro los Estados Portes. 

Sin embargo, debe ser objeto de análisis en c uanto los instituc io nes 

vigentes en su época y que, por el principio de lo bueno fe. eran 

lcis que los Estados suscriptores habrían de tener en consideración 

para obligarse, y debe ser confrontado respecto de los garantías 

de carácter fundamental que puedan afectar o los personas tonto 

como las de naturaleza orgánica que preserven los derechos de los 

Estados a su igualdad soberana. 

La petición de extradición se apoya en lo aceptación de lo juris­

dicción española de conocer: 1° Hechos ocurridos en territorio 

guatemalteco sin discriminar lo nac ionalidad de los víctimas. fue­

ren nacionales de Guatemala o del Reino de España; 2° Hechos 

ocurridos en territorio guatemalteco (incluido e l interior de lo sede 

dip lomática españolo) vinculados con lo nacionalidad españolo 
de las víctimas. 

1 °) Respecto del primero, no existe en el aludido Trotado de 

Extradición ninguna referencia explícito que permito e n tender que 

cualquiera de los dos Estados Partes puede tener competencia 

poro conocer hechos delictivos ocurridos en e l territorio soberano 

de la otro porte. 
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Lo lectura integral del Tratado de Extradición permite encontrar 

diversos indicaciones a lo jurisdicción territorial que demuestran que 

los Portes estaban pac tando la entrego de personas que habiendo 

cometido un deli to de los previstos en e l mismo e n el territorio de 

uno hub iese buscado asilo en sus respectivos territorios (Preámbulo, 

segundo párrofo) o refugio en el territorio de la otra (Artículo 1 in 

fine). 

El princ ipio de territo rialidad de la ley penal se encuentra recogido 

además en o tros estipulaciones del Tratado: Artículo 111 inciso 3°, "si 

el crimen se hubiere cometido dentro de su jurisdicción ", Artículo 

VI/ primer párra fo: "el Gobierno req uerido podrá, a su elección. 

entregarlo a l país en cuyo territorio hubiere cometido el crimen o 

delito ( ... ) o al del que el individuo pertenezca" (En este supuesto. 

operaría e l princip io de personalidad o de la nacionalidad). Siem­

pre en el mismo Artíc ulo VIl segundo párrafo in fine , otra referencia 

al principio de territo rialidad: "/o entregará al país en cuyo territorio 

hubiere cometido el delito más grave, o juicio del Gobierno que 

hoyo de entregarlo". En el Artículo X "mandamiento de prisión en 

el país en que hubiere cometido e l crimen" . En el Artículo XX se re­

guló lo posibilidad de perseguir crímenes y delitos cometidos por los 

c iudadanos de uno porte contra las leyes de la otra, no quedando 

especificado que se trate de un supuesto de extrad ición sino de la 

obligación del Estado. en donde el individuo se halle, de juzgarlo 

por su cuenta. En el segundo párrafo. se dispone lo obligación del 

Estado en donde se haya cometido la o fensa (aspecto territorial} 

de fac ilitar los informes y los documentos judiciales relacionados 



con el cuerpo del delito, lo cual presupone que no hoy coso de que 

un Estado Porte se atribuya competencia paro conocer de hechos 

sucedidos en suelo ajeno y que no vulneren su régimen in terno. 

Disipa el a nterior análisis de diferentes e lementos del Trotado de 

Extradición la suposic ión de que una de las portes puedo exigir 

la entrega de un ciudadano extraño a su soberanía por hechos 

delictuosos ocurridos fuera de su ámbito territorial y que no hayan 
lesionado su sistema p enal. 

La idea de asumir competencia, c ua ndo los hechos hayan ocurrido 

en el territorio del requirente y que ta m poco hayan afectado o sus 

ciudadanos, no derivo del contenido del Trotado de Extradic ión. 

sino del concepto moderno d e Jurisdicción Universal. cuestión de 

la que esta Sentencia se ocupará e n otro capítulo de esto porte 
considerativa. 

2°) E 1 n o que concierne al segundo asp ecto de este aportado. 

relativo a hechos delic tuosos cometidos en el territorio de uno de 

las Partes del Tra tado de Extradición contra ciudadanos de lo otro 

Parte, el mismo Tratado contiene excepciones que debe n d e ser 

tomadas en cuenta para decidir la cuestión. En est o lo lectura na­

tural del Artículo IV obliga a meditar sobre sus alcances, por Jo cua l 
su transcripción competa resulta pertinente. 

"Artículo IV.- Quedo entendido que los estipulaciones del presente 

Trotado no obligan o ninguno de los dos Altos Portes Contra tantes 

o entregar o lo otro sus propios ciudadanos o súbditos, teniendo en 

cuento que, poro este efecto. no serán considerados como guate-
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moltecos o españoles los extranjeros noturolizodos en Guatemala o 
en España, si el delito hubiere sido cometido con anterioridad a /a 

fecho de su naturalización". 

Lo otra posibilidad exceptivo es lo prevista en e l Artículo 111 del Tra­

tado de Extradición, que dispone los casos en que no habrá lugar 

o extradición, entre los que se regula en el inciso 4° "Por delitos 

políticos o por hechos que tengan conexión con ellos". Enseguida 

contiene uno previsión respecto delitos de lesa majestad que no es 

re levante poro este estudio. 

Lo teoría de que los Estados no entregan o sus propios ciudadanos 

o lo justicia extranjero ha sido muy extendido y tiene suficientes ex­

presiones en el Derecho comparado. Al respecto la ley española el 

veintiuno (21) de marzo de mi novecientos ochenta y cinco ( 1985). 

en su artículo 3. dispone: 

"1 . No se concederá lo extradición de españoles, ni de los extranje­

ros por delitos que corresponda conocer a los Tribunales Españo­

les, según el Ordenamiento Nacional. La cua lidad de nacional 

será apreciado por e l tribunal competente para conocer de la 

extradición en e l momento de la decisión sobre la misma, con 

arreglo o los preceptos correspondientes del Ordenamiento 

Jurídico Español, y siempre que no fuere adquirida con el frau­

dulento propósito de hacer imposible la extradición. 

"2. Cuando procedo denegar lo extradición por el motivo previsto 

en el aportado anterior, si el Estado en que se hayan ejecutado 

Jos hechos así se lo pidiere el Gobierno Español doró cuenta de/ 



con el cuerpo del delito, lo cual presupone que no hoy coso de que 

un Estado Porte se atribuya competencia paro conocer de hechos 

sucedidos en suelo ajeno y que no vulneren su régimen in terno. 

Disipa el a nterior análisis de diferentes e lementos del Trotado de 

Extradición la suposic ión de que una de las portes puedo exigir 

la entrega de un ciudadano extraño a su soberanía por hechos 

delictuosos ocurridos fuera de su ámbito territorial y que no hayan 
lesionado su sistema p enal. 

La idea de asumir competencia, c ua ndo los hechos hayan ocurrido 

en el territorio del requirente y que ta m poco hayan afectado o sus 

ciudadanos, no derivo del contenido del Trotado de Extradic ión. 

sino del concepto moderno d e Jurisdicción Universal. cuestión de 

la que esta Sentencia se ocupará e n otro capítulo de esto porte 
considerativa. 

2°) E 1 n o que concierne al segundo asp ecto de este aportado. 

relativo a hechos delic tuosos cometidos en el territorio de uno de 

las Partes del Tra tado de Extradición contra ciudadanos de lo otro 

Parte, el mismo Tratado contiene excepciones que debe n d e ser 

tomadas en cuenta para decidir la cuestión. En est o lo lectura na­

tural del Artículo IV obliga a meditar sobre sus alcances, por Jo cua l 
su transcripción competa resulta pertinente. 

"Artículo IV.- Quedo entendido que los estipulaciones del presente 

Trotado no obligan o ninguno de los dos Altos Portes Contra tantes 

o entregar o lo otro sus propios ciudadanos o súbditos, teniendo en 

cuento que, poro este efecto. no serán considerados como guate-
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moltecos o españoles los extranjeros noturolizodos en Guatemala o 
en España, si el delito hubiere sido cometido con anterioridad a /a 

fecho de su naturalización". 

Lo otra posibilidad exceptivo es lo prevista en e l Artículo 111 del Tra­

tado de Extradición, que dispone los casos en que no habrá lugar 

o extradición, entre los que se regula en el inciso 4° "Por delitos 

políticos o por hechos que tengan conexión con ellos". Enseguida 

contiene uno previsión respecto delitos de lesa majestad que no es 

re levante poro este estudio. 

Lo teoría de que los Estados no entregan o sus propios ciudadanos 

o lo justicia extranjero ha sido muy extendido y tiene suficientes ex­

presiones en el Derecho comparado. Al respecto la ley española el 

veintiuno (21) de marzo de mi novecientos ochenta y cinco ( 1985). 

en su artículo 3. dispone: 

"1 . No se concederá lo extradición de españoles, ni de los extranje­

ros por delitos que corresponda conocer a los Tribunales Españo­

les, según el Ordenamiento Nacional. La cua lidad de nacional 

será apreciado por e l tribunal competente para conocer de la 

extradición en e l momento de la decisión sobre la misma, con 

arreglo o los preceptos correspondientes del Ordenamiento 

Jurídico Español, y siempre que no fuere adquirida con el frau­

dulento propósito de hacer imposible la extradición. 

"2. Cuando procedo denegar lo extradición por el motivo previsto 

en el aportado anterior, si el Estado en que se hayan ejecutado 

Jos hechos así se lo pidiere el Gobierno Español doró cuenta de/ 



hecho que motivó la demanda al Ministerio Fiscal a fin de que 

proceda judicialmente, en su caso, contra e l rec lamado . Si así 

se acordare, solicitará del Estado requeriente que rem ito los 

actuaciones practicadas o copio de los mismos poro continuar 

el procedimiento penal en España. 

3. Cuando el delito se hubiere cometido fuere del te rrito rio del 

país que solicite la extradición, esto podrá ser denegado si lo 

Legislación Española no autorizare lo persecució n d e un d e lito 

del mismo género cometido fuera de España." 

Si bien esta protección legal del Reino de España respecto de sus 

nacionales. e incluso extranjeros. por delitos que correspondo c o­

nocer a los Tribunales españoles según su Ordenamiento. ha sido 

matizada por su Tribunal Constitucional con re lación o hechos su ­

cedidos fuera de su territorio, recordando lo aplicación preferente 

de los tratados internacionales sobre lo Ley d e extrad ición pasivo Y 

condicionando a la ca lificación de dicho Reino respecto d e lo ob­

servancia en el país solicitante de los Derechos Humanos (situac ión 

que calificaría el solicitado juzgando no o personas sino o Es tados) 

y, recalcando aun mas. la existencia de un control supronocionol 

para los nacionales de los países firmantes del Convenio de Romo. 

sometidos voluntariamente a la jurisdic ción d el Tribuna l Europeo de 

Derechos Humanos. [Sentencia Tribunal Constitucional del Re ino 

de España 87/2000, fundamento jurídico 5. citado en lo Sentencio 

181 /2004. fundamento juríd ico 1 O]. 

Lo precitado sentencio 181 /2004. invocando los 87/2000 y 1 O 1 /2000. 

reitero. "que lo Constitución española, o diferencio de o tros textos 
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constitucionales. no prohíbe expresamente la extradición de nacio­

nales" afirmación que revelo q ue tampoco lo permite expresamen­

te. lo que reviste de legitimidad constitucional a la mencionada Ley 

de Extradi c ión Pasivo. Esta cuestió n no ocurriría en el ordenamiento 

superio r guatemalteco que e n su artículo 27. párrafo tercero. en las 

condic iones ahí definidos. sí la permitiría. entendiéndose que se tra­

taría de hechos suced idos en territorio extranjero o aquellos de leso 

humanidad o c ontrarios a l Derecho Internacional sometidos a una 

jurisdicc ión supro nac io no l de la c ual e l mismo país fuere parte. 

Lo c ie rto de este cotejo, es que el Reino de España exige la entrega 

de nocionales de Gua temala en cond iciones que no garantiza nin­

guno recipro c idad (lo e ntrega de españoles por delitos cometidos 

e n el territo rio de España ) tonto por e l mandato de su Ley de Extra­

dic ió n Pasivo como p or las cautelas interpreta tivos de su máximo 

tribunal de jurisdicción constitucionaL entre éstos que no existe un 

órgano contro lar supronocionol al que ambos pertenezcan en 

común. p ues ni Guatemala puede acceder al Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos ni España o lo Corte Interamericano de Dere­

chos Humanos. 

En cuanto o lo natura leza d e los delitos atribuidos o guatemalte­

c os ocurridos en lo sede d iplomática del Reino de España y de 

los sucedidos o c iudadanos españoles (todos casos cubiertos por 

e l calific ativo de "supuestos" o "probables" hasta que no haya 

un pronunciamiento judic ial definitivo) son indudablemente co­

nexos con delitos de tipo político. como los encuadra el Auto de 

veintisiete (27) d e marzo de dos mil (2000) del Jugado Central de 

instrucción número uno ( 1) de la Audiencia Nacional del Reino de 



hecho que motivó la demanda al Ministerio Fiscal a fin de que 

proceda judicialmente, en su caso, contra e l rec lamado . Si así 

se acordare, solicitará del Estado requeriente que rem ito los 

actuaciones practicadas o copio de los mismos poro continuar 

el procedimiento penal en España. 

3. Cuando el delito se hubiere cometido fuere del te rrito rio del 

país que solicite la extradición, esto podrá ser denegado si lo 

Legislación Española no autorizare lo persecució n d e un d e lito 

del mismo género cometido fuera de España." 

Si bien esta protección legal del Reino de España respecto de sus 

nacionales. e incluso extranjeros. por delitos que correspondo c o­

nocer a los Tribunales españoles según su Ordenamiento. ha sido 

matizada por su Tribunal Constitucional con re lación o hechos su ­

cedidos fuera de su territorio, recordando lo aplicación preferente 

de los tratados internacionales sobre lo Ley d e extrad ición pasivo Y 

condicionando a la ca lificación de dicho Reino respecto d e lo ob­

servancia en el país solicitante de los Derechos Humanos (situac ión 

que calificaría el solicitado juzgando no o personas sino o Es tados) 

y, recalcando aun mas. la existencia de un control supronocionol 

para los nacionales de los países firmantes del Convenio de Romo. 

sometidos voluntariamente a la jurisdic ción d el Tribuna l Europeo de 

Derechos Humanos. [Sentencia Tribunal Constitucional del Re ino 

de España 87/2000, fundamento jurídico 5. citado en lo Sentencio 

181 /2004. fundamento juríd ico 1 O]. 

Lo precitado sentencio 181 /2004. invocando los 87/2000 y 1 O 1 /2000. 

reitero. "que lo Constitución española, o diferencio de o tros textos 
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constitucionales. no prohíbe expresamente la extradición de nacio­

nales" afirmación que revelo q ue tampoco lo permite expresamen­

te. lo que reviste de legitimidad constitucional a la mencionada Ley 

de Extradi c ión Pasivo. Esta cuestió n no ocurriría en el ordenamiento 

superio r guatemalteco que e n su artículo 27. párrafo tercero. en las 

condic iones ahí definidos. sí la permitiría. entendiéndose que se tra­

taría de hechos suced idos en territorio extranjero o aquellos de leso 

humanidad o c ontrarios a l Derecho Internacional sometidos a una 

jurisdicc ión supro nac io no l de la c ual e l mismo país fuere parte. 

Lo c ie rto de este cotejo, es que el Reino de España exige la entrega 

de nocionales de Gua temala en cond iciones que no garantiza nin­

guno recipro c idad (lo e ntrega de españoles por delitos cometidos 

e n el territo rio de España ) tonto por e l mandato de su Ley de Extra­

dic ió n Pasivo como p or las cautelas interpreta tivos de su máximo 

tribunal de jurisdicción constitucionaL entre éstos que no existe un 

órgano contro lar supronocionol al que ambos pertenezcan en 

común. p ues ni Guatemala puede acceder al Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos ni España o lo Corte Interamericano de Dere­

chos Humanos. 

En cuanto o lo natura leza d e los delitos atribuidos o guatemalte­

c os ocurridos en lo sede d iplomática del Reino de España y de 

los sucedidos o c iudadanos españoles (todos casos cubiertos por 

e l calific ativo de "supuestos" o "probables" hasta que no haya 

un pronunciamiento judic ial definitivo) son indudablemente co­

nexos con delitos de tipo político. como los encuadra el Auto de 

veintisiete (27) d e marzo de dos mil (2000) del Jugado Central de 

instrucción número uno ( 1) de la Audiencia Nacional del Reino de 



España (Diligencias previos trescientos treinta y uno 1 noventa y 

nueve [331 /99]) que en su aportado Primero, te rcer párrafo. afirma 

textualmente: "Los hechos objeto de la denuncia se c ircunscriben 

cronológicamente al tiempo de 'guerra que azotó durante treinta y 

seis años o Guatemala ' y más concretamente, al período investiga­

do por lo 'Comisión poro el Esclarecimiento Histórico' (CEH), creado 

en el ámbito de los Acuerdos de Paz de Oslo en 1994, período que 

comprende los años 1962 a 1996". 

Es del caso reparar lo afirmación de lo Sala a quo de que lo sede di­

plomática es considerada "territorio" del país ocreditante -ideo que 

sustenta en uno cita interpósita del tratadista Alfred Verdross-. rectifi­

cándole que lo inviolabilidad de los locales de lo misión y de los age n­

tes diplomáticos, reconocido por lo costumbre y por lo Con vención 

de Viena sobre Relaciones Diplomáticos, no implico cesión alguno 

de orden territorial. Poro el caso, suficiente sería citar directamente a l 

autor mencionado. quien al referirse a la extraterrito rialidad derivada 

de lo llamada "franchise de /'hotel" dice: "Tampoco estos edificios 

se consideran fuera del Estado en cuyo territorio se encuentran. No 

son tierra extranjera, sino territorio nacional." (Derecho Internacional 

Público, Aguilar, Madrid, 1957, página 227]. 

Resulta evidente que el Reino de España, por medio de sus órga­

nos judiciales. no tiene competencia poro esgrimir e l Trotado de 

Extradición paro solicitar lo entrego de ciudadanos guatemaltecos 

de origen, residentes en el país, por supuestos delitos cometidos en 

territorio guatemalteco en violación del régimen jurídico penal gua­

temalteco. En cuanto o lo solicitud de extradición poro juzgar en 

jurisdicción españolo o ciudadanos guatemaltecos por supuestos 
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delitos cometidos contra súbditos del Reino de España, no resulta 

viable o lo luz de lo interpretación del Artículo IV del Trotado de 

Extradición y tampoco conforme e l párrafo tercer del Artículo 27 

de la Constitución Político de lo República de Guatemala, tanto 

por lo conexidad de los hechos imputados con delitos políticos, 

como porque lo jurisdicción interno del Reino de España no tiene 

el carácter de un Tribunal Internacional legitimado por el Derecho 

Internacional ni se le ha encomendado por un órgano legítimo 

(Asamblea G e neral y/o Consejo de Seguridad de Nociones Unidos) 

que se atribuyo competencia al respecto. 

En cuanto o lo competencia que su ley interna establece poro co­

nocer de deli tos de leso humanidad (que no estaban tipificados en 

lo época de suscripc ión del Trotado de Extradición) y que configuro 

lo moderno "Jurisdicción Universal" decretada unilateralmente, se 

hará lo consideración del coso en esto sentencio . 

-V-

El amparo solicitado ante lo jurisdicción constitucional guatemal­

teco. y del cual conoce esto Corte por apelación de sentencio, 

tiene origen en lo solicitud del Reino de España paro extraditar a 

los postulantes o efecto de ser juzgados por sus tribunales. La com­

petencia asumida por lo jurisdicción españolo poro conocer de lo 

denuncia se materializó luego de varios incidencias que culminaron 

con la Sentencio 237/2005 de veintiséis (26) de septiembre de dos 

mil cinco (2005) emitido por lo Solo Segunda del Tribunal Constitucio­

nal. que conoció en los amparos 1744-2003, 1755-2003 y 1773-2003 

(acumulados) en los cuales figuran como promoventes Rigoberto 



España (Diligencias previos trescientos treinta y uno 1 noventa y 

nueve [331 /99]) que en su aportado Primero, te rcer párrafo. afirma 

textualmente: "Los hechos objeto de la denuncia se c ircunscriben 

cronológicamente al tiempo de 'guerra que azotó durante treinta y 

seis años o Guatemala ' y más concretamente, al período investiga­

do por lo 'Comisión poro el Esclarecimiento Histórico' (CEH), creado 

en el ámbito de los Acuerdos de Paz de Oslo en 1994, período que 

comprende los años 1962 a 1996". 

Es del caso reparar lo afirmación de lo Sala a quo de que lo sede di­
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delitos cometidos contra súbditos del Reino de España, no resulta 

viable o lo luz de lo interpretación del Artículo IV del Trotado de 

Extradición y tampoco conforme e l párrafo tercer del Artículo 27 

de la Constitución Político de lo República de Guatemala, tanto 

por lo conexidad de los hechos imputados con delitos políticos, 

como porque lo jurisdicción interno del Reino de España no tiene 

el carácter de un Tribunal Internacional legitimado por el Derecho 

Internacional ni se le ha encomendado por un órgano legítimo 

(Asamblea G e neral y/o Consejo de Seguridad de Nociones Unidos) 

que se atribuyo competencia al respecto. 

En cuanto o lo competencia que su ley interna establece poro co­

nocer de deli tos de leso humanidad (que no estaban tipificados en 

lo época de suscripc ión del Trotado de Extradición) y que configuro 

lo moderno "Jurisdicción Universal" decretada unilateralmente, se 

hará lo consideración del coso en esto sentencio . 

-V-

El amparo solicitado ante lo jurisdicción constitucional guatemal­

teco. y del cual conoce esto Corte por apelación de sentencio, 

tiene origen en lo solicitud del Reino de España paro extraditar a 

los postulantes o efecto de ser juzgados por sus tribunales. La com­

petencia asumida por lo jurisdicción españolo poro conocer de lo 

denuncia se materializó luego de varios incidencias que culminaron 

con la Sentencio 237/2005 de veintiséis (26) de septiembre de dos 

mil cinco (2005) emitido por lo Solo Segunda del Tribunal Constitucio­

nal. que conoció en los amparos 1744-2003, 1755-2003 y 1773-2003 

(acumulados) en los cuales figuran como promoventes Rigoberto 



Menchú Tum y otros personas individuales. la Confederación Sindi­

cal de Comisiones Obreras, la Asociación de Derechos Humanos 

de España, la Asociación Libre de Abogados, la Asociación Contra 

lo Torturo , lo Associoció d'Amistot amb el Poble de Guatemala. la 

Asociación Centro de Documentación y Solidaridad con América 

Latino Y África, el Comité Solidaridad Internacionalista de Zaragoza 

Y lo Asociación Argentino Pro-Derechos Humanos de Madrid. 

Dichos amparos impugnaron lo Sentencia del Tribuna l Supremo nú­

mero 327/2003 de veinticinco (25) de febrero de dos mil tres (2003). 

que estimó parcialmente el recurso de casación interpuesto con el 

Auto del Pleno de lo Solo de lo Penal de la Audiencia Nacional de 

trece (13) de diciembre de dos mil (2000). 

Lo importancia trascendental que el caso p lanteo para Guatemala. 
justifico que al dictar sentencio esta Corte analice puntualmente los 

fundamentos de lo resolución del Tribunal Constitucional del Reino 

de España, con el objeto de encontrar identidades o diferencias 

conceptuales que le permitan arribar a su propia decisión sobre lo 

materia . Siendo lo sentenc io del Tribunal Constitucional del Reino 
de España de carácter público, de libre c irculación y de publicidad 
abierto por ese mismo Tribunal, se tiene a lo vista la versión e lectró­
nico poro el meritado estudio. 

La citado Sentencio 237/2005 del Tribunal Constitucional del Reino 

de España contiene un capítulo primero, de Antecedentes. en e l 

cual relata o informa los incidencias procesales del coso. De di­

cho capítulo interesa reproducir que todos los procesos ocurridos 
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tuvieron o rigen en la denuncio contra determinados personas 
individuales de nacionalidad guatemalteca. entre los que se en­

c uen tra n los postulantes del amparo que hoy se conoce, por lo que 

la denunc iante do1"ia Rigoberto Menchú Tum "calificaba como 

posibles delitos de genocidio. torturas. asesinato y detención ilegal, 

presuntamente p erpetrad os en Guatemala entre los años 1978 y 

1986 por uno diversidad de personas que ejercieron en dicho pe­

ríodo fun c iones públic os de carácter civil y militar. Entre los hechos 

relatados e n lo denuncio se incluía el asalto de la Embojado de 

España en Guatemala en 1980. en el que fallecieron 37 personas, 

así como lo muerte de varios sacerdotes españoles y de otras na­

cionalidades y de familiares de lo denunciante". 

Info rma e l c apítulo 1 que el "Ministerio Público interesó el 13 de ene­

ro de 2000 el archivo de las actuaciones al no estimar competente 

a lo Jurisdicción españolo '' y que dicho objeción no fue aceptado 

por el Juez Central número l , quien mediante Auto de veintisiete 

(27) de marzo de dos mil (2000) "desestimó tal pretensión y de­

claró su competencia, tuvo por dirigido el procedimiento contra 

los denunciados. admitiendo los querellas interpuestas, y ordenó 

practicar diversos diligencias ... ". En ese apartado el Tribunal Cons­
titucional resume: "En síntesis, y entre otros argumentos que no son 
relevantes o los efectos del recurso de amparo, el Instructor basaba 

su decisión en que, presentando los hechos 'la luminosa apariencia 

de genocidos', puesto que se trota del exterminio del pueblo maya 

'en su pretextado calidad de favorecedor o encubridor- y aun ori­

ginodor- de lo insurgencia o la revolución ', conforme al apartado 4 

o) en relación con e l 2 e) del ort. 23, y a los arts. 65. 1 y 88, todos de 
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tuvieron o rigen en la denuncio contra determinados personas 
individuales de nacionalidad guatemalteca. entre los que se en­

c uen tra n los postulantes del amparo que hoy se conoce, por lo que 

la denunc iante do1"ia Rigoberto Menchú Tum "calificaba como 

posibles delitos de genocidio. torturas. asesinato y detención ilegal, 

presuntamente p erpetrad os en Guatemala entre los años 1978 y 

1986 por uno diversidad de personas que ejercieron en dicho pe­

ríodo fun c iones públic os de carácter civil y militar. Entre los hechos 

relatados e n lo denuncio se incluía el asalto de la Embojado de 

España en Guatemala en 1980. en el que fallecieron 37 personas, 

así como lo muerte de varios sacerdotes españoles y de otras na­

cionalidades y de familiares de lo denunciante". 

Info rma e l c apítulo 1 que el "Ministerio Público interesó el 13 de ene­

ro de 2000 el archivo de las actuaciones al no estimar competente 

a lo Jurisdicción españolo '' y que dicho objeción no fue aceptado 

por el Juez Central número l , quien mediante Auto de veintisiete 

(27) de marzo de dos mil (2000) "desestimó tal pretensión y de­

claró su competencia, tuvo por dirigido el procedimiento contra 

los denunciados. admitiendo los querellas interpuestas, y ordenó 

practicar diversos diligencias ... ". En ese apartado el Tribunal Cons­
titucional resume: "En síntesis, y entre otros argumentos que no son 
relevantes o los efectos del recurso de amparo, el Instructor basaba 

su decisión en que, presentando los hechos 'la luminosa apariencia 

de genocidos', puesto que se trota del exterminio del pueblo maya 

'en su pretextado calidad de favorecedor o encubridor- y aun ori­

ginodor- de lo insurgencia o la revolución ', conforme al apartado 4 

o) en relación con e l 2 e) del ort. 23, y a los arts. 65. 1 y 88, todos de 



la LOP J, el Juez era competente para conocer de este delito. en 

que quedaban integrados los otros que se denunciaban. " En otro 

pasaje refiere que en el auto en que se declaro su competencia. 

dic ho Juez sostiene que los Estados en que se ejecutan este t ipo de 

hechos no pueden a ducir injerencias en su soberanía . pues los Ma­

gistrados del Estado que asume la competencia represivo hocen 

valer la propia, en función de la preservación de intereses comunes 

de la Humanidad civilizada; no tra tá ndose por tonto de e ludir lo 

jurisdicción territorial de Guatemala , que "no es excluyente , pues 

en ausencia de su ejercicio honrado y eficaz debe ser suplido por 

tribunales que -como los españoles- sustentan la extraterritorialidad 

de su jurisdicc ión en el p rincipio legal -interno e internacional- de 

persecución universal ( ... ) sin olvidar que el art. 6 del Convenio de 

1948 impone la subsid iaridad de la jurisdicc ión españolo respec to 

de la del Estado en que ocurrieron los repetidos hechos" . 

Sigue la secuenc ia descriptiva informando q ue e l Min isterio Público 

interpuesto "recurso de reforma" que fue desestimado por e l Tribunal 

recurrido, por lo que, contra esta resolución desestimotorio. el Fisc a l 

formuló apelación de la que conoció el Pleno de lo Sala de lo Penal 

de la Audienc ia Nacional. Esta Sala otorgó la apela c ión (auto de 
trece de diciembre de dos mil dos) declarando "que no procede el 

ejercicio en este momento de la jurisdicción penal españolo poro lo 

persecución de los referidos hechos. debiendo el instructor arc hivar 

las diligencias previas." 

Prosiguiendo la relación de antecedentes. se describe que frente 

al auto anteriormente mencionado. las partes acusadoras interpu­

sieron recurso de casación que fue resuelto por la Sen tencio del 

~ UNA WJRA:lA CP.IttCA :lE .A RESO. UCIO" OE v\ C ORtE DE C ONStltUCIONAJ:lA:l SOBRE JUS t iCIA IRA NSNACIONA. 

~ (EXPEDIENtE 3380-2007) 

Sewrr;CIA :JE 1 2 :>~ :JIC u.•!P! :>E 2007 ¡,. E. "~OCESO :lE M IPARO :>E SECuN:lA INSt ANCIA PROMOVIDO POR E. -

C•u:lA:l"'· A >. C·E. A "-!A. G uEvMA R O:JQICUEI v OtRO S E>PEDIENtE 3380-20071 

Tribunal Supremo. que examinó y rechazó los motivos del recurso. Es 
contra esta resolución que se interpusieron los amparos que dieron 

origen o la Sentencio del Tribunal Constitucional 237/2005 de vein­

tiséis (26) de septiembre de dos mil cinco (2005). y que es la que 

abrió lo posibilidad para que lo Audiencia Nacional del Reino de 

España planteara lo extradición de ciudadanos guatemaltecos de 

origen por hechos ocurridos en el territorio guatemalteco y, por ello, 

debe ser comentada en sus fundamentos jurídicos. poro determinar 

-al d ecidir sobre el amparo examinado- acerco de su validez poro 

sustraer de lo comp e tencia nocional el conocimiento de los hechos 

denunciados ante la justicia española. y asimismo si los autoridades 

guatemaltecos reclamados en el amparo han actuado conforme 
a Derecho. 

En 11. Fundamentos jurídicos. el numeral 1 ubico los cuestiones 

p lanteados en los amparos relacionados. Así sitúa el "núcleo" de 

lo c on troversia indicando que "se proyecta sobre la interpretación 

restrictivo que. si bien en virtud de los argumentos diversos. ambos 

órganos judiciales efec túan sobre el art. 23.4 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial (LOP J) y el criterio d e competencia jurisdiccio­

nal penal a llí establec ido. re ferido al principio de la denominada 
jurisdicción universal, con la consecuencia de negar, en todo o en 

porte. lo competencia de los Tribunales españoles para la persecu­

ción y enjuiciamien to de los hechos objeto de las denuncias ... " De 

lo resumido. e l Tribunal Constitucional del Reino de España . ubico 

como vulneraciones denunciadas: a) el derecho a lo tutela judicial 

e fectiva, en su vertiente (a') de derecho a obtener uno resolu­

c ión fundado e n Derecho como (a") el derecho de acceso a lo 

jurisdicción; b) haber incurrido lo autoridad reclamado al conocer 



la LOP J, el Juez era competente para conocer de este delito. en 

que quedaban integrados los otros que se denunciaban. " En otro 
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Tribunal Supremo. que examinó y rechazó los motivos del recurso. Es 
contra esta resolución que se interpusieron los amparos que dieron 

origen o la Sentencio del Tribunal Constitucional 237/2005 de vein­

tiséis (26) de septiembre de dos mil cinco (2005). y que es la que 

abrió lo posibilidad para que lo Audiencia Nacional del Reino de 

España planteara lo extradición de ciudadanos guatemaltecos de 

origen por hechos ocurridos en el territorio guatemalteco y, por ello, 

debe ser comentada en sus fundamentos jurídicos. poro determinar 

-al d ecidir sobre el amparo examinado- acerco de su validez poro 

sustraer de lo comp e tencia nocional el conocimiento de los hechos 

denunciados ante la justicia española. y asimismo si los autoridades 

guatemaltecos reclamados en el amparo han actuado conforme 
a Derecho. 

En 11. Fundamentos jurídicos. el numeral 1 ubico los cuestiones 

p lanteados en los amparos relacionados. Así sitúa el "núcleo" de 

lo c on troversia indicando que "se proyecta sobre la interpretación 

restrictivo que. si bien en virtud de los argumentos diversos. ambos 

órganos judiciales efec túan sobre el art. 23.4 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial (LOP J) y el criterio d e competencia jurisdiccio­

nal penal a llí establec ido. re ferido al principio de la denominada 
jurisdicción universal, con la consecuencia de negar, en todo o en 

porte. lo competencia de los Tribunales españoles para la persecu­

ción y enjuiciamien to de los hechos objeto de las denuncias ... " De 

lo resumido. e l Tribunal Constitucional del Reino de España . ubico 

como vulneraciones denunciadas: a) el derecho a lo tutela judicial 

e fectiva, en su vertiente (a') de derecho a obtener uno resolu­

c ión fundado e n Derecho como (a") el derecho de acceso a lo 

jurisdicción; b) haber incurrido lo autoridad reclamado al conocer 



de lo casoc1on en uno reformatio in peius; e) e l derech o a l juez 

predeterminado por la ley; d) derecho a un proceso sin dilaciones 

indebidas; y e) derecho a la igualdad en lo aplicación de lo ley. 

Siempre ubicad os en los Fundamentos Jurídicos, lo Se ntencio del 

Tribunal Constitucional del Reino de España, en numeral 2, indico el 

método de examen de las diversas quejas formulados. comenzando 

con el de aquellas de las que pueda derivarse uno retroacción de 

actuaciones, con e l fin de salvaguardar e l carácter subsid iario del 

proceso de amparo. Por ello, indica que, en concreto, comenzará 

por la alegación relativa a la "vulneración de/ derecho o lo tutelo 

judicial efectiva regulado en e/ art. 24.1 CE [Constitución Españolo] 

en su vertiente de derecho a obtener una resolución fundado en 

Derecho y de derecho de acceso a la jurisdicción". Lo sentencio 

ocupo todo el numeral 2 paro analizar en conjunto, desde el morco 

de la jurisprudencia consolidado de ese mismo Tribunal, e l indicado 

derecho a la tutela judicial efectiva. Así. con más o menos unos 

mil cien palabras. realiza un documentado reposo de los notos 

esenciales que derivan del principio pro actione. Al respecto, por 

tratarse de un marco de doctrina legal universalmente admitido 
por la justicia constitucional y ampliamente conocido y aplicado 

por lo jurisdicción guatemalteca, lo indicado en el numeral 2, no 

tiene discusión. 

En e l numeral 3 del capítulo de Fundame ntos Jurídicos, lo sentenc io 

comentada sintetiza q ue "e/ núc leo de la controversia radico en 

la interpretación, abiertamente restrictiva, que tanto Jo Audiencia 

Nacional como el Tribunal Supremo han efectuado de lo reg lo de 
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atribución de competencia incluida en el art. 23.4 LOP J, con Jo 

consecuenc ia de negar la jurisdicción de los Tribunales españoles 

para el enjuiciamiento de hechos presuntamente calificados como 

genocidio, terrorismo y torturas." 

En su análisis, y por lo que interesa en el examen del caso plantea­

do ante esto Corte, el indicado Tribunal Constitucional del Reino 

de España señala que la Audiencia Nacional se ha inclinado por 

e l principio de subsidiaridad como preferente respecto del de 

complementariedod para determinar lo jurisdicción de lo justicia 

e spañola respecto de ciertos hechos delictuosos extraterritoriales. 

Discurre respecto de la diferente perspectiva que puede haber en 

la materia y asienta "Desde el prisma de acceso a la jurisdicción 

tal reducción teleológico {la de la Audiencia Nacional Y la del Tri­

bunal Supremo españoles] se alejaría del principio hermenéutico 

pro actione y conduciría a una aplicación del Derecho rigorista Y 

desproporcionada contraria al principio consagrado en el art. 24. 1 

CE [Constitución Española]". 

En el numeral 4 de los Fundamentos Jurídicos, el Tribunal Constitu­

cional español cotejo lo tesis contenida en e l auto de lo Audiencia 
Nacional que reconociendo lo existencia de lo jurisdicción territorial 

y lo del tribunal penal internacional. encuentro que debe enten­
derse que e l artículo VI del Convenio sobre e l genocidio "impone" 

la subsidiaridad de actuación d e jurisdicciones distintas a las que 

contempla . El indicado Tribunal Constitucional. aunque admite la 

validez teóric a del principio de Jocus delicti ("por razones de peso, 

tanto procesales como político-criminales") a sume que no habría 



de lo casoc1on en uno reformatio in peius; e) e l derech o a l juez 
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Siempre ubicad os en los Fundamentos Jurídicos, lo Se ntencio del 

Tribunal Constitucional del Reino de España, en numeral 2, indico el 

método de examen de las diversas quejas formulados. comenzando 

con el de aquellas de las que pueda derivarse uno retroacción de 

actuaciones, con e l fin de salvaguardar e l carácter subsid iario del 

proceso de amparo. Por ello, indica que, en concreto, comenzará 

por la alegación relativa a la "vulneración de/ derecho o lo tutelo 

judicial efectiva regulado en e/ art. 24.1 CE [Constitución Españolo] 

en su vertiente de derecho a obtener una resolución fundado en 

Derecho y de derecho de acceso a la jurisdicción". Lo sentencio 

ocupo todo el numeral 2 paro analizar en conjunto, desde el morco 

de la jurisprudencia consolidado de ese mismo Tribunal, e l indicado 

derecho a la tutela judicial efectiva. Así. con más o menos unos 

mil cien palabras. realiza un documentado reposo de los notos 

esenciales que derivan del principio pro actione. Al respecto, por 

tratarse de un marco de doctrina legal universalmente admitido 
por la justicia constitucional y ampliamente conocido y aplicado 

por lo jurisdicción guatemalteca, lo indicado en el numeral 2, no 

tiene discusión. 

En e l numeral 3 del capítulo de Fundame ntos Jurídicos, lo sentenc io 

comentada sintetiza q ue "e/ núc leo de la controversia radico en 

la interpretación, abiertamente restrictiva, que tanto Jo Audiencia 

Nacional como el Tribunal Supremo han efectuado de lo reg lo de 
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atribución de competencia incluida en el art. 23.4 LOP J, con Jo 

consecuenc ia de negar la jurisdicción de los Tribunales españoles 

para el enjuiciamiento de hechos presuntamente calificados como 

genocidio, terrorismo y torturas." 

En su análisis, y por lo que interesa en el examen del caso plantea­

do ante esto Corte, el indicado Tribunal Constitucional del Reino 

de España señala que la Audiencia Nacional se ha inclinado por 

e l principio de subsidiaridad como preferente respecto del de 

complementariedod para determinar lo jurisdicción de lo justicia 

e spañola respecto de ciertos hechos delictuosos extraterritoriales. 

Discurre respecto de la diferente perspectiva que puede haber en 

la materia y asienta "Desde el prisma de acceso a la jurisdicción 

tal reducción teleológico {la de la Audiencia Nacional Y la del Tri­

bunal Supremo españoles] se alejaría del principio hermenéutico 

pro actione y conduciría a una aplicación del Derecho rigorista Y 

desproporcionada contraria al principio consagrado en el art. 24. 1 

CE [Constitución Española]". 

En el numeral 4 de los Fundamentos Jurídicos, el Tribunal Constitu­

cional español cotejo lo tesis contenida en e l auto de lo Audiencia 
Nacional que reconociendo lo existencia de lo jurisdicción territorial 

y lo del tribunal penal internacional. encuentro que debe enten­
derse que e l artículo VI del Convenio sobre e l genocidio "impone" 

la subsidiaridad de actuación d e jurisdicciones distintas a las que 

contempla . El indicado Tribunal Constitucional. aunque admite la 

validez teóric a del principio de Jocus delicti ("por razones de peso, 

tanto procesales como político-criminales") a sume que no habría 



de considerarse que el principio de subsidioridod constituyo uno 

regla opuesta o divergente con el de concurrencia. Reconoce. ··en 

oras de evitar uno eventual duplicidad de procesos y la vulneración 

de lo interdicción del principio ne bis in ídem". que "resulta impres­

cindible lo introducción de alguno reglo de prioridad". otorgándolo 

"o lo jurisdicción del Estado donde el delito fue cometido." 

En su análisis, contenido en el señalado numeral 4. indico los cosos 

de abstención de la jurisdicción subsidiario. que podría ocurrir: a) si 

hubiere iniciado un procedimiento en lo jurisdicción territorial o en 

el Tribuna l internacional; o. b) cuando resultara previsible lo efectiva 

persecución de los delitos. constitutivos de genocidio. en un plazo 

próximo. Respecto de la apreciación de lo Audiencia Nocional de 

que la jurisdicción extraterritorial pueda activarse cuando se apor­

tara. de oficio o por la parte actora. "indicios serios y razonables 

de la inactividad judicial que vinieran a acreditar uno falto . yo de 

voluntad. ya de capacidad para la persecución e fectivo de los 

crímenes", tilda de rigorista esa exigencia probatoria de lo absten­

ción o inac tividad para la persecución. fuero voluntario o por in ca­

pacidad del Estado obligado. Comenta las alegaciones del Fiscal 

sobre que pedir al actor prueba de hechos negativos enfrentaría 
"lo necesidad de acometer una tarea de imposible cumplimiento, 

a efectuar una probatio diabolica" (énfasis propio). Este aspecto lo 

liga con la regla hermenéutica pro actione [que debería favorecer 
a lo porte actora o denunciante]. 

En cuanto lo anteriormente resumido. esta Corte no tiene mayor 

comentario que hacer, incluida la apreciación contenido en lo 

Sentencia de mérito de que la jurisdicción universal que se otribu-
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ye el Reino de España tenga sustento en el artículo 24. 1 de su Ley 

Orgánica del Poder Judicial " y en el Convenio sobre genocidio " . 

Lo primero. porque es cuestión muy digna y respetable de su sobe­

ranía decidirlo; lo segundo. porque el hecho de que un convenio 

internacional no prohíba. tampoco faculta a ejercer una jurisdic­

c ión unilateral que se pretenda obligante respecto de Estados que 

también han sido parte de dicho Convenio y que no han dado su 

consentimiento al respecto. En todo caso. semejante a los criterios 

de ejercicio del poder al in terior de los Estados. de que éstos sólo 

tienen las facultades expresamente conferidas por los titulares de su 

soberanía, en definitiva. por su propio pueblo; en materia interna­

cional es evidente que sólo las tendrían las que expresamente les 

encomienden o le reconozcan los Estados obligados. b ien fuera por 

convenciones bilaterales. multilaterales o universales. El rechazo de 

importantes sectores de opinión internacional a la Ley Helms Burton 

de los Estados Unidos de América puede ilustrar el concepto. 

En el numeral 5 del capítulo 11. Fundamentos Jurídicos. de la Sen­

tencia 237/2005 repetidamente citada. e l Tribunal Constitucional 

entra al análisis de la de casación. impugnada por los amparos del 

caso. Luego de su correspondiente descripción. resume: "De ese 
modo lo conclusión a que llego el Tribunal Supremo sería que. sólo 

cuando viniera expresamente autorizado en el Derecho conven­

cional el recurso o la jurisdicción universal. resultaría ésta legítima 

y aplicable en virtud del art. 96 CE [Constitución Española] como 

del art. 27 del Convenio sobre el Derecho de los tratados, según 

el cual/o acordado en los tratados internacionales no p uede ser 

incumplido por la legislación interna de codo Estado." Califica el 

Tribunal Constitucional lo interpretación de la recurrida de extre-



de considerarse que el principio de subsidioridod constituyo uno 

regla opuesta o divergente con el de concurrencia. Reconoce. ··en 
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de la inactividad judicial que vinieran a acreditar uno falto . yo de 

voluntad. ya de capacidad para la persecución e fectivo de los 

crímenes", tilda de rigorista esa exigencia probatoria de lo absten­

ción o inac tividad para la persecución. fuero voluntario o por in ca­

pacidad del Estado obligado. Comenta las alegaciones del Fiscal 

sobre que pedir al actor prueba de hechos negativos enfrentaría 
"lo necesidad de acometer una tarea de imposible cumplimiento, 

a efectuar una probatio diabolica" (énfasis propio). Este aspecto lo 

liga con la regla hermenéutica pro actione [que debería favorecer 
a lo porte actora o denunciante]. 

En cuanto lo anteriormente resumido. esta Corte no tiene mayor 

comentario que hacer, incluida la apreciación contenido en lo 
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ye el Reino de España tenga sustento en el artículo 24. 1 de su Ley 

Orgánica del Poder Judicial " y en el Convenio sobre genocidio " . 

Lo primero. porque es cuestión muy digna y respetable de su sobe­

ranía decidirlo; lo segundo. porque el hecho de que un convenio 

internacional no prohíba. tampoco faculta a ejercer una jurisdic­

c ión unilateral que se pretenda obligante respecto de Estados que 

también han sido parte de dicho Convenio y que no han dado su 

consentimiento al respecto. En todo caso. semejante a los criterios 

de ejercicio del poder al in terior de los Estados. de que éstos sólo 

tienen las facultades expresamente conferidas por los titulares de su 

soberanía, en definitiva. por su propio pueblo; en materia interna­

cional es evidente que sólo las tendrían las que expresamente les 

encomienden o le reconozcan los Estados obligados. b ien fuera por 

convenciones bilaterales. multilaterales o universales. El rechazo de 

importantes sectores de opinión internacional a la Ley Helms Burton 

de los Estados Unidos de América puede ilustrar el concepto. 

En el numeral 5 del capítulo 11. Fundamentos Jurídicos. de la Sen­

tencia 237/2005 repetidamente citada. e l Tribunal Constitucional 

entra al análisis de la de casación. impugnada por los amparos del 

caso. Luego de su correspondiente descripción. resume: "De ese 
modo lo conclusión a que llego el Tribunal Supremo sería que. sólo 

cuando viniera expresamente autorizado en el Derecho conven­

cional el recurso o la jurisdicción universal. resultaría ésta legítima 

y aplicable en virtud del art. 96 CE [Constitución Española] como 

del art. 27 del Convenio sobre el Derecho de los tratados, según 

el cual/o acordado en los tratados internacionales no p uede ser 

incumplido por la legislación interna de codo Estado." Califica el 

Tribunal Constitucional lo interpretación de la recurrida de extre-



madamente rigorista y entonces asume su propia intelección de 

la materia. Según su percepción. del hecho de que el Convenio 

contra el genocidio guarde silencio respecto de la "jurisdicción 

internacional extraterritorial" no puede inferirse que la prohíba. 

Asegura, desde esta posición, que el Convenio "deja abierta a los 

Estados firmantes la posibilidad de establecer ulteriores mecanismos 

de persecución del genocidio ( ... ) máxime cuando de la finalidad 

que inspira el Convenio sobre genocidio se desprendería antes una 

obligación de intervención que, por el contra rio. una prohibición de 
intervención." 

Con relación al establecimiento del Reino de España de una "juris­

dicción internacional extraterrito rial" esta Corte no puede formular 
objeción alguna, en tanto, ni siquiera por la vía del reproche sería 

válida una intervención en los asuntos propios de lo soberanía po­

lítica española. Es claro que España. como c ua lquier otro Estado. 

puede introducir los órganos que a su conveniencia determine el 

ejercicio de su poder político. De lo que no debe quedar duda es 

de la posibilidad de que otro Estado. también soberano e indepen­

diente, se niegue a someterse a una jurisdicción que no ha sido 
reconoc ida legítimamente por la comunidad internac io nal. fuera 
por convenios o tratados bila terales. regiona les o universa les. Por 
caso, no puede negarse e l valor imperativo que tendría uno juris­
dicción internacional como el Tribunal pena l internacional. la Corte 

Interamericano d e Derechos Humanos o los tribunales penales 

establecidos od hoc por Naciones Unidas. en las condic iones de 

cada uno de dichos órganos de la comunidad internacional. 
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Es ta c uestión se torna de princ ipal importancia en tanto la rela­

cionado sentencia 237/2005 justifica lo intervención de un Estado 

extraterritorial para conocer hechos como los denunciados, de 

haber "indicios serios y razonables de la inactividad que vinieran 

a acreditar una falto. ya de voluntad, ya de capacidad para la 

persecución efectivo de los crímenes". Esto es, que un Estado, de 

manero unilateral puedo hacer juicio sobre otro Estado acerca de 

los elementos de enorme significación de soberanía (e incluso de 

honor) nocional: voluntad para juzgar y castigar crímenes atroces, 

como podría ser. según las c itadas palabras del Juez Instructor 

español. "e/ exterminio del pueblo maya" [parágrafo segundo 

de numeral 2. b. del capítulo l. Antecedentes], o capacidad paro 

hacer funcionar los órganos jurisdiccionales del país. En ambos ca­

sos. implicaría un juicio de valor de un Estado respecto de otro en 

cuanto a su moralidad política o su aptitud paro el ejercicio de sus 

funciones fundamentales. como son las de impartir justicia. De tal 

manero que en ambas situaciones, tanto el llamado rogue stote 

(Estado canalla) o del Estado fallido. le fuero imponible la tutela 

exterior. sin que mediara una determinación del Consejo de Segu­

ridad o de la Asamblea General de las Naciones Unidas. De esto 

habrá de ocuparse esta Sentencia. 

En numeral 6 del capítulo relacionado. el Tribunal Constitucional 
español. en la indicada sentencia 237/2005, realiza su análisis co­

tejando la tesis del Tribunal Supremo, que al conocer de la casa­

ción antes referida. sostuvo que el Convenio sobre genocidio no 

reconoce lo jurisdicción universal y, por ello, su "asunción unilateral 

por el Derecho interno debe, entonces, venir limitado por o tros 



madamente rigorista y entonces asume su propia intelección de 

la materia. Según su percepción. del hecho de que el Convenio 
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Es ta c uestión se torna de princ ipal importancia en tanto la rela­

cionado sentencia 237/2005 justifica lo intervención de un Estado 

extraterritorial para conocer hechos como los denunciados, de 

haber "indicios serios y razonables de la inactividad que vinieran 

a acreditar una falto. ya de voluntad, ya de capacidad para la 

persecución efectivo de los crímenes". Esto es, que un Estado, de 

manero unilateral puedo hacer juicio sobre otro Estado acerca de 

los elementos de enorme significación de soberanía (e incluso de 

honor) nocional: voluntad para juzgar y castigar crímenes atroces, 

como podría ser. según las c itadas palabras del Juez Instructor 

español. "e/ exterminio del pueblo maya" [parágrafo segundo 

de numeral 2. b. del capítulo l. Antecedentes], o capacidad paro 

hacer funcionar los órganos jurisdiccionales del país. En ambos ca­

sos. implicaría un juicio de valor de un Estado respecto de otro en 

cuanto a su moralidad política o su aptitud paro el ejercicio de sus 

funciones fundamentales. como son las de impartir justicia. De tal 

manero que en ambas situaciones, tanto el llamado rogue stote 

(Estado canalla) o del Estado fallido. le fuero imponible la tutela 

exterior. sin que mediara una determinación del Consejo de Segu­

ridad o de la Asamblea General de las Naciones Unidas. De esto 

habrá de ocuparse esta Sentencia. 

En numeral 6 del capítulo relacionado. el Tribunal Constitucional 
español. en la indicada sentencia 237/2005, realiza su análisis co­

tejando la tesis del Tribunal Supremo, que al conocer de la casa­

ción antes referida. sostuvo que el Convenio sobre genocidio no 

reconoce lo jurisdicción universal y, por ello, su "asunción unilateral 

por el Derecho interno debe, entonces, venir limitado por o tros 



princ ipios, en virtud d e lo que viene siendo regla e n la costumbre 

internacional". En su recensión del fo llo de casación. menciono los 

llamados "vínculos de conexión" que la autoridad reclamado en 

los amparos tuvo como posibles para justific ar la jurisdicció n uni­

versal, tales que el presunto autor del delito se halle en su territorio 

español, que las víct imas sean de nacionalidad española. o bien 

que exista otro punto de conexión direc to con intereses nacionales. 

Que la conclusión del recurrido es que "no correspondiéndole a 

codo Estado en particular ocuparse unila teralmen te de estabilizar 

el orden, el ejercicio de la competencia universal sólo será legítimo 

cuando exista el citado punto de conexión ". 

El tribunal de amparo c uestionó d ic ha tesis. indicando no compartir 

la interpretación que se había hecho de algunas sentencias de 
tribunales de terceros Estados (alemán . belga) 0 internacionales 

(La Haya). Afirma el Tribunal Constitucional que "existen multitud 

de precedentes en Derecho internacional que a valarían la postu­

ra contraria o lo seguida p or el Tribunal Supremo en la materia" . 

aunque no los haya enumerado. Igualmente. agrega en apoyo de 

su tesis que valida la jurisdicc ión con alcances universales. o univer­
sal, que el Reino de España asume en su Ley Orgánica del Poder 
Judicia l (artíc ulo 23.4). que "/o ley españolo no es lo único legisla­

ción nocional que incorporo un principio de jurisdicción universal 

sin vinculación o in tereses nacionales". c itando a l respecto otros 

países europ eo-occidenta les. Esta Corte estima que ese debate 

interpretativo suscitado al conocer los amparos. resulta interesante 

e ilustrativo. Sin embargo. en lo que concierne a los nacionales 

de Guatemala. que residen en su territorio y están sometidos por 

el orden juríd ico interno (a rtíc ulo 153 de la Constituc ión Política de 
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la República de Guatemala) . dicha discusión. en la que el Estado 

guatemalteco no fue parte. no puede ni debe a fectarles en tonto 

se produce dentro y exclusivamente en el ámbito de la soberanía 

de otro país. que. por sí mismo. no puede representar una voluntad 

jurídica obligatoria que solamente se le reconoce o las fuentes legí­

timas del Derecho Internacional (artículo 149 ibídem). Al respecto. 

bien vale observar e l principio res ínter alias octoe. 

En num eral 7 de los fundamentos jurídicos de lo sentencia del Tri­

bunal Constitucional del Reino de España que. según se anotó en 

ésta. sirvió de base paro que la Audiencia Nocional de dicho país 

quedara habilitada. en lo interno. para activar la denuncia formula­

do contra varios personas de origen y nacionalidad guatemaltecos 
por hechos sucedidos en Gua temala. que el juez instructor calificó. 

entre otros. como genocidio ("puesto que se troto del exterminio del 

pue blo maya ") [e l énfasis es agregado]. prosigue la confrontación 

inte rpretativa con la sentencio que en casación había resuelto el 

Tribunal Supremo. Sala Segunda. En apoyo de su tesis el tribunal de 

amparo rebate el análisis que la recurrida hizo respecto de "un listo­

do de trotados internac ionales relativos o lo persecución de delitos 

relevantes poro lo comunidad internacional suscritos por España 

con lo finalidad de mostrar que. de uno porte. en ninguno de esos 
trotados se establece de formo expreso lo jurisdicción universal, Y 

que. de o tra. en ellos se establece como formo de colaboración lo 

c lásica fórmula out dedere out iudicore: es decir, los Estados tendrán 

la obligación de juzgar o los responsables de delitos comprendidos 

en los tratados cuando se encuentren en su territorio Y no se accedo 

o la extradición solicitado por algún o tro Estado con competenc ia 

obligatorio según los disposiciones del respectivo trotado." Acto se-



princ ipios, en virtud d e lo que viene siendo regla e n la costumbre 

internacional". En su recensión del fo llo de casación. menciono los 

llamados "vínculos de conexión" que la autoridad reclamado en 

los amparos tuvo como posibles para justific ar la jurisdicció n uni­

versal, tales que el presunto autor del delito se halle en su territorio 

español, que las víct imas sean de nacionalidad española. o bien 

que exista otro punto de conexión direc to con intereses nacionales. 

Que la conclusión del recurrido es que "no correspondiéndole a 

codo Estado en particular ocuparse unila teralmen te de estabilizar 

el orden, el ejercicio de la competencia universal sólo será legítimo 

cuando exista el citado punto de conexión ". 

El tribunal de amparo c uestionó d ic ha tesis. indicando no compartir 

la interpretación que se había hecho de algunas sentencias de 
tribunales de terceros Estados (alemán . belga) 0 internacionales 

(La Haya). Afirma el Tribunal Constitucional que "existen multitud 

de precedentes en Derecho internacional que a valarían la postu­

ra contraria o lo seguida p or el Tribunal Supremo en la materia" . 

aunque no los haya enumerado. Igualmente. agrega en apoyo de 

su tesis que valida la jurisdicc ión con alcances universales. o univer­
sal, que el Reino de España asume en su Ley Orgánica del Poder 
Judicia l (artíc ulo 23.4). que "/o ley españolo no es lo único legisla­

ción nocional que incorporo un principio de jurisdicción universal 

sin vinculación o in tereses nacionales". c itando a l respecto otros 

países europ eo-occidenta les. Esta Corte estima que ese debate 

interpretativo suscitado al conocer los amparos. resulta interesante 

e ilustrativo. Sin embargo. en lo que concierne a los nacionales 

de Guatemala. que residen en su territorio y están sometidos por 

el orden juríd ico interno (a rtíc ulo 153 de la Constituc ión Política de 
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la República de Guatemala) . dicha discusión. en la que el Estado 

guatemalteco no fue parte. no puede ni debe a fectarles en tonto 

se produce dentro y exclusivamente en el ámbito de la soberanía 

de otro país. que. por sí mismo. no puede representar una voluntad 

jurídica obligatoria que solamente se le reconoce o las fuentes legí­

timas del Derecho Internacional (artículo 149 ibídem). Al respecto. 

bien vale observar e l principio res ínter alias octoe. 

En num eral 7 de los fundamentos jurídicos de lo sentencia del Tri­

bunal Constitucional del Reino de España que. según se anotó en 

ésta. sirvió de base paro que la Audiencia Nocional de dicho país 

quedara habilitada. en lo interno. para activar la denuncia formula­

do contra varios personas de origen y nacionalidad guatemaltecos 
por hechos sucedidos en Gua temala. que el juez instructor calificó. 

entre otros. como genocidio ("puesto que se troto del exterminio del 

pue blo maya ") [e l énfasis es agregado]. prosigue la confrontación 

inte rpretativa con la sentencio que en casación había resuelto el 

Tribunal Supremo. Sala Segunda. En apoyo de su tesis el tribunal de 

amparo rebate el análisis que la recurrida hizo respecto de "un listo­

do de trotados internac ionales relativos o lo persecución de delitos 

relevantes poro lo comunidad internacional suscritos por España 

con lo finalidad de mostrar que. de uno porte. en ninguno de esos 
trotados se establece de formo expreso lo jurisdicción universal, Y 

que. de o tra. en ellos se establece como formo de colaboración lo 

c lásica fórmula out dedere out iudicore: es decir, los Estados tendrán 

la obligación de juzgar o los responsables de delitos comprendidos 

en los tratados cuando se encuentren en su territorio Y no se accedo 

o la extradición solicitado por algún o tro Estado con competenc ia 

obligatorio según los disposiciones del respectivo trotado." Acto se-



guido. el Tribuna l Constitucional indicado llega. según su propio es­

tudio. a una convicció n distinta a la del de casación. y de ahí surge 

el reconocimiento de competencia que el Reino de España a sume. 

en tal caso, para conocer de los hechos denunciados ante su juris­

dicción interna. Como se ha comentado en el apartado anterior. 

la discusión interna ocurrida entre los altos tribunales españoles sólo 

es relevante para los mismos. sin que pueda la decisión afectar de 

forma vinculante a un Estado soberano e independiente. que de 

toda la cuestión fue absolutamente ajeno. En particular. porque 

para ningún Estado que pertenezco o la comunidad c ivi lizada de 

naciones puede ser aceptable la fórmula de lo sentencia 237 !2005 
que sustenta. en el orden internacional. lo que ninguno legislación 

tolera en el interno: de que el Estado puede hacer todo lo que no 

le esté expresamente prohibido. comparándose en esto al ejercicio 
de la libertad individual. 

Esta Corte guatemalteca ha sostenido que. en efecto. la persono 

humana puede hacer todo lo que no esté prohibido, a diferencia 

del poder público que sólo puede hacer aquello paro lo que esté 

expresamente facultado. La tesis del Tribunal Constitucional de 

que "ni en e/ Convenio sobre e/ genocidio, como yo se afirmó. ni en 

los Trotados que menciono lo sentencio impugnado, se contemplo 

prohibición alguno del ejercicio de /o jurisdicción universal unilateral 

que pudiera considerarse incumplido por lo dispuesto en lo Ley es­

pañolo.", no puede ser reconocida por esto Corte guatemalteca. 

dado que de ninguna manera se ha demostrado que la llamado 

"jurisdicción universal unilateral" le haya sido encomendada a 

España por la comunidad "universal" para que lo represente con 

los poderes sustantivos de juzgar y ejecutar lo juzgado que cons-
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ti tuye, desde los c lásicos. uno de los atributos indelegables de la 

sociedad jurídica y políticamente organizada. Los únicos tribunales 

con membrete de universalidad serán los constitu idos dentro del 

Derecho Internacional. 

El relacionado apartado 7 se refiere al vínculo de conexión que ha 

señalado la sentencia de casac ión. de e ncontrarse los sindicados 

en te rritorio español para hacer competente su jurisdicción para 

conocer de delitos de genocidio, aunque los hechos hubiesen 

ocurrido fuera de sus fro nteras. El Tribunal constitucional español 

no lo admite como válido y re fu erza de nuevo su a rgumento con 

la invocación del principio pro actione. Este principio generaL que 

reforzó la sentencia 237/2005 con amplitud doctrinaria en su Funda­

mento Jurídico 2. enseña un lado de la medalla, que es el sustento 

teórico decantado a cualquier demanda de tute la judicial; por el 

otro. aunque no sea explícito. reivindica para el Reino, con carác­

ter universa l. el ius puniendi que. a lo interno. caracteriza el poder 

o imperii del Estado respecto de sus propios gobernados o de sus 

súbditos. 

En numeral 8 del c a pítulo de Fundamentos Jurídicos. el Tribunal 

Constitucional español acota otros vínculos de conexión que para 
e l Tribunal Supremo que dictó la casación recurrida e n los a mparos. 

habilitaría la jurisdicción que el Reino se atribuye para conocer sobre 

hechos supuestamente delictuosos ocurridos fuera de su territorio: 

el de personalidad pasiva (nacionalidad española de las víctimas) 

y la concurrencia de otros intereses españoles relevantes. El p rimero 

de dichos órganos de justicia no comparte el criterio del examinado 

y lo rebate con sus pro pios argumentos. los cuales lo conducen a 



guido. el Tribuna l Constitucional indicado llega. según su propio es­

tudio. a una convicció n distinta a la del de casación. y de ahí surge 

el reconocimiento de competencia que el Reino de España a sume. 

en tal caso, para conocer de los hechos denunciados ante su juris­

dicción interna. Como se ha comentado en el apartado anterior. 

la discusión interna ocurrida entre los altos tribunales españoles sólo 

es relevante para los mismos. sin que pueda la decisión afectar de 

forma vinculante a un Estado soberano e independiente. que de 

toda la cuestión fue absolutamente ajeno. En particular. porque 

para ningún Estado que pertenezco o la comunidad c ivi lizada de 

naciones puede ser aceptable la fórmula de lo sentencia 237 !2005 
que sustenta. en el orden internacional. lo que ninguno legislación 

tolera en el interno: de que el Estado puede hacer todo lo que no 

le esté expresamente prohibido. comparándose en esto al ejercicio 
de la libertad individual. 

Esta Corte guatemalteca ha sostenido que. en efecto. la persono 

humana puede hacer todo lo que no esté prohibido, a diferencia 

del poder público que sólo puede hacer aquello paro lo que esté 

expresamente facultado. La tesis del Tribunal Constitucional de 

que "ni en e/ Convenio sobre e/ genocidio, como yo se afirmó. ni en 

los Trotados que menciono lo sentencio impugnado, se contemplo 

prohibición alguno del ejercicio de /o jurisdicción universal unilateral 

que pudiera considerarse incumplido por lo dispuesto en lo Ley es­

pañolo.", no puede ser reconocida por esto Corte guatemalteca. 

dado que de ninguna manera se ha demostrado que la llamado 

"jurisdicción universal unilateral" le haya sido encomendada a 

España por la comunidad "universal" para que lo represente con 

los poderes sustantivos de juzgar y ejecutar lo juzgado que cons-
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ti tuye, desde los c lásicos. uno de los atributos indelegables de la 

sociedad jurídica y políticamente organizada. Los únicos tribunales 

con membrete de universalidad serán los constitu idos dentro del 

Derecho Internacional. 

El relacionado apartado 7 se refiere al vínculo de conexión que ha 

señalado la sentencia de casac ión. de e ncontrarse los sindicados 

en te rritorio español para hacer competente su jurisdicción para 

conocer de delitos de genocidio, aunque los hechos hubiesen 

ocurrido fuera de sus fro nteras. El Tribunal constitucional español 

no lo admite como válido y re fu erza de nuevo su a rgumento con 

la invocación del principio pro actione. Este principio generaL que 

reforzó la sentencia 237/2005 con amplitud doctrinaria en su Funda­

mento Jurídico 2. enseña un lado de la medalla, que es el sustento 

teórico decantado a cualquier demanda de tute la judicial; por el 

otro. aunque no sea explícito. reivindica para el Reino, con carác­

ter universa l. el ius puniendi que. a lo interno. caracteriza el poder 

o imperii del Estado respecto de sus propios gobernados o de sus 

súbditos. 

En numeral 8 del c a pítulo de Fundamentos Jurídicos. el Tribunal 

Constitucional español acota otros vínculos de conexión que para 
e l Tribunal Supremo que dictó la casación recurrida e n los a mparos. 

habilitaría la jurisdicción que el Reino se atribuye para conocer sobre 

hechos supuestamente delictuosos ocurridos fuera de su territorio: 

el de personalidad pasiva (nacionalidad española de las víctimas) 

y la concurrencia de otros intereses españoles relevantes. El p rimero 

de dichos órganos de justicia no comparte el criterio del examinado 

y lo rebate con sus pro pios argumentos. los cuales lo conducen a 



sostener la validez de la jurisdicción universal que conecta direc­

tamente con el derecho de acceso a la tute la judicial efectiva 

consagrado en el artículo 24.1 de la Constitución Española. 

Respetables, como se ha insistido, las orientaciones interpretativas 

del meritado Tribunal Constitucional, sus consideraciones en cuan­

to a su propia soberanía no deben ser cuestionadas por la justicia 

constitucional guatemalteca, frente a la cual aquellas carecen 

de trascendencia jurídica. Aunque no hab ría ninguna razón paro 

desconocer que la "tutela judicial" española, en su ámbito, pudie ra 

ser efectivo, en e l caso concreto, la misma está negándose en uno 

de sus elementos sustanciales: que ésta sea además legal . 

Al respecto, la pregunta a formular es " de quién y de qué depende 

la potestad jurisdiccional", siendo la respuesta que es "conferida 
por el Estado y delegada por éste a los jueces". De suerte que la 

proclamación contenida en el artículo 11 7. 1 de la Constitución 

española: "La justicia emana del pueblo y se administra e n nombre 

del Rey por Jueces y Magistrados ... " no tiene ninguna validez en el 

territo rio soberano guatemalteco p o rque en la mate ria de la que se 

trata, no pueden ser imperativas normas que obligaran a otros Esta­

dos independie ntes a que su jurisdicción legítima se someta a o tra 
decretada unilateralmente sin haberse seguido e l curso, codificado 

o por costumbre universalmente reconocida, del Derecho Interna­

cional. De suerte que, en el caso sub litis, frente a la p retensión de 

va lidez de no rmas de derecho interno de un país son oponibles las 

normas de derecho interno de otro país. En la situación planteada, 

son atinentes, como mínimo, los preceptos consti tucionales conte­

nidos en los artículos que se indican a continuación: 2° (deber del 

UNA MIRA:>A CRITICA oe LA RESO.uCION oe LA CoRre oe C oNsmuctONALI:lAO so3Re JUSTIC IA rRANSNACIONAL 

(ExoEOIENTE 3380-2007) 

Se·ner.CtA "'E 12 )E ::>ICtE·A~•E :JE 2007. EN El 0 ROCESO DE "'"o ARO :>E SEGUNDA INSTANCIA ?;¡OMOV!::>Q POR E. -

LIU)ADANO ANGE. A NoSA. G uEVARA RO::>R<GUEl y OTROS ex•e::>ENTE 3380-20071 

Estado de garantizar a sus habitantes ... la justicia, la seguridad ... ), 6° 

(detención o aprisionamiento ... sólo de orden librada con apego a 

la ley por autoridad judicial competente), 12 (garantía del debido 

proceso en su vertiente de derecho al juez legal o natural de la per­

sona), 140 (Guatemala es un Estado libre, independiente y sobera­

no), 142 inc iso a) (ámbito territorial de soberanía), 149 (Guatemala 

normará sus relaciones con otros Estados, de conformidad con los 

principios, reglas y prácticas internacionales ... ), 152 (ejercicio del 

poder público en representación del pueblo), 153 (imperio de la ley 

que se extiende a todas las personas que se encuentren en e l terri­

torio de la República), 154 (indelegabilidad de la función pública, 

salvo casos señalados por la ley), y 203 (normación de la potestad 

judicial, que corresponde con exclusividad absoluta a la Corte Su­

prema de Justicia y demás tribunales que la ley establezca). 

En el siguiente numeral (9) de Fundamentos Jurídicos de la sentencia 

237/2005, el Tribunal Constitucional rebate lo tesis del que conoció 

lo casació n impugnada, relativo a lo viabilidad de juzgar e l caso 

"cuando lo víctima fuera de nacionalidad española y, además que 

lo conducta viniera motivada por la finalidad de destruir el grupo 

nacional español". También refuta a l "criterio del interés nacional" 

respecto del cual también afirma que "no resulta cabalmente con­
ciliable con el fundamento de lo jurisdicción universal". Refuerza su 

tesis proclamando: "La persecución internacional y transfronterizo 

que pretende imponer el principio de justicia universal se basa 

exclusivamente en los particulares características de los delitos 

sometidos o ello, cuya lesividad (poradigmáticamente en el caso 

del genocidio) trasciende lo de los concretas víctimas y a lcanza a 

lo comunidad internacional en su conjunto." 



sostener la validez de la jurisdicción universal que conecta direc­

tamente con el derecho de acceso a la tute la judicial efectiva 

consagrado en el artículo 24.1 de la Constitución Española. 

Respetables, como se ha insistido, las orientaciones interpretativas 

del meritado Tribunal Constitucional, sus consideraciones en cuan­

to a su propia soberanía no deben ser cuestionadas por la justicia 

constitucional guatemalteca, frente a la cual aquellas carecen 

de trascendencia jurídica. Aunque no hab ría ninguna razón paro 

desconocer que la "tutela judicial" española, en su ámbito, pudie ra 

ser efectivo, en e l caso concreto, la misma está negándose en uno 

de sus elementos sustanciales: que ésta sea además legal . 

Al respecto, la pregunta a formular es " de quién y de qué depende 

la potestad jurisdiccional", siendo la respuesta que es "conferida 
por el Estado y delegada por éste a los jueces". De suerte que la 

proclamación contenida en el artículo 11 7. 1 de la Constitución 

española: "La justicia emana del pueblo y se administra e n nombre 

del Rey por Jueces y Magistrados ... " no tiene ninguna validez en el 

territo rio soberano guatemalteco p o rque en la mate ria de la que se 

trata, no pueden ser imperativas normas que obligaran a otros Esta­

dos independie ntes a que su jurisdicción legítima se someta a o tra 
decretada unilateralmente sin haberse seguido e l curso, codificado 

o por costumbre universalmente reconocida, del Derecho Interna­

cional. De suerte que, en el caso sub litis, frente a la p retensión de 

va lidez de no rmas de derecho interno de un país son oponibles las 

normas de derecho interno de otro país. En la situación planteada, 

son atinentes, como mínimo, los preceptos consti tucionales conte­

nidos en los artículos que se indican a continuación: 2° (deber del 
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Estado de garantizar a sus habitantes ... la justicia, la seguridad ... ), 6° 

(detención o aprisionamiento ... sólo de orden librada con apego a 

la ley por autoridad judicial competente), 12 (garantía del debido 

proceso en su vertiente de derecho al juez legal o natural de la per­

sona), 140 (Guatemala es un Estado libre, independiente y sobera­

no), 142 inc iso a) (ámbito territorial de soberanía), 149 (Guatemala 

normará sus relaciones con otros Estados, de conformidad con los 

principios, reglas y prácticas internacionales ... ), 152 (ejercicio del 

poder público en representación del pueblo), 153 (imperio de la ley 

que se extiende a todas las personas que se encuentren en e l terri­

torio de la República), 154 (indelegabilidad de la función pública, 

salvo casos señalados por la ley), y 203 (normación de la potestad 

judicial, que corresponde con exclusividad absoluta a la Corte Su­

prema de Justicia y demás tribunales que la ley establezca). 

En el siguiente numeral (9) de Fundamentos Jurídicos de la sentencia 

237/2005, el Tribunal Constitucional rebate lo tesis del que conoció 

lo casació n impugnada, relativo a lo viabilidad de juzgar e l caso 

"cuando lo víctima fuera de nacionalidad española y, además que 

lo conducta viniera motivada por la finalidad de destruir el grupo 

nacional español". También refuta a l "criterio del interés nacional" 

respecto del cual también afirma que "no resulta cabalmente con­
ciliable con el fundamento de lo jurisdicción universal". Refuerza su 

tesis proclamando: "La persecución internacional y transfronterizo 

que pretende imponer el principio de justicia universal se basa 

exclusivamente en los particulares características de los delitos 

sometidos o ello, cuya lesividad (poradigmáticamente en el caso 

del genocidio) trasciende lo de los concretas víctimas y a lcanza a 

lo comunidad internacional en su conjunto." 



Los distintos enfoques que sobre la materia hayan suste ntado los 

altos tribunales españoles constituyen pronunciamientos resp e­

tables dentro del ámbito de su propia soberanía y de sus propios 

intereses. Por ello , a la Corte guatemalteca que resuelve n o c on­

cierne propiamente tomar partido por uno o por otro criterio, pues, 

como se ha d icho, conforme a l Derecho Inte rnac io nal los leyes y 

las sentenc ias del Reino español no tiene m ás ámbito que e l que lo 

p ropia comunidad de nacio nes puede reconocerles, dentro d e los 

más estrictas previsiones del orden internacionaL sustentado en sus 

~~:~entos fundamentales: e l respeto, la no inje re ncia, lo igualdad 

JUnd1ca Y la solución pacífica de controversias. 

Desde luego, si en algo puede haber uno mínimo coinc idencia 

poro compartir, se encuentra en la discrepancia respecto d e lo 

po_sibilidod de sugerir como fundamento a lo llamado jurisdic c ión 

U~lversol (asumido de manera unilateral) e l "criterio d e interés no-
Cional", con el ríes 1 . go que o mueva e l deseo de pode r mundial o 
el de gloria nacional (L ·d , , , a 1 ea esta tomado d e John Rowls, Teono 
de la Justicia FCE Me' · 1995 , . . . , · , x1co, , pag1na 345), s1endo cuest1on que 
~uede volverse muy sensib le cuando la asum e un Estado que tiene 

Importantes inte reses sobre industrias estratégic o s del o tro. Estos 
c irc unstancias comb·land 1 • · ' o o que haya que comb1o r, m o t1 voron 
el reproche tambie' n un· 1 d · · · 1verso o ec1s1ones unilate ra les (v.g . los 
le yes Helms-Burto n y Torr··lcell.l) que 1· b , · · · amp 1a an e l amb1to te rntono l 
d e jurisdicción de un Estado. Sin embargo, no debe haber dudo 
respecto de q e 1 · · d. · , · u a Juns 1Cc 1o n q ue el Re1no de España se atribuye 

está encaminada al fin de la justic ia; com o tampoco podrá que­

dar reparo alguno que a la jurisdicción guatem a lteco tambié n lo 
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inspire el m ism o propósito. La cuestión que ha venido d iscutiéndose 

radico esencia lm ente sobre el principio de legalidad, que si tiene 

fuertes a tad uras gorantistos en el Derecho interno, más rigurosos 

Y exigentes deben serlo en lo internacionaL puesto que siendo el 

poder necesario y ventajoso para todos, ha de ser delegado con 

respeto o lo igualdad en donde cada personas esté legítimamente 

representada. Guatemala no ha acreditado representación para 

e ncomendarle o o tro país lo potestad judiciaL pues ese tipo de 

atrib uc ión jurisd iccional la ha reconocido expresamente a los órga­

nos internacionales de justic ia, de cuyos instrumentos constitutivos 

se ha hecho parte (o su adhesión está en trámite de aprobac ión 

congresal) , y a los c reados p or lo Organización de Naciones Unidas, 

a lo que pertenece d esde su fundación. 

Finalmente, el numera l 1 O del capítulo Fundamentos Jurídicos de 

la comentada sente ncia 237/2005 del Tribunal Constitucional del 

Reino de España, concluye sosteniendo que "tanto el Auto de la 

Audiencia Nacional de 13 de diciembre de 2000 como la Sentencia 

del Tribunal Supremo de 25 de febrero de 2003 han vulnerado el de­

recho a la tu tela judic ial efectiva (art. 24.1 CE} de los demandantes 
en su vertiente de acceso a la jurisdicción, por Jo que procede otor­
gar el amparo y, en consecuenc ia, anular las citadas resoluciones y 

re trotraer las actuaciones al m omento inmediatamente anterior al 

de dictarse e l Auto d e la Audiencia Nacional anulado ... " 

En su p a rte resolutiva, e l Tribunal decidió: "Otorgar el amparo solici­

tado por doña Rigoberta Menchú Tum y o tros, por la Asociación de 

Derechos Humanos de España y por la Asociación Libre de Aboga-
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dos Y otros,y en consecuencia: 1°. Declarar que ha sido v ulnerado 

el derecho o lo tutelo judicial e fectivo, en su vertiente de a cceso 

o lo jurisdicción (ort. 24. 1 CE), de los recurrentes. 2°. Restablecer o 
éstos en lo integridad de su derecho y, o tal fin, anular el Auto del 

Pleno de lo Audiencia Nocional de 13 de diciembre de 2000 y lo 

Sentencio del Tribunal Supremo del 25 de febrero de 2003 retrotra­

yendo los actuaciones al momento inmediatamente anterior al 

pronunciamiento del Auto de lo Audienc ia Nocional o fin de que 

dicte nuevo resolución respetuoso con el derecho fundamental 
vulnerado." 

Tal como se señaló anteriormente, esto Corte de Constitucionali­

dad se ha visto en la necesidad de info rmarse de los fun damentos 

jurídicos que tienen supremacía en el orden constituc ional espa­

ño l, por la naturaleza del órgano que los sustentó, y que fu e ron los 

que dieron curso a la atribución de competencia de los tribunales 

o~dinarios del Reino de España poro som eter a su jurisdicción o 

Ciudadanos guatemaltecos de o rigen y actualmente residentes e n 

el territorio de esta República, por hechos (tenidos como supuesto­

mente delictivos por esos tribunales) ocurridos en Guatemala. Esto 

Corte, aunque respeta la soberanía de los tribunales españo les 

poro tomar sus decisiones, estima que se opone 0 su pretensió n 
de exte nder competencia de su jurisdicción inte rno al ámbito te­

rrito rial de esta nación independiente, tanto por lo yo considerado 

como por las valorac iones y razonamientos que continúan en e sto 

resolución, que proceden del igualmente máximo intérprete de la 

Constitución Político de lo República de Guatemala. 
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-VI-

El enfoque que la Corte de Constitucionalidad sustenta con relación 

a la exigencia del país requirente de extradición a que se refieren 

los Antecedentes. aparte de tener base en los razonamientos de or­

den jurídico expresados en los párrafos anteriores, debe ampliarse 

con apreciaciones vinculadas a sucesos ocurridos en Guatemala 

Y Centro América, que constituyeron un a mplio y prolongado con­

fiic to armado (desatado por factores endógenos y exógenos) que 

finalizó con a ctos de trascendencia jurídica nacional e internacio­

nal. Importa ubicarlos para determinar el escenario de los hechos 

objeto de denuncia ante la jurisdicción española a q ue se refiere el 

caso que aquí se examina. 

En este estudio de elementos factuales que tienen naturaleza 

p olítico e histórico, el Tribunal ha de cuidar de sustentar sus apre­

ciaciones desde el enfoque estricta m ente jurídico, sin permitir que 

e lementos e motivos influyan en el análisis. 

El sie te (7) de agosto de mil novecientos ochenta y siete ( 1987), en lo 

ciudad de Guatemala, fue fi rm ado el Acuerdo de Esquipulas 11 por 

los Presidentes de los Repúblicas de Guatemala, El Salvador, Hon­

duras, Nicaragua y Costa Rica. Sin duda q ue para la comprensión 

d e los fenómenos políticos ocurridos en la región centroamericana. 

lo lectura de éste y otros documentos semejantes es obligada en 

su integridad. En esta Sentencia, por sus delimitaciones técnicas, 

bastará reproducir a lgunos de los elementos esenciales del indico­

do Acuerdo, enmarcado como "Proced imiento poro establecer lo 

paz firme y duradero en Centroomérico" . 
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En primer término, se enuncian los propósitos de lo voluntad polític o 

manifestado por dichos gobernantes, entre los cuales destocan: 

"Asumir p lenamente el reto histórico de forjar un destino de paz 

poro Centroomérico"/ " .. .. luchar por lo paz y e rradicar lo guerra·· 1 
"Hacer prevalecer el d iálogo sobre lo v io le ncia y lo rozón sobre los 

rencores." [pedir] " respeto y a yudo o lo comunidad internac io nal 

poro [nuestros] esfuerzos". En seguido determino un procedimiento 

poro establecer lo paz firme y duradero en Centroomérico. con­

tenido e n varios aspectos y etapas que se cubrieron e n un plazo 

relativamente corto , comparado con experiencias en otros latitu­

des del mundo y con la intensidad q ue e l con flicto armado había 

alcanzado en la época. Durante diez años se produjeron efectos 

de cumplimiento en cuanto al cese del fuego en tres países. inclu­

yendo en estos a Guatemala, que llegó o firmar los acuerdos de 

paz de veintinueve (29) de diciembre de mil novecientos noventa 
y seis (1996). 

El Acuerdo d e Esquipulas 11 fue acompañado por lo comunidad in­

ternacional, que lo reco noció como instrumento v iable poro lograr 

los propósitos de paz y justicia en lo regió n, y por e llo el diálogo 

abierto en Guatemala tuvo el aval de importantes animadores 

como el G rupo de Apoyo y la moderación de lo Organización de 
Nociones Unidas. 

Dando seguimiento a l Acuerdo de Esquipulas 11 e l Organismo Eje ­

cutivo emitió e l Acuerdo Gubernativo sin núme ro de o nce ( 11) de 

septiembre de mil novecientos ochenta y siete ( 1987) de creación 

de la Comisión Nacional de Reconciliación. Por Acuerdo Guberno-

UNA MIRA:>A CRITICA DE LA RESOLUCIÓN DE LA CoRrE DE C oNsnrucrONALIDAD SOBRE JusnCrA TRANSNACIONAL 

(Ex•EDIEN!f 3380·2007) 

SEr .!H;C•A :>E 12 :>E :>rCIEM!!RE :J[ 2007. EN E, PROCESO DE AMPARO DE SEGUN:>A INSTANCIA PROMOVIDO POR El -

cru:JADANO ANGEL ANrSA. G uEVARA RooRiGUE1 v OTROS EXPEDIENTE 3380·20071 

tivo 258-92 de veintiocho (28) de abril de mil novecientos noventa y 

dos ( 1992) quedó establecida la Comisión de la Paz. 

Estas observaciones adelantan que el proceso de paz en Guate­

mala, tonto en su elaboración como en sus resultados, no sólo fue 

un acontecimiento con trascendencia juríd ica dentro del país, sino 

que. además. implicó, por el principio de cumplimiento de buena 

fe de las obligaciones internacionales. un proceso abierto a la ob­

servación de la comunidad internacional q ue reconoció su validez. 

Los acuerdos de paz. entonces. han sido vinculantes a l interior del 

país y. en la medida en que hayan sido apegados a sus objetivos, 

merecen el respeto de los demás Estados. 

Cons tituye un hecho evidente que la suscripción del Acuerdo 

Centroamericano de Esquipulas 11, brevemente reseñado en el 

apartado anterior. tuvo su causo en la situación de enfrentamien­

to armado operado en el interior de varios países y la amenaza 

cierta de que se extendiera a cl1oques de un Estado contra otro. 

Se ha d icho que la crisis política armada en la región operó por 

circunsta ncias intrínsecas en las cuales la discrepancia respecto 

de los m odelos políticos para lograr metas de desarrollo social Y 

económico, implicaba detentar o alcanzar el poder del Estado. 
aun fuera reteniéndolo o a lcanzándolo p or la fuerza de los armas. 

Además, por factores exógenos que reveló la injerencia de países 

ajenos en apoyo (político. mili tar. o d iplomático ) de uno o de otro 

de los sectores en pugna. Reconocer el hecho no implica emitir 

respecto de ellos ningún juicio de valor, en tanto que sólo se reg istra 

una realidad que condujo a enfrentamientos q ue llegaron a los 
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extremos de un conflicto armado e ntre ciudadanos de una misma 

nacionalidad, inclusive de las mismas etnias o pueblos indíge nas. 

De a hí que a nte esta tragedia. frecuentemente se ha formulado e l 

dilema de la racionalidad de la guerra o la necesidad de alcanzar 

la p az. Ocioso resultaría la enumeración de instrum e n tos y declara­

ciones internacionales y de la irreversib le costumbre universal que 
privilegian la solución pacífica. 

Este enfrentamiento. definible, citand o a Rodrigo Borja. como "ac­

c ión violenta d estinada a forzar al a dversario o enemigo a someter­

se a una voluntad ajena a la suya" (Enciclopedia de lo Político. FCE. 

México). se mantuvo durante más d e tres déca das e n G uatemala. 

con su resultado de muerte y lesión a la integridad física y moral 

de miles de p ersonas. destrucció n de b ie nes p úblicos y p rivados y 

grave afectación a la solidaridad nacional. Indudablemente que 

ese escenario no podía ser tolerable para dirigentes políticos y es­

tadistas ta nto d e l país como de la com unidad inte rnacional. D e ahí 

que. frente a la intensidad del conflicto. solamente podía surgir la 

siguiente a lternativa q ue terminara con e l enfrenta m ien to a rmado: 

a) lo desaparición de uno de los sectores combatie n tes. extin guido 

por la debellatio (capitulación o rendición incond icional) . como e l 

caso de a lgunas guerras civiles. v.g. la española. en la que uno de 
los g rupos beligerantes prevaleció en forma total hasta doblegar 

de manera ro tunda a l enemigo, respecto del cual, e n e l último 

parte de guerra. de uno de abril de m il novecientos treinta y nueve 

(1 939). se consideró "cautivo y d esarmado"; b) la suscrip ción de un 

acuerdo de paz precedido por una e tapa de negociación. Es un 

hecho notorio. ampliamente conocido. q ue e l conflicto armado e n 

Centro América terminó por haberse seguido la opció n negocio-
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dora que para Guatemala culminó con el Acuerdo de Paz Firme 

Y Duradera de veintinueve (29) de diciembre de mil novecientos 
noventa y seis ( 1996). 

La racionalidad de negociar la paz parece que no tendría ninguna 

objeción. en tanto que constituye una op ción civilizada y huma­

nitaria. Lo difícil resulta comp render las cond ic iones y los factores 

que. en su tiempo y sus circunstancias. hayan condicionado los 

resultados logrados. Puede ser q ue. por la equidad q ue debe ca­

racterizar este tipo de acuerdos. conciliaciones y transacciones. en 

que es frecuente que las partes se hagan concesiones recíprocas. 

no haya una plenitud va lora tiva q ue produzco satisfacción absolu­

ta de todos los espectadores de los términos de una negociación. 

Los juristas tienen entre los métodos imperativos de una institución 

la posibilidad de acudir a su historia fidedigna. de donde resulta 

q ue para determina r conceptos extraídos de un proceso de ne­

gociació n deben tra ta r de ubicarse en el contexto de su tiempo 

Y de las valoraciones y circunstancias que la originaro n. En el caso 

guatemalteco es posible que la jurisdicción nacional sea lo más 

apta para conocer y te ner a su a lcance lo mejor información de 
los factores que decidieron a los combatientes a pagar e l precio de 

la paz frente a la incertid umbre de continuar e l desgarre huma no 
Y moral de una guerra destructiva, y, como lo advirtió el Acta de 

Contadora. con posib ilidad de extender lo conflagración a varios 
países del istmo. 

Importa destacar q ue e l Ac uerdo de Esquipulas 11 no se redujo a l 

objetivo de a lcanzar la paz (el sile nc io de las armas) sino agregó 



extremos de un conflicto armado e ntre ciudadanos de una misma 
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como idea de idéntico rango, e l de la "reconciliación". Este objetivo 

era e l que podía obtenerse por la concertación mutua de la paz, 

pero nunca por la debellotio que, como lo e xplica la historia de 

acontecimientos semejantes, es consecutiva de odio, vengan za. y 

humillación del vencido en la contienda. 

Tuvo tanto importancia, y quizás vehemencia , el objetivo de con­

cluir una guerra cruel y destructivo, que las Partes acordaron que 

el documento de Memoria Histórica sólo tuviera una autoridad 

reveladora pero no de instrumento judicial. Esto circunstancia coin ­

cide con el enfoque de Keneth Roth, director ejecutivo de " Human 

Rights Watch" sobre materia social y política similar, en su ensayo 

"El debate de la jurisdicción universal" , en que expuso: "Monde/o 

acordó conceder a los transgresores inmunidad ante un proceso 

si daban testimonio detallado sobre sus c rímenes. En un ejercicio 

apropiado de la discrecionolidod por lo porte acusadora, ningún 

fiscal ha puesto en tela de juicio este arreglo, y probablemente 

ningún gobierno toleraría un desafío semejante." {Foreign offairs, 
Volúmen 80, número 5] 

Precedidas por e l morco de preocupac1on internacional por la 

intensidad Y gravedad del conflicto armado en varios países cen­

troamericanos, y por los riesgos de su expansió n, y, desde luego, de 

las motivaciones de las propias poblaciones de los afectados p o r 

el conflicto armado, iniciaron las negociaciones para alcanzar los 

objetivos previstos en el Acuerdo de Esquipulas 11. El intérprete de la 

dimensión jurídica del proceso habrá de atenerse, no a esquemas 

muy ulteriores, sino a las circunstancias geopolít icas q ue conduje­

ron o la suscripción final del Acuerdo de Paz Firme y Duradera en 
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la c iudad de Guatemala, el veintinueve (29) de diciembre de mil 

novecientos noventa y seis ( 1996). 

En este Acuerdo fue explícita lo voluntad de poner fin "o más de 

tres décadas de enfrentamiento armado en Guatemala y [de con­

c luir] uno dolorosa etapa de nuestro historia". Asimismo, también 

fue expresa lo decisió n de alcanzar la conciliación como objetivo 

común . El instrumento fue acompañado por el cronograma poro 

la implem entación, cumplimiento y verificación de los acuerdos de 

paz. A l Acuerdo final quedaron integrados todos los Acuerdos sus­

c ritos c on base en el Acuerdo Marco sobre Democratización paro 

la Búsqueda de la Paz por Medios Políticos, suscrito en la Ciudad de 

Querétoro, México, e l veinticinco (25) de julio de mil novecientos 

noventa y uno ( 1991 ), y a partir del Acuerdo Marco poro la Reanu­

dación del Proceso de Negociación entre el Gobierno de Guate­

mala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca, suscrito 

en la Ciudad de México el diez (lO) de enero de mil novecientos 

noventa y cuatro ( 1994), siendo estos: 

(i) El Acuerdo Global sobre Derechos Humanos suscrito en lo 

Ciudad de México el veintinueve de marzo de mil novecientos 
noventa y cuatro; 

(ii) El Acuerdo para el Reasentomiento de las Poblaciones Des­

arraigadas por el Enfrentamiento Armado, suscrito en Oslo el 

diecisiete de junio de mil novecientos noventa y cuatro; 

(iii) El Acuerdo sobre e l Establecimiento de la Comisión parta el 

Esclarecimiento Histórico de las Violaciones a los Derechos Hu-
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la c iudad de Guatemala, el veintinueve (29) de diciembre de mil 

novecientos noventa y seis ( 1996). 

En este Acuerdo fue explícita lo voluntad de poner fin "o más de 

tres décadas de enfrentamiento armado en Guatemala y [de con­

c luir] uno dolorosa etapa de nuestro historia". Asimismo, también 

fue expresa lo decisió n de alcanzar la conciliación como objetivo 

común . El instrumento fue acompañado por el cronograma poro 

la implem entación, cumplimiento y verificación de los acuerdos de 

paz. A l Acuerdo final quedaron integrados todos los Acuerdos sus­

c ritos c on base en el Acuerdo Marco sobre Democratización paro 

la Búsqueda de la Paz por Medios Políticos, suscrito en la Ciudad de 

Querétoro, México, e l veinticinco (25) de julio de mil novecientos 

noventa y uno ( 1991 ), y a partir del Acuerdo Marco poro la Reanu­

dación del Proceso de Negociación entre el Gobierno de Guate­

mala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca, suscrito 

en la Ciudad de México el diez (lO) de enero de mil novecientos 

noventa y cuatro ( 1994), siendo estos: 

(i) El Acuerdo Global sobre Derechos Humanos suscrito en lo 

Ciudad de México el veintinueve de marzo de mil novecientos 
noventa y cuatro; 

(ii) El Acuerdo para el Reasentomiento de las Poblaciones Des­

arraigadas por el Enfrentamiento Armado, suscrito en Oslo el 

diecisiete de junio de mil novecientos noventa y cuatro; 

(iii) El Acuerdo sobre e l Establecimiento de la Comisión parta el 

Esclarecimiento Histórico de las Violaciones a los Derechos Hu-



manos y los Hechos de Violencia que Han Causado Sufrimientos 

a la Población Guatemalteca, suscrito en Oslo el veintitrés de 

junio de mil novecientos noventa y cuatro; 

(iv) El Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas. 

suscrito en la Ciudad de México el treinta y uno de marzo de mil 

novecientos noventa y cinco; 

(v) El Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación Agra­

ria. suscrito en la C iudad de México e l seis de mayo de mil nove­

cientos noventa y seis; 

(vi) El Acuerdo sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y la Función 

del Ejército en una Sociedad Democrática. suscrito en la Ciu­

dad de México e l diecinueve de septiembre de mil novecientos 
noventa y seis; 

(vii) El Acuerdo sobre e l Definitivo Cese al Fuego, suscrito en Oslo el 

cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y seis; 

(viii) El Acuerdo sobre Reformas Constitucionales y e l Régimen Elec­

toral. suscrito en Estocolmo el siete de diciembre de mil n ove­
cientos noventa y seis; 

(ix) El Acuerdo sobre Bases para la Incorporación de URNG o la 

Legalidad. suscrito en Madrid el doce de diciembre de mil no­
vecientos noventa y seis. 

El listado de acuerdos firmados consecutivamente paro avanzar 

en e l proceso negociador de la paz "firme y duradero" permite 
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al juzgador contar con elementos de juicio respecto de las con­

diciones y circunstancias que permitieron el silencio de las armas. 

coadyuvaron a evitar una conflagración en el área centroameri­

cana, e iniciaron un proceso de reconciliación. justificado tonto en 

su alcance moral. como fundamento en la solidaridad del pueblo , 

como por su valor material en cuanto necesario poro resolver las 

graves carencias económico sociales derivadas de la anterior con­

dición colonial y neocolonial del país. 

Asimismo. para establecer que durante todo e l proceso hubo un 

acompañamiento de la comunidad internacional. tanto por el 

marco convencional delimitado por los Acuerdos de Esquipulas 

1 y 11 y e l Acta de Contadora para la Paz y la Cooperación en 

Centroamérica. como por la presencio de la Organización de los 

Naciones Unidas. por medio de un Representante del Secretorio 

General y que luego tuvo la condición de moderador. Agréguese 

a esa legitimación. e l hecho que d iversos acuerdos fueron firmados 

en países que dieron cobijo (y apoyo logístico) a las pláticas de paz. 

tales como México. Noruega. Suecia y España. Asimismo, estuvieron 

muy cercanos a la negociación el Grupo de Amigos del Proceso 

de Paz de Guatemala . integrado por lo Repúb lica de Colom b ia, el 

Reino de España. los Estados Unidos de América. los Estados Unidos 

Mexicanos. e l Reino de Noruego y la República de Venezuela . 

Es indudable que el testimonio de honor del Secre torio Genera l de 

las Naciones Unidas y de los Estados libres y soberano s menciona­

dos. contribuyó dec isivamente para que las partes en la negocia­

ción de la paz y d e las bases de la reconciliación ha yan suscrito 

los acuerdos confiados en la solemnidad de los comp romisos y lo 
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voluntad de su cumplimiento mutuo. Hasta el momento. no puede 

decirse que algunos de esos portes (El gobierno de Guatemala Y 

lo Unidad Revolucionario Nocional Guatemalteco. representativo 

reconocido de lo insurgencia organizado) hayan desmentido el es­

píritu y lo letra de esos instrumentos. aunque se produjeron algunos 

desfases en orden al cronograma de su implementación. 

Esto Corte, sin emitir criterio respecto de cuestiones de orden político 

interno del país requirente de lo extradición en comento. estimaría 

que el acompañamiento del Gobierno del Reino de España duran­

te el proceso de negociación hasta lo firmo del último Acuerdo de 

Paz Firme y Duradero -acto solemne que convalidó lo presencio del 

propio Presidente del Gobierno español- implicaba que el Estado 

que representaba este Poder ante lo comunidad universal. reco­
nocía lo validez íntegro de los mencionados acuerdos. Además. 

entendería que. en cuanto o deberes internacionales legítimo­

mente asumidos por dicho Gobierno, su Poder Judicial quedaba 

supeditado o los compromisos de Estado, basándose en principios 

jurídicos de validez universal. como el que, dentro de su unidad. 
impone lo bueno fe guardado. 

En este o rden. c reyendo que el Estado español, como unidad. 
testimonió el evento de lo paz y lo reconc iliación en esto porte de 

Centroomérico. y aplicando poro el coso lo dispuesto en el artículo 

7 de lo Convención de Viena sobre el Derecho de los Trotados. 

que señalan lo innegable representotividod internacional de su 

Gobierno, se desprende que el Poder Judicial de ese Reino ha inob­

servodo, respecto de Guatemala, aspectos fundamentales de los 

Acuerdos de Paz Firme y Duradero, como se analizará en siguientes 
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aportados. 

Prosiguiendo el análisis del anterior párrafo, se porte del Auto de 

veintisiete (27) de marzo de dos mil (2000), d ictado por el Juzga­

do Central de Instrucción número uno de la Audiencia Nacional 

del Reino de España. emitido en las Diligencias Previas trescientos 

treinta y uno diagonal noventa y nueve (331 /99) que estimó el 

período investigado por lo "Comisión paro el Esclarecimiento His­

tórico (CEH). creado en el ámbito de los Acuerdos de Paz de Oslo 

en 199 4." Con los vicisitudes del caso. en c uanto impugnaciones Y 

resoluciones intermedios, se llegó hasta lo Sentencio 237/2005 de 

veintiséis (26) de septiembre de dos mil cinco (2005) del Tribunal 

Constitucional. que permitió o lo jurisdicción española avocarse 
al conocimiento de lo denuncio instaurada en su momento por lo 

ciudadano guatemalteco Rigoberto Menchú Tum y otras personas 

y entidades por hechos supuestamente delictuosos ocurridos en 

Guatemala durante el lapso que comprende los años mil novecien­

tos sesenta y dos ( 1962) o mil novecientos ochenta y seis ( 1986). De 

los relatos porte también la apreciación que se ha tenido relativa a 

que toles hechos "se encaminaron al exterminio del p ueblo moyo 

en su realidad étnico. racial y social", esto es el delito de genocidio. 
Asimismo. se sustento la posible responsabilidad de los imputados 
en los hechos ocurridos en la embajada española en Guatemala 

"originando el incendio y asesinato de treinta y nueve personas. " Al 

final. también surgió lo justificación jurisdiccional rela tiva a perseguir 

o los denunciados por la desaparición/asesinato de ciudadanos 

españoles como sujetos pasivos de hechos delictuosos ocurridos en 

territorio guatemalteco. 

--



voluntad de su cumplimiento mutuo. Hasta el momento. no puede 

decirse que algunos de esos portes (El gobierno de Guatemala Y 

lo Unidad Revolucionario Nocional Guatemalteco. representativo 

reconocido de lo insurgencia organizado) hayan desmentido el es­

píritu y lo letra de esos instrumentos. aunque se produjeron algunos 

desfases en orden al cronograma de su implementación. 

Esto Corte, sin emitir criterio respecto de cuestiones de orden político 

interno del país requirente de lo extradición en comento. estimaría 

que el acompañamiento del Gobierno del Reino de España duran­

te el proceso de negociación hasta lo firmo del último Acuerdo de 

Paz Firme y Duradero -acto solemne que convalidó lo presencio del 

propio Presidente del Gobierno español- implicaba que el Estado 

que representaba este Poder ante lo comunidad universal. reco­
nocía lo validez íntegro de los mencionados acuerdos. Además. 

entendería que. en cuanto o deberes internacionales legítimo­

mente asumidos por dicho Gobierno, su Poder Judicial quedaba 

supeditado o los compromisos de Estado, basándose en principios 

jurídicos de validez universal. como el que, dentro de su unidad. 
impone lo bueno fe guardado. 

En este o rden. c reyendo que el Estado español, como unidad. 
testimonió el evento de lo paz y lo reconc iliación en esto porte de 

Centroomérico. y aplicando poro el coso lo dispuesto en el artículo 

7 de lo Convención de Viena sobre el Derecho de los Trotados. 

que señalan lo innegable representotividod internacional de su 

Gobierno, se desprende que el Poder Judicial de ese Reino ha inob­
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aportados. 

Prosiguiendo el análisis del anterior párrafo, se porte del Auto de 
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en 199 4." Con los vicisitudes del caso. en c uanto impugnaciones Y 

resoluciones intermedios, se llegó hasta lo Sentencio 237/2005 de 

veintiséis (26) de septiembre de dos mil cinco (2005) del Tribunal 

Constitucional. que permitió o lo jurisdicción española avocarse 
al conocimiento de lo denuncio instaurada en su momento por lo 

ciudadano guatemalteco Rigoberto Menchú Tum y otras personas 
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Asimismo. se sustento la posible responsabilidad de los imputados 
en los hechos ocurridos en la embajada española en Guatemala 

"originando el incendio y asesinato de treinta y nueve personas. " Al 

final. también surgió lo justificación jurisdiccional rela tiva a perseguir 

o los denunciados por la desaparición/asesinato de ciudadanos 

españoles como sujetos pasivos de hechos delictuosos ocurridos en 

territorio guatemalteco. 

--



Respecto de tales premisas factuales, por las cuales la justicia 

española tuvo por establecido el cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad de los encartados, es necesario señalar que se 

tuvo como elemento de apreciación la documentación aportada 

por la parte denunciante, sin estimar que, el artículo 111 del apar­

tado Funcionamiento del Acuerdo sobre el Establecimiento de lo 

Comisión para el Esclarecimiento Histórico de los Violaciones o los 

Derechos Humanos y los Hechos de Violencia que Han Causado 

Sufrimiento a la Población Guatemalteco, perfeccionado en Oslo 

el veintitrés (23) de junio de mil novecientos noventa y c uatro ( 1994). 

condicionó c laramente: "Los trabajos, recomendaciones e informe 

de la comisión no individualizarán responsabilidades, ni tendrán 

propósitos o efectos judiciales. " (Resaltado propio) 

Era de suponer que dicho Acuerdo habría de tener efectos frente 

a todos (ergo omnes) porque su objetivo fundamental estaba ex­

plicado en la parte motiva del mismo, de la cual se hocen algunos 

citas textuales: "Considerando que la historio contemporáneo de 

nuestra patria registra graves hechos de violencia, de irrespeto 

de los derechos fundamentales de la persono y sufrimientos de la 
población vinculados con el enfrentamiento armado" 1 "Reiteran­

do su voluntad de iniciar a la brevedad un nuevo capítulo en la 
historio nacional que como culminación de un amplio proceso de 

negociación pongo fin al enfrentamiento armado, contribuyendo o 

sentar las bases poro una convivencia pacífico y respetuoso de los 

Derechos Humanos entre los guatemaltecos". 1 "Considerando en 

este contexto, lo necesidad de promover uno culturo de concordia 

y respeto mutuo que elimine todo formo de revancha o venganza, 

una condición indispensable para una paz firme y duradero." 
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De esta transcripción necesariamente breve. puede colegirse que 

la situac ión de enfrentamiento armado preocupaba a los partes 

negoc iadoras. por su componente de violencia grave, causante 

de sufrimientos de la población, y de ahí la urgencia de avanzar en 

un proc eso tendente a silenciar las armas e inic iar una "convivencia 

pacífica" que indudablemente resultaba incompatible con toda 

forma de revancha o venganza. Era lógico suponer que los sec­

tores enfrentados comprendieron que paro alcanzar los objetivos 

e ra necesario llegar a puntos de acuerdo que fueron solemnizados 

en documentos suscritos bajo lo observación y -debe entenderse 

también- la complacencia de naciones civilizadas patrocinadoras 

de las soluciones pacíficas. La firma de tales compromisos llevo­

ría al cese del fuego, la desmovilización de las fuerzas armadas 

irregulares. la reducción del ejército y todas las demás medidos 

previstas que se han realizado y otras que están en curso. Todos 

estas teniendo en mira que mantener lo guerra hasta definirlo por 

e l abatimiento total e incondicional de uno de los sectores, como 

ha sucedido en otros conftictos armados civiles en los que, como 

se ha dicho. el enemigo fue abatido, ultrajado y humillado, hu­

biera significado lo continuación de indecibles sufrimientos de lo 

población. Guatemala y otros países centroamericanos tuvieron 

la racionalidad suficiente paro privilegiar lo vía de lo negociación 

d irecto. la cual fue determinado por uno decisión eminentemente 

centroamericano, como fueron los acuerdos de Esquipulas 1 y 11 , 

en los cuales fue explícita una voluntad de exigir, por una porte, 

lo no injerencia extranjera que había avivado el conflicto y, por la 

otra. la de solicitar la comprensión y la cooperación internacional 

para alcanzar los objetivos de paz y reconciliación. El hecho que 
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d irecto. la cual fue determinado por uno decisión eminentemente 

centroamericano, como fueron los acuerdos de Esquipulas 1 y 11 , 

en los cuales fue explícita una voluntad de exigir, por una porte, 

lo no injerencia extranjera que había avivado el conflicto y, por la 

otra. la de solicitar la comprensión y la cooperación internacional 

para alcanzar los objetivos de paz y reconciliación. El hecho que 



algunos países hayan acompañado dichas negociaciones y luego 

los acuerdos suscritos, constituyó un factor decisivo para animar a 

las partes a confiar en dicha solución y, además. a creer que . como 

testigos de honor, tales países estarían en las mejores condiciones 

de garantizar su cumplimiento honesto. 

De suerte que el Poder Judicial del Reino de España, al no tener 

en cuenta las limitaciones impuestas por e l Acuerdo citado e n este 

apartado, no observó lo contemplado e n e l artículo 97 de lo Cons­

tituc ión españolo, que a tribuye a l Gobierno de ese país lo dirección 

de la político exterior. pues no existe. hasta e l momento. ninguno 

evidencio de que el mismo desconozco lo validez de los Acuerdos 

de Paz Firme y Duradera suscritos el veintinueve (29) d e diciembre 

de mil novecientos noventa y seis (1996) , en presencio del Presi­

dente del Gobierno, y con el previo acompañamiento amistoso y 

continuado de España en su negociación. 

Esta Corte ha emitido este criterio guardando respeto o lo político 

interno del Estado requirente de lo extradición cuestionada. pero 

dejando en c laro que, con tales antecedentes que no son comunes 

e n otros cosos de activación de la jurisdicción universal, la p re te n­

sión de lo justic ia españolo a l respecto. rebosa límites natura les del 
Derecho Internacional. 

Si bien la jurisdicción del Estado guatemalteco no puede reconocer 

como viable lo solicitud de extradición de c iudadanos de este país, 

no sólo por no autorizarlo e l Tratado correspondie nte sino por no 

permitirlo e l Artículo 27, párrafo terce ro de lo Constituc ión Política 

de lo República d e Guatemala, en aquellos casos e n que existe 
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indudable v inculac ión con delitos políticos, quedaría a salvo la 

facultad de la parte interesada de promover la denuncia ante el 

M inisterio Público para que inicie la persecución por los delitos que 

pudieran resultar. y, en tal caso. basado en la regla out dedere out 

judicore. es indudable que sería obligación del Estado requerido 

cumplir con su función esencial de impartir justicia. 

En lo que toco a "los [hechos] acaecidos en la Embajada de Espa­

ña -es decir. en España- (sic) en Enero-Febrero de 1980" el Auto de 

veintisiete [27) de marzo de dos mil dos [2002) del Juzgado Central 

de Instrucción número uno de la Audiencia Nacional del Reino de 

España. que. acogiendo la denuncia, asumió competencia en 

el asunto. en su ordinal Sexto del segmento de Consideraciones 
y Fundamentos de Derecho. se refiere al Comunicado Conjunto 

de los Gobiernos de Guatemala y España (suscrito en Bogotá el 

veintidós (22) de septiembre de mil novecientos ochenta y cuatro 

[ 1984). por Fernando Andrade Díaz-Durán Ministro de Relaciones 

Exteriores de la República de Guatemala y Fernando Morón López, 

Ministro de Asuntos Exteriores de España]. en los términos siguientes: 

"[El Comunicado] recoge en su apartado 4° que el primero de ellos 

[Guatemala] 'ac tivará los procedimientos que lleven a deducir 

los responsabilidades a que hubiere lugar, de conformidad con su 
legislación interno '; pero ello no significo más que una fórmula de 

mero compromiso unilateral que, aunque forzodamente se enten­

diese como uno cesión de lo jurisdicción española a favor de los 

tribunales de Guatemala. exige o España lo vigilancia o seguimien­

to de lo actividad judicial guatemalteco que. sin paralizaciones 

injustificados, proporcionen los satisfacciones acordadas y ofrezca 

un ejemplo de seriedad en la averiguación y castigo de los culpa-



algunos países hayan acompañado dichas negociaciones y luego 

los acuerdos suscritos, constituyó un factor decisivo para animar a 

las partes a confiar en dicha solución y, además. a creer que . como 
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indudable v inculac ión con delitos políticos, quedaría a salvo la 

facultad de la parte interesada de promover la denuncia ante el 

M inisterio Público para que inicie la persecución por los delitos que 

pudieran resultar. y, en tal caso. basado en la regla out dedere out 

judicore. es indudable que sería obligación del Estado requerido 

cumplir con su función esencial de impartir justicia. 

En lo que toco a "los [hechos] acaecidos en la Embajada de Espa­

ña -es decir. en España- (sic) en Enero-Febrero de 1980" el Auto de 

veintisiete [27) de marzo de dos mil dos [2002) del Juzgado Central 

de Instrucción número uno de la Audiencia Nacional del Reino de 

España. que. acogiendo la denuncia, asumió competencia en 

el asunto. en su ordinal Sexto del segmento de Consideraciones 
y Fundamentos de Derecho. se refiere al Comunicado Conjunto 

de los Gobiernos de Guatemala y España (suscrito en Bogotá el 

veintidós (22) de septiembre de mil novecientos ochenta y cuatro 

[ 1984). por Fernando Andrade Díaz-Durán Ministro de Relaciones 

Exteriores de la República de Guatemala y Fernando Morón López, 

Ministro de Asuntos Exteriores de España]. en los términos siguientes: 

"[El Comunicado] recoge en su apartado 4° que el primero de ellos 

[Guatemala] 'ac tivará los procedimientos que lleven a deducir 

los responsabilidades a que hubiere lugar, de conformidad con su 
legislación interno '; pero ello no significo más que una fórmula de 

mero compromiso unilateral que, aunque forzodamente se enten­

diese como uno cesión de lo jurisdicción española a favor de los 

tribunales de Guatemala. exige o España lo vigilancia o seguimien­

to de lo actividad judicial guatemalteco que. sin paralizaciones 

injustificados, proporcionen los satisfacciones acordadas y ofrezca 

un ejemplo de seriedad en la averiguación y castigo de los culpa-



bies en la investigación sin pausa; y no parece que las cosas hayan 

devenido en la justa culminación de proceso judicial alguno." 

De nuevo se percibe el inadecuado manejo del Poder Judicial espa­

ñol respecto de los deberes de carácter internacional de ese Reino 

respecto de Guatemala. A entender de esa Corte, el Comunicado 

Conjunto firmado por los jefes de la diplomacia de ambos países 

no constituye una simple "fórmula de mero compromiso unilateral" 

que pudiera ser desconocido por un ente local carente de repre­

sentatividad internacional. Guatemala lo signó entendiendo que 

quien lo hacía por la contraparte ostentaba la representación legí­

tima del Estado al que comprometía. De manera que, si esto parte 

estimara que de la otra no ha existido un correcto cumplimiento de 

lo obligado, abierta tenia la vía diplomática y las demás reglas del 

Derecho Internacional para instar su ejecución. De ninguna mane­

ra uno de los poderes del Estado español, que no es precisamente 

el que tiene a su cargo las relaciones internacionales, podría venir 

a calificar Y a tomar acción ("vigilancia o seguimiento") frente o la 

actividad judicial guatemalteca, y menos a tratar de desposeerlo 

de la jurisdicción que, en dicho comunicado, le fuero reconocida. 

La decisión de atraer a la suya e l conocimiento de lo causa impor­

taría la inobservancia de principios de Derecho Inte rnacional, en 

particular del pacta sunt servando y de los de carácter fundamen­

tal del debido proceso, entre estos el non bis in id e m. Esta Corte 

no emite criterio, por no estar sometido e l caso a su conocimiento, 

acerca de las vicisitudes procesales de la causa instruido respecto 

de los hechos referidos, pero reitera que cualquier desavenencia 

o inconformidad acerca de la forma en que se desenvuelve e l 
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proceso penal correspondiente, por m ínima que pudiera ser, co­

rrespondería a la parte inconforme ventilarla por la vía d ip lomática 

y por las reg las del Derecho InternacionaL razón por la que la Juris­

dicción española como taL no puede pedir a la guatemalteca que 

autorice la entrega de cualquier persona incriminada. 

-VIl -

A este proceso de amparo se ha vinculado en calidad de tercera 

interesada, la señora Rigoberta Menchú Tum, quien a su vez fue 

porte denunciante ante la jurisdicción española respecto de los 

hechos imputados a los amparistas. En su exposición a la audiencia 

concedida en la primera instancia, aporta sus propias va loraciones 

q ue se han resumido en esta Sentencia . Uno de esos argumentos 

se ha centrado en que el Tribunal requerido de la extradición no 

tiene obligación legal de calificar la competencia del órgano del 

Estado req uirente. Esta Corte estima que el Tratado de Extradic ión 

establece, e n e l Artículo 1, un compromiso de " entregarse, recípro­

camente, los individuos que habiendo sido condenados o estando 

perseguidos por los autoridades competentes de una de las dos 

Altas Partes" (énfasis agregado). La definición de que operaría la 

entrego de las personas a las que se re fiere la norma , c uando lo 

ruegue quien tenga "competencia", consti tuye una condic ión de 
legitimidad del órgano que pide, puesto que el Estado requerido, 

por medio de sus órganos igualmente compete ntes para examinar 

la solicitud de extradición, tiene e l deber de acceder o no, previo 

examen, no sólo de la competencia sino además de los o tros e le­

mentos que integran el referido Tratado. De esta manera, ta mbién 

resul to pert inente que el Tribunal que conoce de la solicitud de ex-
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devenido en la justa culminación de proceso judicial alguno." 

De nuevo se percibe el inadecuado manejo del Poder Judicial espa­
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proceso penal correspondiente, por m ínima que pudiera ser, co­

rrespondería a la parte inconforme ventilarla por la vía d ip lomática 

y por las reg las del Derecho InternacionaL razón por la que la Juris­

dicción española como taL no puede pedir a la guatemalteca que 
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-VIl -
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Estado req uirente. Esta Corte estima que el Tratado de Extradic ión 
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por medio de sus órganos igualmente compete ntes para examinar 

la solicitud de extradición, tiene e l deber de acceder o no, previo 

examen, no sólo de la competencia sino además de los o tros e le­

mentos que integran el referido Tratado. De esta manera, ta mbién 

resul to pert inente que el Tribunal que conoce de la solicitud de ex-



tradición conozca si la competencia que e l requirente se atribuye 

excluye la de otra jurisdicción. d a do que. aunque lo exponente la 

comente como "acuñación extraña". en realidad no es más que 

el supuesto esencial del p rincipio non bis in idem. en tonto que im­

plicaría violación al ordenamiento no rma l que un tribunal pretend o 

atraer a su conocimiento asuntos que ya están siendo conocidos 

en otro. a menos que aquél pueda te ne r condiciones de prioridad 

competencia!. lo que. en tal supuesto. produciría lo exclusión de 

otro . Por caso. si la jurisdicción guatemalteca está conociendo de 

hechos po r los cuales se ha planteado lo denuncio ante lo justi­

cia española, habría que desapode rar a lo primero del asunto y 

transferirlo a la segunda. todo revestido de la solemnidad procesal 

de declinatoria. siempre q ue la misma fuere procedente conforme 

la legislación nacional. De ahí que no es extraño el concepto de 

"competencia excluyente". 

Basa también su argumentación. com o tercero inte resado. en 

que. por la naturaleza de los crímenes denunciados. se configuro 

el "principio de concurrencia de jurisd icciones y no de exclusiv idad 

(competencia excluyente)"(cursivas y subrayado propios d e l me­

morial de la exponente). Si bien con esta afirmació n disipo implíci­

tamente su idea de que el concepto "competencia excluyente" 

sea extraño e n e l ordenamiento jurídico. esto Sentencio yo ha 

hecho consideración acerca de que. en e l caso concreto. no es 

admisible reconocerle compete nc ia al Re ino de España que. poro 

el mismo, no se sustenta en ninguna regla de Derecho Internacional 

que obligue a un Estado soberano a someter a sus ciudadanos o 

tribunales extranjeros. cuando los hechos hayan ocurrido e n su terri­

torio ni cuando los sujetos pasivos de los supuestos delitos sean de lo 
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nacionalidad del requirente, si los hechos están vinculados a delitos 

políticos o si los tribunales del país han actuado o pueden actuar 

con apoyo en la regla out dedere out judicare. 

Mediante la comparecencia aludida, la tercera interesada objeta 

la argumentación de los postulantes sobre que el tercer párrafo del 

Artículo 27 de la Constitución Política de la República de Guate­

mala preserve a los guatemaltecos de la entrega a un gobierno 

extranjero por la comisión de delitos políticos. Sostiene que la norma 

no se activa frente a extradiciones motivadas por violaciones de 

derecho internacional y crímenes de lesa humanidad. pues. para 

el caso debe estarse a la excepción específica contenida en la 

misma disposición. En efecto. la norma constitucional q ue impide 

la entrega de un nacional a la justicia extranjera por delitos de na­

turaleza política (e inclusive que prohibiría la solicitud de parte de 

Guatemala para que otro país lo entregue a la propia) excluye de 

esa p rotección los casos de: "lesa humanidad o contra el derecho 

internacional. " 

Aunque no aclara la d isposición si se trata de hechos sucedidos en 

otro territorio, en cuya sede la competencia /oci resultaría evidente. 

ya se ha hecho consideración en esta Sentencia acerca de q ue 
e l Estado guatemalteco no p uede reconocer una jurisdicción que 

se haya declarado competente de manera unilateral. en tanto no 

tenga legitimidad jurídica internacional o no haya sido reconocida 

o aceptada expresamente por Guatemala. cuestión última de 

dudosa constitucionalidad. En este punto debe estarse a lo ya con­

siderado. pues la Convención sobre genocidio (sin aceptar que los 

hechos ocurridos durante el enfrentamiento armado encuadren en 
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nacionalidad del requirente, si los hechos están vinculados a delitos 

políticos o si los tribunales del país han actuado o pueden actuar 

con apoyo en la regla out dedere out judicare. 

Mediante la comparecencia aludida, la tercera interesada objeta 

la argumentación de los postulantes sobre que el tercer párrafo del 

Artículo 27 de la Constitución Política de la República de Guate­

mala preserve a los guatemaltecos de la entrega a un gobierno 

extranjero por la comisión de delitos políticos. Sostiene que la norma 

no se activa frente a extradiciones motivadas por violaciones de 

derecho internacional y crímenes de lesa humanidad. pues. para 

el caso debe estarse a la excepción específica contenida en la 

misma disposición. En efecto. la norma constitucional q ue impide 

la entrega de un nacional a la justicia extranjera por delitos de na­

turaleza política (e inclusive que prohibiría la solicitud de parte de 

Guatemala para que otro país lo entregue a la propia) excluye de 

esa p rotección los casos de: "lesa humanidad o contra el derecho 

internacional. " 

Aunque no aclara la d isposición si se trata de hechos sucedidos en 

otro territorio, en cuya sede la competencia /oci resultaría evidente. 

ya se ha hecho consideración en esta Sentencia acerca de q ue 
e l Estado guatemalteco no p uede reconocer una jurisdicción que 

se haya declarado competente de manera unilateral. en tanto no 

tenga legitimidad jurídica internacional o no haya sido reconocida 

o aceptada expresamente por Guatemala. cuestión última de 

dudosa constitucionalidad. En este punto debe estarse a lo ya con­

siderado. pues la Convención sobre genocidio (sin aceptar que los 

hechos ocurridos durante el enfrentamiento armado encuadren en 



lo tipificación del instrumento internacional) no provee e n e l p unto 

específico al Estado solicitante de competencia poro juzgar o c iu­

dadanos guatemaltecos que no se hallan en aquello jurisdicc ión 

territorial. De ahí que este otro argumento tampoco tiene val idez 

poro sostener lo juridicidad del acto reclamado. 

Agrega la tercera interesada o sus argumentos el criterio de que los 

solicitantes de amparo se acogen indebidamente o que no tienen 

la condición de re fugiados o de que hayan buscado asilo en su 

propio país para e ludir la persecución del Estado contraparte en 

el Tratado de Extradición. Esta situació n carece de relevancia por 

cuanto lo que se ha puesto e n lo balanza es lo competencia de 

España para conocer de los hechos denunciados, y yo se ha con­

siderado que no está reconocida su jurisdicción como un tribunal 

internacional. aun cuando unilateralmente asumo dicho condic ión 

poro determinados delitos. Según se ha visto en esto sentencio, lo 

Corte estimo que en cuanto o la jurisdicción internacional sólo es 

válida aquello instituido por el Derecho Internacional Convencio­

nal. a los cuales el país hoya reconocido por suscripción del trotado 

correspondiente (Corte Intera m ericano de Derechos Humanos y. 

en trámite, Tribunal Penal Internacional) 0 por su legit imidad, to les 

los tribunales od hoc c reados por los Nociones Unidos. 

En cuanto o lo jurisdicción interno españolo con alcances extrate­

rritoriales, por motivo de tutela de la persona lidad 0 de naciona­

lidad, no es viable admitirla en cuanto el Trotado de Extradición 

no lo obligo forzosamente, sin necesidad de abundar acerco de 

la conexidad con la prohibición del párrafo tercero del a rtículo 

27 de la Constitución Político de lo República de Guatemala. No 
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o bstante , como se ha manifestado, nodo impediría lo aplicación 

de lo reglo o ut dedere out judicore, que lo porte interesado o el 

Ministerio Público de Guatemala pudiesen invocar. 

-VIII-

Lo Unidad de Cosos Especiales y Violaciones de los Derechos Hu­

manos del Ministerio Público, en calidad de tercero interesado, 

argumentó que la autoridad reclamado basó su actuación en lo 

existencia del Trotado de Extradición, por lo que el acto reclamado 

fue dictado conforme a derecho, y, en consecuencia, la denega­

ción del amparo fue procedente. De igual formo se manifestó lo 

Fiscalía de Asuntos Constitucionales, Amparo y Exhibic ión Personal 

del Ministerio Público, agregando que los postulantes consintieron 

el acto contra e l que reclaman lo protección del amparo, por no 

haber agotado el recurso de apelación en su oportunidad. 

Esta Corte estima que los argumentos de los entidades p úblicos 

c itados carecen de sustentación poro justificar la conformidad de 

lo resolución atacada con la Constitución Política de la República 

de Guatemala, por los rozones yo considerados en esto sentencia 

y, además. porque lo actuación legítimo de lo a utoridad no es en sí 
mismo constancia de cumplimiento de protección de los derechos 

fundamentales de lo persono, puesto que, o pesar de ser d ic tadas 

por ó rgano instituido a l respecto, debe confrontarse el sentido de 

sus resoluciones con los principios y normas de orden constitucional, 

convencional y legal aplicables a l caso en concreto. En lo q ue 

concierne al agotamiento de recursos en e l procedimiento inter­

no de lo extradición, no es del coso invocar su obligatoriedad, e n 



lo tipificación del instrumento internacional) no provee e n e l p unto 
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o bstante , como se ha manifestado, nodo impediría lo aplicación 

de lo reglo o ut dedere out judicore, que lo porte interesado o el 

Ministerio Público de Guatemala pudiesen invocar. 

-VIII-

Lo Unidad de Cosos Especiales y Violaciones de los Derechos Hu­

manos del Ministerio Público, en calidad de tercero interesado, 

argumentó que la autoridad reclamado basó su actuación en lo 

existencia del Trotado de Extradición, por lo que el acto reclamado 

fue dictado conforme a derecho, y, en consecuencia, la denega­

ción del amparo fue procedente. De igual formo se manifestó lo 

Fiscalía de Asuntos Constitucionales, Amparo y Exhibic ión Personal 

del Ministerio Público, agregando que los postulantes consintieron 

el acto contra e l que reclaman lo protección del amparo, por no 
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Esta Corte estima que los argumentos de los entidades p úblicos 

c itados carecen de sustentación poro justificar la conformidad de 
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y, además. porque lo actuación legítimo de lo a utoridad no es en sí 
mismo constancia de cumplimiento de protección de los derechos 

fundamentales de lo persono, puesto que, o pesar de ser d ic tadas 

por ó rgano instituido a l respecto, debe confrontarse el sentido de 

sus resoluciones con los principios y normas de orden constitucional, 

convencional y legal aplicables a l caso en concreto. En lo q ue 

concierne al agotamiento de recursos en e l procedimiento inter­

no de lo extradición, no es del coso invocar su obligatoriedad, e n 



tonto este no corresponde o lo estructuro del procedimie nto penal 

ordinario. de a hí que su previo utilización no seo indisp e nsable poro 

cuestionar por lo vía del amparo constitucional lo actuación de lo 

autoridad correspondiente. 

-IX-

Lo anteriormente consid erado sustento lo conv icción de esto Corte 

de que e l auto de seis (6) de novie m b re de dos m il se is (2006) d ic­

tado p or la autoridad reclamada. por e l que o rdenó lo de te nción 

provisional de los postulantes del amparo. y terceros inte resados e n 

su impugnación, inc urrió en el agravio denunciado por v io lación 

de lo Constitución Político de lo República de Guatemala . en sus 

artículos: 2° (deber del Estado de garantizar o sus habitantes ( ... ) lo 

justicia, lo seguridad ... ). 6° (detención o aprisionamiento( ... ) sólo de 

orden librado con apego o lo ley por autoridad judicia l competen­

te ), 12 (garantía o un debido proceso. e n su vertiente del derecho 

a l juez legal o natural de lo persono). 40 (Guatemala es un Estado 

libre. independiente y soberano ). 142 inc iso o ) (ámbito territorial 

de soberanía) . 149 (Guatemala normorá sus relaciones con otros 

Estados, de confo rmidad con los princ ipios. reglas y prácticos inte r­
nacionales ... ). 152 (ejercicio del poder públic o e n represen tación 

d e l pueblo ). 153 (imperio d e lo ley que se extiende o todos los 
personas q ue se encuentren en el te rri torio de lo Re pública) . 154 

(indelegobilidod de lo funció n públic o , salvo cosos señalados por 

lo ley), y 203 (normoción de lo potestad judicial. que corresponde 

con exclusiv idad absoluto o lo Corte Supremo de Justicia y demás 

tribunales que lo ley establezco). 
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-X-

Por mandato de ley debe condenarse en constas del amparo o 

lo autoridad causante de su planteamiento. máxime cuando que 

esto C orte intervino. a l resolver dos ocursos en quejo presentados 

por e l postulante. Ángel Anibol Guevoro Rodríguez. como ha sido 

detallado en los antecedentes de este follo. En virtud de esto. debe 

condenarse e n c ostos. 

lEYES APLICABLES 

Artículos c itados y 265. 268 y 272 inciso e) de la Constitución Polític a 

de lo República de Guatemala; 1°, 2°, 3°, 4°, 8°, 1 O. 42, 43. 44, 47, 49. 

52. 53. 60. 6 1. 66, 67. 78. 149, 163 inc iso e). y 185 d e lo Ley de Amparo. 

Exhib ic ió n Personal y de Constitucionalidad; y 17 del Acuerdo 4-89 

de lo Corte de Constituc iona lidad. 

PoR TANTO 

Lo Corte d e Constitucionalidad. con fundamento en lo considera­

do y leyes c itados. resue lve: 1) CON lUGAR el recurso de apelación 

interpuesto por Ángel Aníbol Guevara Rodríguez Y Pedro Gorda 
Arredondo; e n c onsecuencia revoca la sentencia apelada Y emi­
tiendo e l pronunciamiento legal correspondiente: a) Con lugar el 

amparo solicitado por Ángel Aníbal Guevora Rodríguez Y Pedro 

Gorda Arredondo contra el Tribunal Quinto de Sentencia Pe nal. 

Norcooctividod y De litos contra e l Ambiente y, como consecuen­

c ia: b) se les restablece en lo situación jurídico afectada: e) se deja 

e n suspenso. en cuanto a los reclamantes y los terceros interesados. 

e l auto de seis (6) d e noviembre de dos mil seis (2006). dictado por 
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-X-

Por mandato de ley debe condenarse en constas del amparo o 
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condenarse e n c ostos. 

lEYES APLICABLES 
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52. 53. 60. 6 1. 66, 67. 78. 149, 163 inc iso e). y 185 d e lo Ley de Amparo. 

Exhib ic ió n Personal y de Constitucionalidad; y 17 del Acuerdo 4-89 

de lo Corte de Constituc iona lidad. 

PoR TANTO 

Lo Corte d e Constitucionalidad. con fundamento en lo considera­

do y leyes c itados. resue lve: 1) CON lUGAR el recurso de apelación 

interpuesto por Ángel Aníbol Guevara Rodríguez Y Pedro Gorda 
Arredondo; e n c onsecuencia revoca la sentencia apelada Y emi­
tiendo e l pronunciamiento legal correspondiente: a) Con lugar el 

amparo solicitado por Ángel Aníbal Guevora Rodríguez Y Pedro 

Gorda Arredondo contra el Tribunal Quinto de Sentencia Pe nal. 

Norcooctividod y De litos contra e l Ambiente y, como consecuen­

c ia: b) se les restablece en lo situación jurídico afectada: e) se deja 

e n suspenso. en cuanto a los reclamantes y los terceros interesados. 

e l auto de seis (6) d e noviembre de dos mil seis (2006). dictado por 



la autoridad impugnada, por el que ordenó la detención pro visio­

nal d e los postula ntes, dentro de la solicitud presentado por e l Reino 

de España de detención prov isional previo a formalizar la extradi­

c ión d e los mencionados amparistas. por los d elitos de Terrori smo. 

Homicidio y Secuestro; d) para los efectos positivos del presente 

fallo, deberá dictarse la resolución que corresponde en sustituc ión 

de la suspendida declarando la improcedenc ia de la solic itud de 

dete nc ión provisional previo a formalizar la extradición de los am­

p a ristas y terceros interesados e n el expediente del coso. para lo 

cua l se conmina a la autoridad impugnada paro que d é exacto 

c umplimiento a lo resuelto dentro del p lazo de tres (3) días. después 

de que esta sentencia c ause ejecutoria, bajo aperc ib imiento de 

q ue , en caso de incumplimiento, incurrirán sus integrantes e n multa 

de cuatro mil quetzales (Q 4.000.00) cada uno, sin perju icio d e las 

responsabilidades penales y civiles consiguientes; e) se conde na en 

costas a la autoridad impugnada. JI) Notifíquese y , con cert ificac ión 

d e lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 

Mario Pérez Guerra 

Presidente 

Gladys Chacón Corado 

Magistrada 

Roberto Molino Barreto 

Magistrado 

Alejandro Maldonodo Aguirre 

Magistrado 

José Rolando Quesada Fernóndez 

Magistrado 

Martín Ramón Guzmán Hernóndez 

Secretario General 

UNA MIRADA CRITICA :::l'E -A RESO-UCIÓN DE ._A C ORTE DE C ONS TITUCIONAUDAO SOBRE JUSTIC IA TRANSNAC ION AL 

( ExPEDIE,.TE 3380-200 7) 

SENTEN CIA ::l[ 1 2 :lE ::l1CIEM 3RE DE 2007 EN El PROCESO DE AMP,\RO DE SEGUNDA INSTANCT;\ PROM OVIDO POR EL 

CIU::>AOANO ÁNGEl A NIML G UEVARA R O::>RfGUEI Y OTROS EXPEDIENTE 3380-20071 

7 

Expediente No. 33l!0-2007 Oflcl:>IS". de Sccretllria. 

Asunto: APELACIÓN DE SENTENCiA EN MtPARO. Origen: SALA PRIMERA DE 

LA CORTE DE_ APELACIONES DEL RAJ\olO PENAL, NARCOACITVIDAD ·Y 

DELITOS CONTRA EL A.'\Ulll:l'<"TE, CONSTITUIDA E N TRIBUNAL' DE 

AMPARO. Refer'cncia: Amparo 87-2006. Solicio.nte: ANGEL ANIBAL GUEYARA 

RODRJGUEZ Y PEDR O GARCÍA ARREDONDO. Autoridad lmpugnndn: TRIBUNAL 

QUINTO DE SEI't"TENCIA PENAL, NARCOACTIVIDAD Y DELITOS CONTRA EL 

A!\oiDIENTE DEL DEP~TAMENTO DE GUATEMALA. 
o ~~~~~==~~~~~~~~------------------------~ 

CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD: Ouatemal3, dos de enc.ro de dos mil ocho. 
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INTRODUCCIÓN 

G UATEMALA: LA DENEGACIÓ N DE LAS 

EXTRADICIONES SOLICITADAS POR 

ESPAÑA POR CRIMENES DE DERECHO 

INTERNACIONAL 

Desde hoce muchos años Amnistío Internacional siente uno hondo 

preocupación por lo situación de derechos humanos imperante en 

Guatemala. Si b ie n e l connicto armado interno que tuvo lugar en 

ese país durante más de 30 años concluyó hoce yo más de uno 

década, los consecuencias del mismo siguen en cierto medido 
vigen tes. 

Poro tener uno ideo de lo magnitud del conflicto armado, adviértase 

que lo Comisión poro e l Esclarecim iento Histórico de los Violaciones 

o los Derechos Humanos (CEH) 1 - auspiciado por lo Organización 

de los Nociones Unidos- estimó que más de 200.000 personas fueron 

asesinados o " desaparecidos". De los cosos registrados por lo CEH, 

e l 83 por ciento de los víctimas eran indígenas moyos y el 17 por 
c ient o ladinos. Asimismo, los fuerzas del Estado y grupos paramilita­

res afines fueron responsables del 93 p or ciento de los violaciones 

documentados por lo CEH, incluyendo el 92 por ciento de los ejecu­

ciones arbitrarios y e l 9 1 por ciento de los desapariciones forzados. 

Lo Comisión también concluyó que operaciones controinsurgentes 

1 Establecido merced e l Acuerdo entre el Gobierno de Gua temo lo y la Unidad Revo· 
lucionorio Nocional Guatemalteco el 23 de Junio de 1994 en Oslo. 
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realizadas entre 1981 y 1983 constituyeron actos de genocidio en 

contra de grupos del pueblo indígena maya en determinadas re ­

giones del país. El uso sistemático de la tortura y de las violaciones 

sexuales también fue ampliamente documentado. 

En cuanto a las víctimas, la CEH concluyó que el Estado magnificó 

deliberadamente la amenaza militar de la insurgencia y eso explica 

por qué la vasta mayoría de las víctimas de las acciones del Estado 

no fueron combatientes de grupos guerrille ros sino civiles. Otras 

víctimas incluyeron políticos de la oposición, sindicalistas, activistas 

religiosos, activistas agrarios e indígenas, mujeres activistas y defen­

sores Y defensoras de los derechos humanos.2 Asimismo, la Comi­

sión documentó 626 masacres, la mayoría de las cuales implicó la 

desaparición de aldeas enteras y la muerte de muchas mujeres y 
niños.3 

Las fuerzas de oposición armada fueron responsables también de 

varias masacres, homicidios, actos de tortura, toma de rehenes y 

otros abusos graves a los derechos humanos. 

Por su parte, e l Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados señaló que e l conflicto armado interno resultó en más 

de un millón de personas desplazadas, de las cuales unas 200.000 
huyeron a México.• 

2 Guatemala: Todo lo verdad. justicia poro lodos. Amnistío Internacional. índice Al: 
34/02/98/s, abril de 1998. 

3 Op cit. Tomo 111. Los Masacres: Violencia Colectivo Contra lo Poblac ión. p.252. 
paro.3. 

4 Guatemala: Displacement. Return ond !he Peace Process. Alto Comisionado poro 
Refugiados. 1995. 

~ U NA wJRADA CR'InCA DE "' RESOLUCIÓN DE "' C oRrE DE CoNsmuciONAUDAD soBRE JuSIICIA rRANSNI\CIO NAL 
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GuATEJ-V.UI: l.A DENEGACIÓN DE W EXTRAOIOONES SOUCIIAOAS POR -

EsPAÑA POR CRÍM ENES DE DERECHO INTERNACIONAL 

Fre n te a estos h echos. los procesos judiciales que se han celebrado 

e n Guate m a la para averiguar las circunstancias que rodearon la 

comisió n de tale s c rímenes y dar con sus responsables han sido 

muy excepcio nales. Hasta donde llega el conocimiento de Amnis­

tía Inte rnacio nal sólo una veintena de personas han recibido una 

conde na jud ic ial por crímenes cometidos en el curso del conflicto 

a rm ado. u na pro porción sin duda menor, y ninguno de ellos osten­

taba a l tie mpo de la comisión de los ilícitos una responsabilidad 

superior o de comando. 

En Dic iembre de 2007 la Corte de Constitucionalidad de la Repú­

b lica de Guatemala (en adelante "la Corte" o "la Corte de Cons­

tituc ionalidad") dictó una resolución que dispuso dejar sin efecto 

varias órdenes de arresto provisional. a la espera de un pedido de 
extradició n formulado por España, de personas presuntamente 

respon sables de crímenes de derecho internacional.5 Al adoptar 

dicha resolución la Corte de Constitucionalidad ha interpretado el 

a lcance del Tratado de Extradición entre ambos Estados de 1895 Y 

de otras obligaciones internacionales que pesan sobre Guatemala 

de una manera inconsistente con el derecho internacional. 

Por las razo nes que se expondrán de seguido, e l pronunciamiento 

de la Corte reafirma la impunidad imperante en Guatemala, revis­

tiéndola d e formas jurídicas inapelables. Además, ha garantizado 

s Lo expresión "crímenes de derec ho internacional" hace referencia en este do­
cumento a l genocidio, los crímenes de leso humanidad. tos crímenes de guerra. lo 
to rt uro. lo desaparición forzado de personas y los homicidios extra judiciales. 
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que los presuntos responsables de crímenes atroces - en especial 

aquellos que ostentaron una responsabilidad como superiores de 

aquellos que cometieron materia lmente los c rímenes - no serán 

extraditados a terceros estados ni juzgados localmente. 
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l. 

G uAtEMALA LA DENEGACióN DE w EXtRADICIONES SOliCI111DAS POR -

ESMÑA POR CRL'-'ENES DE DERECtiO INtERNIICIONIIl 

LA SENTENCIA DE LA CoRTE DE CoNSTITUCIONALIDAD DE 

GUATEMALA DE 12 DE DICIEMBRE DE 20076 

El pasado 1 2 de diciembre la Corte de Constitucionalidad resolvió 

aceptar un recurso de apelación y un amparo interpuesto por Án­

gel Aníbal Guevara Rodríguez y Pedro Gorda Arredondo contra 

una sentencia dictada previamente por la Sala Primera de la Corte 

de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra 

e l Ambiente . Este Tribunal había rechazado a su vez una apelación 

contra la resolución del Tribunal Quinto de Sentencia Penal, Narco­

octividad y Delitos contra el Ambiente que había dispuesto órdenes 

de detención provisional, en el marco de un pedido de extradición 

formulado por España. contra los apelantes y otros terceros inte­

resados. La resolución de la Corte de Constitucionalidad dispuso 

el cese de tales órdenes de detención provisional contra Guevara 

Rodríguez y Gorda Arredondo y contra otras personas. 

Por su porte. el proceso judicial que motivara la solicitud de extra­

dición e n España contra Guevara Rodríguez y Gorda Arredondo Y 

también contra José Efraín Ríos Montt. Osear Humberto Mejía Vic­

toria y Germán Chupina Barahona. había tenido su origen en una 

querella presentada en Madrid en 1999 por familiares de víctimas 

del conflicto armado. Dicha querella se fundó en las previsiones de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de España (Ley 6/1985) cuyo 

artículo 23(4) consagra el principio de jurisdicción universal. Esto 

es. lo potestad y, algunas veces. la obligación de los estados de 

6 El follo d e lo Corte Constitucional se encuentro de la página 45 a lo 117 de este 
libro. 
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investigar y procesar o los personas responsables de crímenes de 

derecho internacional. con independencia del lugar donde se han 

cometido los c rímenes, la nacionalidad de los víctimas o la de los 

presuntos responsables/ Ya se a ludirá en este informe, en varias 

oportunidades, a este principio bajo el derecho internacional. 

Según sostiene la Corte de Constitucionalidad en su pronuncia­

miento lo cuestión jurídico se resumiría en el caso que nos ocupo en 

"determinar el atributo de competenc ia de los tribunales del Reino 

de España respecto de los supuestos hechos de carácter delic tivo 

sindicados a los amparistas y a otros ciudadanos guatemaltecos de 

origen y residentes en el territorio de la República de Guatemala, 

sucesos que también se señalan ocurridos en esta c ircunscripción 

7 Dice el Artículo 23(4) de lo LOPJ (redacción según Ley Orgánica 13/2007. de 19 
de noviembre. poro lo persecución extra territorial del tráfico ilegal o lo inmigración 
clandestino de personas (BOE núm. 278. de 20 de noviembre de 2007): «Igualmente 
será competente lo jurisdicción españolo paro conocer de los hechos cometidos 
por españoles o extranjeros fuero del territorio nocional susceptibles de tipificarse. 
según la ley penal española, como a lguno de los siguientes delitos: 
o)Genocidio. 

b) Terrorismo. 

e) Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves. 

d) Falsificación de monedo extranjero. 

e ) Los delitos relativos o lo prostitución y los de corrupción de menores o incapaces. 

f) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicos. tóxicas y estupefacientes. 

g)Tráfico ilegal o inmigración clandestino de personas. sean o no trabajadores. 

h) Los relativos a la mutilación genital femenina. siempre que los responsables se 
encuentren en España. 

i) Y cualquier otro que. según los tratados o convenios internacionales. deba ser 
perseguido en España.>> 

~ UNA MIRADA cRincA DE LA RESOLUCIÓN DE LA CoRtE DE CoNsmuciONALIDAD SOBRE JuSTICIA TRANSNACIONAL 

~ (ExPEDIENTE 3380-2007) 

G UATEMAlA: LA DENEGACI()N DE lAS EXTRADICIONES SOliCitADAS POR -

fsPANA POR CRIMENES DE DERECHO INTERNACIONAL 

territorial [Guatemala]".8 De tal determinación, dice la Corte "de­

p endería e ntender y decidir también con relación a la vulneración 

d el derecho a u n debido proceso, en la básica especificidad del 
d e recho a l juez natura1".9 

En resumidas cuentas. la concesión de los extradiciones dependería 

del reconocimiento o no de jurisdicción a los tribuna les de justicia 

españoles para investigar y perseguir los crímenes cometidos en 

G uatemala e n el marco del confiicto armado. 

Analizaremos de seguido los argumentos principales de la decisión 
judic ial y señalaremos sus fa lencias. 

s Ver p.63. últ. párrafo. 

9 Ver p.64. primer párrafo. 
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11. l os ARGUMENTOS PRINC IPALES DEL FALLO Y SU CRÍTI CA 

A) LA INTERPRETAC IÓ N DEL TRA TA DO DE E X TRA DICIÓN 

Dice la Corte de Constitucionalidad que pese o lo antigüedad del 

Tratado. de 1895. su valor obligatorio para los Estados Porte debe 

permanecer incólume. Y de seguido añade que el mismo: "[d]ebe 

ser objeto de análisis en cuanto o los instituciones vigentes en su 

époc a y que. por el principio de lo buena fe. eran los que los Esto­

dos suscriptores habrían de tener en c onsideración poro o bligarse 

Y debe ser confronta do respecto de los garantías de carácter fun­

damental que puedan afectar a los p ersonas tonto como los de 

naturaleza orgánica que preserven los derechos de los Estados a su 

igualdad soberano" .1o 

El postulado de la Corte sobre el método de interpre tación del 

Tratado es jurídicamente infundado y no se halla en consonancia 

con los obligaciones que e l derecho internacional impone a Gua­
temala. 

En efecto. lo Convención de Vie na sobre e l Derecho de los Trota­

dos.11 en la que Guatemala y España son Porte. dispone una reglo 
genera l de interpretoción. 12 Esa regla general. ha dic ho la Corte 

Internacional de Justicia. refleja el derecho internacional consuetu-

lO Ver p.66. 

11 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. adoptada el 22 de moyo 
de 1969 (11 55 U.N .T.S. 331. 81.l.M. 679). Entrada en vigor: 27 de enero de 1980. Rati­
ficado por Guatemala e l 21 de julio de 1997. España había adherido el 16 de mayo 
de 1972. 

12 Anthony Aust. Modern Treoty Low ond Proc tice. Cambridge. p.186. 

UNA MIRAC>A CRincA DE .A RESO.uc10N :>E "' C ORIE DE C o NSIIIUCIONA.I::>Ao sosRE JUSIICIA IRANSNACIONA. 
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G UAIEWI.A: LA DENEGACIÓN DE lAS EXTRADICIONES SOUCflADAS POR -

fs•AÑA "OR CRIMENES DE DEREC~O INTERNACIONAL 

d inorio e n lo moterio.' 3 Dicho regla determina que: 

Un trotado deberá interpretarse de buena fe conforme 

a l sentido corriente que hoya de atribuirse o los términos 

del trotado en e l contexto de estos y teniendo en cuen­

to su objeto y fin 1" 

Lo Corte Inte ramericano de Derechos Humanos. al explicar el 

m é todo con q ue debe interpretarse la Declaración Americana de 

Derechos y Deberes del Hombre de 1948. señaló que: 

[C]omo d ijo lo Corte Internacional de Justicia: "un instru­

menta internacional debe ser interpretado y aplicado 

e n e l cuadro del conjunto del sistema jurídico en vigor 

e n e l m omento en que la interpretación tiene lugar" ( ... ) 

Por eso lo Corte considera necesario precisar que no 

es o lo luz de lo que en 1948 se estimó que era el va lor 

y lo signific ación de la Declaración Americano como 

lo cuestión del status jurídico debe ser analizada. sino 

que es preciso determinarlo en el momento actual. 

ante lo que es hoy el sistema interameric ano. habido 

conside ració n d e la evolución experimentada desde la 

adopc ió n de la Declaración 15 

13 Corte Internacional de Justicia. Affa ire du différend térritoriol. Jomohiriyo Arobe 
Libyenne v . Tchod. Arrét du 3 février 1994, p.41. Disponible en ing lés y francés en: 
www.ici-cij.org/docket/ files/83/6897.pdf 

14 Artículo 31 ( 1) . Convención de Viena sobre e l Derecho de los Trotados. 

15 Corte lnte rome ricona de Derechos Humanos. Interpre tación de la dec laración 
Americano de los Derechos y Deberes del Hombre en el morco del artículo 64 de la 
Convenc ión Americana sobre Derechos Humanos; Opinión Consultiva OC- 10/89 de 
14 de julio de 1989. pora.37. 
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Por su parte el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. en sentido 

coincidente, observó que el Convenio Europeo para la Protección 

de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales de 1 9 SO era 

un instrumento que debía ser interpretado a la luz de las condiciones 

actuales y no solamente de acuerdo a las intenciones de quienes 

la celebraron en su entonces.16 

Ya veremos de seguido varios ejemplos en donde la errónea inter­

pretación del Tratado de Extradición y de o tras obligaciones con­

vencionales es manifiesta y ha llevado a la Corte a una conclusión 

errónea que viola las obligaciones de Guatemala bajo el derecho 
internacional. 

16 Eu~op~on Court of Human Rights. cose Loizidou v. Turkey (preliminory objections). 
Apphcot~on ~o. !~31~/89). Judgment. Strosbourg. 23 Morch 1995. poro.71 ("Thot the 
Conv~nflo~ 1s o hv1ng 1nstrument which mus! be interpreted in the light of present-doy 
cond1f1ons ~~ firmly rooled 1n l~e Court's cose-low ( ... ) 11 fo llows thot these provisions 
connot be 1nlerpreted solely 1n occordonce with the intentions of their outhors as 
expressed more !han forty yeors ogo"). 

~ UNA MIRADA CRITICA DE LA RESOLUCION DE LA CORIE DE C ONSIIIUCIONAUDAD SOBRE JUSTICIA TRANSNACIONAL 

~ (ExPEDIENTE 3380-2007) 
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EsPAÑA POR CRIMENES DE DERECfiO INTERNACIONAl 

a) LA TERRITORIA LIDAD Y LOS DELITO S O C RÍMENES COMPRENDIDOS EN EL 

TRATADO DE E XTRA DICIÓN 

En su pronunciamiento la Corte de Constitucionalidad procede a 

transcribir dist intas disposiciones contenidas en el Tratado de Ex­

tradición en tre España y Guatemala de 7 de noviembre de 1895 

que. según su interpretación, sólo reconocerían como aplicable 

en el caso la jurisdicción fundada en el p rincipio de territorialidad 

y, solamente. por los delitos o crímenes enumerados en el mismo. 

Según la Corte e l Tratado sólo habilitaría a las Partes Contratantes, 

Guatemala y España. a requerir la extradición de sus nacionales 

responsables de hechos delictivos definidos en el Tratado ocurridos 

exclusivamente en el territorio sometido a su propia jurisdicción Y 

que hubieren buscado refugio en e l restante (por ejemplo, un gua­

temalteco responsable por un hecho delictivo ocurrido en Guate­

mola que luego se refugia en España). No existe en el Tratado. dice 

la Corte de Constitucionalidad, "ninguna referencia explícita que 

permita entender que cualquiera de los dos Estados Partes puede 

tener competencia para conocer hechos delictivos ocurridos en el 

territorio soberano de la o tra parte"Y 

Tal interpretación . que dice basarse en la literalidad del Tratado Y 
en la supuesta voluntad de quienes lo celebraron en 1895, conduce 

necesariamente a un resultado irrazonable. 18 

17 Ver p.66. últ. párrafo. 

18 Por ejemplo. es el mismo Trotado de Extradición el que en su enumeración de 
crímenes incluye 0 lo piratería (ort.ll. 20). Este crimen. es bien sabido. como lo ha 
consagrado en primer lugar lo costumbre y ha sido codificado luego en instrumentos 
convencionales. sólo puede ser cometido en olla mor. en aguas no sometidos o lo 
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necesariamente a un resultado irrazonable. 18 

17 Ver p.66. últ. párrafo. 

18 Por ejemplo. es el mismo Trotado de Extradición el que en su enumeración de 
crímenes incluye 0 lo piratería (ort.ll. 20). Este crimen. es bien sabido. como lo ha 
consagrado en primer lugar lo costumbre y ha sido codificado luego en instrumentos 
convencionales. sólo puede ser cometido en olla mor. en aguas no sometidos o lo 



El derecho internacional convencional le impone o Guatemala 

una serie de obligaciones que han extendido el alc ance consa gro­

do en el Tratado de Extradición, tanto en lo relativo o los c rím enes 

comprendidos en su artículo 11 como en lo que atañe o su a lcanc e 

espacial. Nada de ello es mencionado por la Corte de Constituc io­

nalidad, quizá en rozón de lo equivocada metod o lo gía esg rimido 

para interpretar el a lcance del Tratado. 

La Convención sobre la Prevención y la Sanc ión del Delito de Ge­

nocidio de 194819, en la que tanto Guatemala c omo España son 

parte, luego de recordar en su parte preamb ular q ue e l genocid io 

es un delito de derecho internacional contrario a l e spíritu y a los 

fines de las Nac iones Unidas, establece que: 

Las Partes contratantes se comprome ten [ ... ] o con­

ceder la extradic ión conforme a su legislación y o los 
tratados vigentes20 

Uno de los más calificados autores que han escrito sobre el c rimen 

de g enocidio explica que la expresión: "conforme a su legislación y 

jurisdicción de ningún estado y se hallo sujeto a lo jurisdicción universal - no te rritorial 
·por porte de lodos los Estados. Ver Convención sobre el Derecho del M a r. M aniego 
Boy, 1982. orts. 101 y 105 (Guatemala es un Estado Porte desde e l 11 de febrera de 
1997). Ver también: L.A. Podestó Costo & José Moría Rudo. Derecho Internacional 
Público. TEA. Buenos Aires. p.545 y 546; R. Jennings & Arthur Wotts. Oppenheim's 
lnternotionol Low. Ninth Ed .. Vol.l. p.746: Antonio Cossese. ln terno tionol C riminal Low. 
Oxford. p.24. 

19 Adoptado y abierto o lo firmo y ratificación. o adhesión. por lo Asamblea General 
en su resolución 260 A (111). de 9 de diciembre de 1948. Entrada en vigor: 12 de enero 
de 1951. de conformidad con el artículo XIII. Guatemala depositó el instrumenta de 
ratificación el 13 de enero de 1950 y España adhirió el 13 de septiembre de 1968. 

20 20 Artículo VIl. 
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o los trotados vigentes" no puede sino aludir, en consonancia con los 

principios generales del derecho internaciona l. o los impedimentos 

existentes en a lgunos consti tuciones nociona les sobre la extradición 

de nocionales y lo aplicación de lo peno de muerte por p arte del 

Estado requirente.21 Ninguno d e esos dos extremos es aplicable a la 

demando de extradición formulada p or España en el asunto. 

De ello se d espre nde q ue, m erced las obligaciones d imanantes de 

es te instrumento convencional. vincu lante para Guatema la Y Espa­

ñ a. el crim en de genocidio, p ese a no estar enumerado en la letra 

del artículo 11 del Trotado de Extradición, obliga en principio a con­

ceder los extradic iones requeridas. Esta disposición convencional. 

que no ha sido mencionada en la sentencia del 12 de d iciembre, 
debió haber sido tenid a en cuenta por la Corte al enunciar el marco 
normativo aplicable a l caso y que. por una visión exclusivamente 

litera l y descontextuolizoda del Trotado b ilateral, olvidando su obje­

to y fin . lo ha llevado erróneamente a desdeñar su aplicación. 

Por su porte , lo Convención c ontra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

C rueles. Inhumanos o Degradantes22 d ispone en su artículo 8( 1) 

que : 

21 William A. Schobas. Genocide in lnternotionot Low. Cambridge University Press. 
2000. p.402-404. y dice textualmente: "Suggesling lhe phrose '_in oc_cor_dance w ith 
lheir laws and treo ties in force' goes so foros to ollow obsolute d1screllon 1n lhe exlro­
diting Stale is incansislenl with the trovoux préporotoires ond has the consequence 
a l depriving article VIl o f ony effet utile". 

22 Adaptada y abierta 0 la firma. ratificación y adhesión por lo ~sombleo ~e~erol 
en su resolución 39/46. de 10 de diciembre de 1984. Entrado en v1gor: 26 de JUnio de 
1987. de conformidad con el artículo 27 (1). Guatemala adhirió el S de enero de 1990 
y España e l 21 de octubre de 1987. 
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Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 

[torturas] se considerarán incluidos entre los delitos que 

dan lugar a extradición en todo tratado de extradición 

celebrado entre Estados Partes 

Esta disposición es vinculante tanto para Guatemala como para 

España. como Estados parte que son en aquel instrumento con­
venc ional. Y sobre la pretendida territoria lidad del Tratado de 

Extradición. la Convención contra la Tortura extiende ipso focto su 

alcance espacia l a l establecer sin ambages que: 

A los fines de la extradición entre Estados Partes. se con­

siderará que los delitos se han cometido. no solamente 

en el lugar donde ocurrieron. sino también en e l terri torio 

de los Estados obligados a establecer su jurisdicción de 
acuerdo con el párrafo 1 del artículo 5. 

De ello se sigue que la Corte. aún sosteniendo erróneamente la 

territorialidad del Tratado de Extradición. no pudo ignorar la obliga­

ción convencional de extender el alcance del mismo a los casos 

de extraterritorialidad prevista en lo que respecta a la tortura. Y a 
mayor abundamiento. la Convención también d ispone que: "La 
presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejerci­
da de conformidad con las leyes nacionales". con lo cual confirma 

la licitud y validez del ejercicio de la jurisdicción universal por parte 

de España en lo que al crimen de tortura se refiere.23 

23 Artículo 5(3) . Convención contra lo Torturo. 
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En igual sentido. la Convención sobre la Prevención y el Castigo 

de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas. inclusive 

los Agentes Diplomáticos24 dispone que "[e] n la medida en que los 

delitos previstos en e l artículo 2 [homicidio. secuestro u otro atenta­

dos contra lo integridad física o la libertad de una persona interna­

c io nalmente p rotegida) no estén enumerados entre los casos de 

extradic ión e n tratados de extradic ión vigentes entre los Estados 

partes. se considerarán incluidos como tales en esos tratados". 

También a firmo lo Convenc ión que a los fines de la extradición 

entre Estados partes. se considerará que los d elitos se han come­

tido. no solamente e n e l lugar donde ocurrieron. sino también en 

e l territorio de los Estados obligados a establecer su jurisdicción 
- incluyendo de ta l modo a España -. Esta Convención, en la que 
tanto Guatemala como España son parte, es aplicable a l pedido 

de extradición formulado en lo que a los sucesos relativos al ataque 

a la embojada española en la ciudad de Guatemala respecta Y es 

c itado expresamente en la solic itud de extradición del Juez espa­

ñol Santiago Pedraz. De lo expuesto se desprende a las c laras que 

este instrumento convencional ha extendido el a lcance material y 

espacia l del Tratado d e Extradición de 1895. 

Nada dice la Corte en su fallo sobre la aplicación de esta Conven­

c ión o la solic itud de extradición. 

24 Nue vo York. 13 d e diciembre de 1973. Guatemala depositó el instrumento de 
ratificación el 18 de enero d e 1983 y España hizo lo propio el 8 de agosto de 1985. 
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En sentido coincidente al expuesto. los Principios de Cooperación 

Internacional en lo Identificación. Detención. Extradición y Castigo 

de los Culpables de Crímenes de Guerra. o de Crímenes de Lesa 

Humanidad ( 1973). luego de establecer que todo estado tiene 

derecho o juzgar a sus propios nacionales. consagrando de dicho 

modo el principio jurisdiccional extraterritorial de la personalidad 

activo, establece con claridad meridiana que: 

Los c rímenes de guerra y los crímenes de lesa huma­

nidad, dondequiera y cualquiera que sea la fecha en 

que se hayan cometido. serán objeto de una investi­

gación. y las personas contra las que existen pruebas 

de culpabilidad en la comisión de tales crímenes serán 

buscadas. detenidas. enjuiciadas y, en caso de ser de­

claradas culpables, castigadas.25 

Los Principios añaden también que los Estados cooperarán bilateral 

y multilateralmente para reprimir y prevenir los crímenes de guerra y 

los crímenes de leso humanidad y tomarán todas los medidas inter­

nas e internacionales necesarias a ese fin. Finalmente. consagran 

que: "A este respecto, los Estados cooperarán entre sí en todo lo 

relativo a la extradición de esas personas" .26 

La Resolución 2840(XXVI) de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas. en sentido similar. ha urgido o 

"todos los Estados o cooperar entre sí. especia lmente 

en la reunión y transmisión de información que pueda 

25 Res.307 4 (XXVIII) de la AG. de 3 de diciembre de 1973. artículo 1. 

26 Artículo 5. 

UNA MIRADA CRITlCA DE LA RESOLUCIÓN DE lA C ORTE DE C ONSTITUCIONI\liDAD SOBRE JUSTICIA TRANSNACIONAL 

(Ex•miENTE 3380-2007) 

G UATEMA.A: LA DENEGACIÓN DE \AS EXTRI\OICTONES SOUCITADI\S POR -

ESPANA POR C~L'1ENB DE DEREC~O INTERNACIONA L 

contribuir a la identificación de las personas culpables 

de crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad, 

y o su detención. extradición y castigo" Y 

Asimismo. los Principios relativos o una eficaz prevención e investi­

gación de los ejecuciones extralegales. arbitrarias o sumarias ( 1989) 
dispone que: 

Los gobiernos velarán por que sean juzgadas las per­

sonas que lainvestigación haya identificado como 

participantes en ejecuciones extralegales. arbitrarias o 

sumarios. en cualquier territorio bajo su jurisdicción. Los 

gobiernos harán comparecer a esas personas ante la 

justicia o colaborarán para extraditarlas a otros países 

que se propongan someterlas a juicio. Este principio se 

aplicará con independencia de quienes sean los perpe­

tradores o las víctimas. del lugar en que se encuentren. 

de su nacionalidad. y del lugar en el que se cometió e l 

delito.28 

También. aunque no reviste aún carácter vinculante. pues tanto 

Guatemala como España son sólo Estados signatarios. la Conven­

ción Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 

los Desapariciones Forzadas. dispone que: 

27 Resolución de 18 de diciembre de 1971 . Cuestión del castigo de los criminales de 
guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad. Ver. 
también. res.2712 (XXV); 2583 (XXIV) . 

2e Recomendado por el Consejo Económico y Social en su resoluc ión 1989/65. de 24 
de moyo de 1989. artículo 18. 
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El delito de desaparición forzada estará comprendido 

de pleno derecho entre los delitos que den lugar a 

extradic ión en todo tratado de extradició n celebrado 

entre Estados Partes antes de la entrada en vigor de la 
presente Convenció n.29 

De lo expuesto se sigue que la Corte de Constitucionalidad debió 

tener en consideración para resolver el asunto no sólo los disposi­

ciones del Trotado de Extradic ión de 1895, sino tambié n cláusulas 

contenidas en otros instrumentos convencionales de carácter 

obligatorio para Guatemala. También debió haber tenido presente 

e l tenor de distintas declaraciones adoptadas por lo comunidad 

internacional en su conjunto sobre lo represión de los c rímenes de 

derecho internacional. Al no hacerlo. como es potente. omitió ex­

tender el a lcance material y espacial del Trotado o otros c rímenes 

de derecho internacional y jurisdicciones no enunciados literalmen­

te en éL pero no por ello menos obligatorios. 

Curiosamente, es la misma Constitución Política de Guatemala lo 

que enuncia de modo general que: "La extradición se rige por lo 
dispuesto en trotados internac ionales" .3o 

Debe observarse también que lo Corte omitió reconocer q ue otros 

29 
Artículo 13 (2 ). Lo Convención fue adoptado el 20 de diciembre de 2006 por lo 

Asamblea General de lo ONU. A/RES/61/177. Guatemala es un Estado signatario 
desde el 6 ~~ febrero de 2007 y España d esde el 27 de septiembre del mismo año. 
Lo ConvenCion no ha entrado aún en vigor. 

30 Articulo 27. 
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instrumentos convencionales y e l derecho internacional consue­

tudinario autorizan o España y o todos los estados o extender su 

jurisdicción m ás a llá de su territorio c uando de c rímenes de dere­

c ho internacional se troto. Yo ahondaremos más adelante a este 
respecto. 

En sumo, uno c orrecto aplicación del derecho internacional - no 

limitado o lo lite ralidad del Trotado de Extradición - hubiera llevado 

o la Corte o un p ronunciamiento muy diferente, de conformidad 

con los obligaciones que pesan sobre Guatemala en la materia. Y 

así hubiera podido expresar como lo hiciera la Corte Permanente 

de Justicia Internacio na l en 1927 en e l asunto Lotus lo real dimensión 

Y alcance de lo territorialidad desde lo perspectivo del derecho 
internacional: 

(s]i es verdad que el principio de lo territorialidad del 

Derec ho Penal sirve de fundamento en todas las legisla­

c iones, no es menos c ierto que todas o casi todas estos 

le gislacio nes extienden su acción a delitos cometidos 

fuero de su territorio, y esto conforme a sistemas que 

cambian de Estado o Estado. Lo territorialidad del 

Derecho Penal no es. pues. un principio absoluto de 
Derecho internacional y de ningún modo coincide con 
lo sobera nía territorial.31 

3 1 S.S. Lo tus (Fronce v. Turkey). 1927 P.C.I.J. (ser.A) No.10 (trad. libre). 



El delito de desaparición forzada estará comprendido 
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extradic ión en todo tratado de extradició n celebrado 

entre Estados Partes antes de la entrada en vigor de la 
presente Convenció n.29 

De lo expuesto se sigue que la Corte de Constitucionalidad debió 

tener en consideración para resolver el asunto no sólo los disposi­
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Debe observarse también que lo Corte omitió reconocer q ue otros 

29 
Artículo 13 (2 ). Lo Convención fue adoptado el 20 de diciembre de 2006 por lo 

Asamblea General de lo ONU. A/RES/61/177. Guatemala es un Estado signatario 
desde el 6 ~~ febrero de 2007 y España d esde el 27 de septiembre del mismo año. 
Lo ConvenCion no ha entrado aún en vigor. 
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e) EL CARÁCTER POLÍTICO DE LOS CRÍMENES POR LOS QUE SE REQUIERE LA 

EXTRADICIÓN Y, DE SEGUIDO, LA PROHIBICIÓN DE EXTRADITAR 

l. SOBRE EL CARÁCTER POLÍTICO DE LOS CRÍMENES 

Dice la Corte de Constitucionalidad que: "En cuanto a la natura­

leza de los delitos atribuidos a guatemaltecos ocurridos en la sede 

d iplomática del Reino de España y de los sucedidos a c iudadanos 

españoles ( ... ) son indudablemente conexos con delitos de tipo 

político". Y basa tal afirmación e n lo manifestado por e l Juez de 

primera Instancia en España que, a l describir los acontecimientos 

objeto de la investigación judicial que llevó a cabo, sostuvo q ue : 

"Los hechos objeto de la denuncia se circunscriben cronológica­

mente a l tiempo de guerra que azotó durante tre inta y seis años a 
Guatemala". 

La deducción de la Corte es a toda luz sorprendente. 

Si como lo afirma e l Juez español y lo reitera la Corte de Const i­

tucionalidad en repetidas oportunidades el conflicto que tuviera 

lugar en Guatemala ha sido un conflicto armado de carácter no 

internacional. necesariamente, una porción sustanc ial de los c ríme­

nes ocurridos e n su curso constituyen crímenes de guerra. Y otra 

porción, también seguramente. c rímenes de lesa humanidad o. 
incluso, genocidio, pero nunca delitos políticos o conexos con ellos. 

Esta categoría de c rímenes a la que alude la Corte, que se abstiene 

de definirlos o de enunciar sus e fectos jurídicos, no constituye una 

especie o categoría de crímenes dentro del derecho internaciona l 

y no puede ser utilizada válidamente para interpretar un instrumen-
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to convencio nal de carácter b ilateral. 

Más aún, lo Corte de Constitucionalidad afirma que siendo los 

delitos o crímenes por los que e l Estado español ha formulado el 

pedido de extradición delitos políticos o conexos con ellos, en espe­

cia l aquel los ocurridos en oportunidad del asalto a la embajada de 

Españ a en Guatemala, se hallan regidos por las d isposic iones del 

artícu lo 27 de lo Constitución de Guatemala,32 que los eximiría de la 

obligación de extradi tar. y funda en ello su negativa a satisfacer la 

solicitud de extradición por tal e vento y por otros además. 

Veamos qué se enuncia e n a lgunas convenciones internacionales 

en las que Guatemala es parte y qué obligaciones ha asumido ese 

Estado merced los m ismas. 

Por ejemp lo, dice e l artículo VIl de la Convención para la Preven­

ción Y lo Sanción del Delito de Genoc idio, vinculante como hemos 

dicho yo poro Guatemala y España, que: 

A los efectos de extradición, el genocid io y los otros 

actos enumerados en e l artículo 111 (actos que consti­

t uyen genocidio] no serón considerados como delitos 
políticos 

32 Dice dicho or tícuto: "Derecho de asilo. Guatemala reconoce el d.e~~cho ~e asilo 
y lo otorgo de acuerdo con los prácticos in ternocionole.s: Lo extrodt~ton se r~ge por 
lo d ispuesto en tro tados internacionales. Por delitos polthcos no se mtentoro lo ex­
tradición de guatemaltecos. quienes en ningún coso serón entregados o gobierno 
extranjero. salvo lo dispuesto en trotados y convenciones con respecto o los delitos 
de leso humanidad o contra el derecho internacional. No se acordará lo expulsión 
del territorio nocional de un refugiado político. con destino a l país que lo persigue" . 
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La Convención sostiene además en su artículo 1 que las Partes con­
tratantes confirman que el genocidio, "ya sea cometido en tiempo 

de paz o en tiempo de guerra. es un delito de derecho interna­

cional que ellas se comprometen a prevenir y a sancionar". Otros 

instrumentos internacionales vinculantes para Guatemala también 

prohíben considerar a los crímenes de derecho internacional com o 
delitos políticos.33 

De manera coincidente la Convención Interamericano sobre Des­

aparición Forzada de Personas determina que: 

La desaparición forzada de personas no será considera ­

da delito político para los efectos de extradición.34 

La Convención Internacional para la Protección de Todas las Per­

sonas contra las Desapariciones Forzadas. en la que Guatemala y 

España son Estados signatarios. señala con igual c laridad que: 

A efectos de extradición entre Estados Partes. el delito 

de desaparición forzada no será considerado delito po-

33 Por ejemplo. aunque el crimen que ello define no es aplicable al coso que 
n~s ocupo, lo Convención Internacional sobre lo Represión y e l Castigo del 
Cnmen de Apartheid determina que: "Los actos enumerados en el artículo 
!' d~ ~a presente Convención [actos inhumanos cometidos con el fin de 
InStitUir Y mantener lo denominación de un grupo racial de personas sobre 
cualquier otro grupo racial de personas] no se reputarán delitos políticos 
poro los efectos de lo extradición", artículo XI. Guatemala es un Estado 
porte desde el 1 S de junio de 2005. 
34 Convención Interamericano sobre Desaparición Forzada de Personas, 
adoptado en Belem do Paró, Brasil. el 9 de junio de 1994. Entró en vigor el 
28 de marzo de 1996. de conformidad con el artículo XX de lo Convención. 
Guatemala depositó el instrumento de ratificación e l 25 de febrero de 
2000. 
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lítico. delito conexo a un delito político ni delito inspirado 

en motivos políticos. En consecuencia, una solicitud de 

extradición fundada en un delito de este tipo no podrá 

ser rechazada por este único motivo3s 

De lo expuesto puede concluirse que el derecho internacional niega 

expresamente que los crímenes de derecho internacional puedan 

ser considerados como delitos políticos o conexos con ellos.36 

35 Artículo 13( 1) . 
30 Por ejemoplo, el nuevo Código Procesal Penal del Perú, en su artículo 
5_17(2) (~) establece que: "Lo extradición no tendrá lugar. igualmente( ... ) 
SI el d_ehto fuere exclusivamente militar. contra lo religión. político o conexo 
con e l, de prenso. o de opinión. Lo circunstancia de que lo víctima del 
t:echo punible de que se troto ejerciera funciones públicos. no justifico por 
SI solo que dicho delito seo calificado como político. Tampoco politizo el 
hec;ho de que el extraditado ejerciere funciones políticos. De igual m~nero 
eston fuero de lo consideración de delitos políticos. los actos de terronsmo: 
los delitos contra lo humanidad y los delitos respecto de los cuales el P~ru 
hub1~r_o _asumido uno obligación convencional internocion?l de e~trod1tor 
o _ enJUICiar". Uno disposición similar contiene lo Ley sobre cnmene:s l_nterno­
Cionoles de lo s Países Bajos. que enuncio que los crímenes repnm1dos en 
eso ley - genocidio. crímenes de leso humanidad y crímenes de guerra. 
no serón considerados delitos políticos o los fines de extradición (Act of 
19 June: 2~03 contoining rules concerning serious violations of inlern?tional 
humon¡fonon low (lnternational Crimes Act). seclion 12) . Otro tonto d1spone 
lo Ley irlandesa de adaptación del Estatuto de Romo de lo Corte Penal In­
ternacional (Secfion 3: Amendmenllo the Extradition Act 1965. This section 
omends section 11 of the Exfrodifion Acf 1965 by providing that offences 
under !he Geneva Conventions Act 1962 os omended ond offences under 
lhe c urren! Act ore no! to be regorded as politicol offences for the purpo­
ses of extrodition"). También la resolución dellnstifut de Droit lnternotionol. 
en su sesión de 1983, New Problems of Extrodition. en su ort.ll1(3) (" Acts of 
porticulorly heinous chorocter. such os octs of ferrorism. should no! be con­
sidered politicol crimes"). 
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11. SOBRE LA PROHIBICIÓN DE EXTRADITAR BASADA EN LA CONSTITUCIÓN 

P OLÍTICA 

La prohibición establecida en el artículo 27 de la Constitución 

guatemalteca - que dicho sea de paso exceptúa lo dispuesto en 

tratados y convenciones con respecto a los delitos de lesa humani­

dad o contra el derecho internacional - no resulta aplicable frente 

a las obligaciones consagradas por el derecho internacional y 

aceptadas por Guatemala . Ello debió ser observado por la Corte 

de Constitucionalidad en su pronunciamiento. 

Como Estado parte de la Convención de Viena sobre el Derecho 

de los Tratados Guatemala ha reconocido la primacía del derecho 

internacional por sobre toda norma de carácter local. incluyendo 
su Constitución Política. Como se ha d ic ho con razón. el derecho 

interno de un estado no puede constituir una escapatoria a la eje­

cución de un tratado y, en consecuencia. a la responsabilidad que 
de él pueda derivarseY 

El a rtículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados. que refieja el derecho consuetudinario.38 determina que: 

3 7 Annemie Schaus. en Les Conventions de Vienne sur le droit des traités. 
Commentoire orticle por orticle. Olivier Corten & Pierre Klein (dir.). Bruxelles. 
Bruylant-Centre de droit internationoi-Université Libre de Bruxelles. 2006. 
article 27. p.ll21. También Francisco Villagrón Kromer ha dicho que« Lo im­
p~rt~:mt~ es que en cumplimiento de lo regla pacta sunt servando el orden 
JUrldiCO 1nterno permito ejecutar los compromisos internacionales y que no 
obstruya ni impido lo aplicación de los regios de Derecho Internacional 
que correspondan", Derecho de los Trotados. 2002. p.76. 

38 Annemie Schous. supra. p. l 124 ("Le príncipe de l'impuissonce du droit 
interne ó justifier la non-exécution d'un troité. telle que con tenue ó l'article 
27. refléte en !out étot de cause le droit interno tio nol coutumier ») . 
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Una parte no podrá invocar las disposiciones de su de­

recho interno como justificación del incumplimiento de 
un tratado 

Lo Corte de Constitucionalidad. llamativamente. también omitió 

señalar en su pronunciamiento. que contiene numerosas referen­

cias o la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
que al tiempo de convertirse en parte de la misma Guatemala 

formuló varios reservas. entre ellas una relativa al mentado artícu lo 

27. En d icha reserva Guatemala sostuvo que reconocía solamente 

la primacía del derecho internacional con relación a la legislación 

secundaria u ordinaria guatemalteca. excluyendo expresamente 

o su Constitución Política. la que conservaría así primacía sobre 
aquél. 

Eso reserva, debe señalarse. ha sido observada por varios Estados, 

que han objetado la misma y la han considerado como carente 

de valor jurídico a lguno y como no constituyendo un impedimento 

para lo entrada en vigor de la Convención entre ellos. sin que Gua­

temala pueda prevalerse de la reserva. 39 

3~ Ver. por ejemplo. los objeciones formulados por Austria ("Austria is of the 
v1ew lhot the Guotemolon reservotions refer olmos! exclusively lo general 
rules of [the said Convention] mony of which a re solidly bosed on internotio­
nal customary low. The reservotions could coll into question well-estoblished 
ond universolly accepted norms. Austria is of !he view thot !he reservotions 
olso raise doubts os to their compotibility with the object ond purpose o f 
the [said Convention]. Austria therefore objects lo these reservotions. This 
objection does not preclude the entry inlo force o f !he [soid Convention] 
between Austria ond Guatemala"); Bélgica (The reservotions entered by 
Guatemala essentiolly concern general rules loid down in the [soid Con­
vention). mony of which form por! of customory internotionol low. These 
reservotions could coll into question firmly estoblished ond universolly 

--
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Por otra parte, la inobservancia del a rtículo 27 de la Conve nción 
de Viena ya le ha valido en el pasado a Guatemala la observac ión 

del Comité de Derechos Humanos de la O NU. Sobre la p rete ndida 

primacía de la Constitución el Comité ha advertido que: 

El Comité siente preocupación con respecto a la a legación del 

Estado Parte en cuanto a que sus preceptos constitucionales le 

impiden dar debido cumplimento a las disposiciones del Pacto, lo 

cual lo ha llevado, por ejemplo, a mantener una jurisdicción perso­

nal para los militares, y al desconocimiento de algunos derechos de 

los miembros de las comunidades indígenas. El Estado Parte no de­

bería aducir las limitac iones de su Constitución como m otivo para 

accepted narms. The Kingdom of Belgium therefore raises an objection 
to the reservations): Dinamarca (lt is in the common interest o f Stotes fhot 
treoties to which they hove chosen to become Porties o re respected, os lo 
their objec t and purpose, by oll Porties ond thot S tates ore prepored lo un­
dertake any legislotive chonges necessory to comply wi th their obligotions 
under the treaties. The Government of Denmork therefore objects lo the 
aforesaid reservations mode by the Government of Guatemala to [the. so id 
Convention]) ; Finlandia (" In addition. the Government of Finlond cons~ders 
the reservotion to article 27 of the Convention porticularly problemat1c as 
it is a well-established rule of customary internationallaw. The Governm~nt 
of Finland would like to recall that accord ing to artic le 19 e of th e [sa1d] 
Convention, a reservation incompatible with the objec t ond purpose of the 
Convention shall not be permitted") ; Suecia (The Government of Sweden 
there fore objects to the a foresaid reservations made by the Government of 
Guatemala to the [sa id ] Convention. This objection does not preclude the 
e ntry into force of the Convention between Guatemala and Sweden. The 
Convention will thus become operative between the two Stotes without 
Guatemala benefiting from this reservation") y Reino Unido ("The Gover­
nment of the United Kingdom object to the reservation e ntered by Costo 
Rica in respect of article 27 o nd reiterote their observotion in respecl of the 
similar reservotion en tered by the Republic of Guatemala." ). " 

_....,_ UNA MIRADA cRincA DE"' RESOLuCióN DE"' C oRTE DE C oNSHIUCJONAUDAD soBRE JuSnCIA TRANSNACIO NA L 

~ (EXPEDIENTE 3380-2007) 

G uATEMAlA: LA DENEGACIÓN DE w EXlRAOICJONES souCilADAS ?OR -

ESPAÑ,\ POR C RÍM ENES DE DERECHO INTERNAC IONAl 

e l incumplimiento del Pacto, sino que debe elaborar las reformas 
nece sarias para lograr dicho cumplimiento 

En resumen, la Corte de Constitucionalidad debió haber recono­

cido en su pronunciamiento que los crímenes por los que España 

demandó la extradición constituyen c rímenes de derecho inter­
nacional, según la costumbre y los tratados, e imponen siempre la 

obligación de extraditar o juzgar. También, la Corte debió haber 

reconocido que, desde la óptica del derecho internacional, la dis­

posic ión conte nida en el artículo 27 de su Constitución Política no 

puede constituir un obstáculo para la ejecución de las obligaciones 
contenidas en un tratado. 

En suma, el fallo de la Corte de Constitucionalidad inobservo tam­

b ié n las obligaciones que Guatemala ha contraído bajo los términos 

de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
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o) LA CONDICIÓN DE ESPAÑA COMO AUSPICIANTE DEL A c UERDO DE 

p Al Y, POR ELLO, SU DEBER 

En el c a pítulo VI del fa llo la Corte de Constitucionalidad relata su 

parecer sobre las tres décadas de confiicto armado que padeció 

Guatemala y señala que la vía adoptado poro concluir el mismo 

fue la celebración de distintos acuerdos de paz entre las fuerzas 

contendientes. Estos acuerdos fueron auspiciados y alentados 

también, como lo a firma la Corte, por d istintos Estados extranjeros. 

entre ellos España. Especial sig nificación reviste e l Acuerdo de Paz 

Firme y Duradera de 29 de diciembre de 1996, que constituye la 

culminación de todos los anteriores y que puso fin a más de tres 

décadas de conflicto armado. 

La Corte sostiene en su pronunciamiento que el acompañamiento 

brindado por el gobierno de España durante todo el p roceso de 

negociación p revia al Acuerdo d e Paz y en la celebració n de éste 

implica e l reconocimiento de la validez íntegra de los acuerdos. Y 
añade que: 

En ese orden. c reyendo que e l Estado español, como 

unidad. testimonió el evento de lo paz y de reconcilia­
ción en esto porte de Centroomérico y aplicando en e l 

coso lo dispuesto por el a rtículo 7 de lo Convención de 

Viena sobre el Derecho de los Tratados, que señalan lo 

innegable representatividod internacional de su Gobier­

no se desprende que el Poder Judicial de ese Reino ha 

inobservado respecto de Guatemala aspectos fundo­

mentoles de los Acuerdos de Paz Firme y Duradero ( ... ) 

UNA MIRADA CRITICA OE .A RESO.UCIÓN DE .A CORTE DE CONITITUCIONA.ODAD S08RE JUSTICIA TRANINACIONAL 

(ExPEDIENTE 3380-20071 

G UATEM ALA: lA DENEGACIÓN DE LAS EXTRADICIONES SOLICITADAS POR 

EsPAÑA POR CRl"ENES DE DERECHO INTERNACIONAL 

Esto manifestación por porte de lo Corte de Constitucionalidad ca­

rece del menor sustento jurídico. En primer lugar, porque el Acuerdo 

de Paz Firme y Duradera, celebrado entre el Gobierno de Guate­

molo y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), 

no es un trotado según el derecho internacional y, por ende, no 

creo obligaciones de derecho internacional. El artículo 2( 1) de lo 

Convención de Viena sobre e l Derecho de los Trotados claramente 

señalo que: "se entiende por 'trotado' un acuerdo internacional 

celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho inter­

nacional. yo conste en un instrumento único o en dos o más instru­

mentos conexos y cualquiera que seo su denominación particular". 

Es cloro que lo Unidad Revolucionario Nacional Guatemalteca no 

es un estado ni tiene capacidad poro celebrar trotados. Tampoco, 

de los términos de lo Convención de Viena sobre el Derecho de 

los Trotados celebrados entre Estados y Organizaciones lnternocio­

noles.~0 se desprende que lo URNG pueda revestir la condic ión de 

"organización internacional" y. por ende, ostentar la capacidad de 

celebrar trotados. 

En segundo lugar. porq ue no siendo España parte contratante en 

e l Acuerdo de Paz, que bien señalo que son sólo el gobierno de 

lo República de Guatemala y lo Unidad Revolucionario Nocional 
Guatemalteco los que acuerdan lo pactado.~• no ha asumido ese 

Estado ninguno obligación de carácter jurídico. A ese respecto, lo 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Trotados dispone 

4 D Doc . A/CONF.129/15. Viena. 21 de marzo de 1986. Aún no en vigor. 

4 1 Preámbulo. aportado 7°. 

--
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que: "Un trotado no creo obligaciones ni derechos poro un tercer 
Estado sin su consentimiento" .•2 

Por ello deviene llamativo que lo Corte afirme, infundadamente, 

que el "Poder Judicial de ese Reino ha inobservodo respecto de 

Guatemala aspectos fundamentales de los Acuerdos de Paz", los 

que por otro porte el Tribunal no aclaro cuáles son. Muy al c ontrario, 

e l Acuerdo de Paz parece estor empopado de un espíritu diame­

tralmente opuesto al señalado por lo Corte. Adviértase que lo d is­

posición 4 del Acuerdo consagro que: "Es un derecho del pueblo 

de Guatemala conocer p lenamente lo verdad sobre los violaciones 

de los derechos humanos y los hechos de violencia ocurridos en e l 

morco del enfrentamiento armado interno". 

En otro sección del follo, lo Corte dice expresamente sobre e l 

Acuerdo de Paz Firme y Duradero que al culminar el histórico 

proceso de negociación poro lo búsqueda de la paz por medios 

políticos, el Gobierno de Guatemala y lo Unidad Revolucionario 

Nacional Guatemalteco dejan constancia de su reconocimiento o 

los esfuerzos nocionales e internaciona les que han coadyuvado o lo 

conclusión d el Acuerdo de Paz Firme y Duradero e n Guate m a la( ... ) 

Valoran asimismo el acompañamiento del G rupo de Países Amigos 
del Proceso de Paz de Guatemala, integrado por lo República de 

Colombia, el Reino de España, los Estados Unidos de América, los 

Estados Unidos Mexicanos, El Reino de Noruego y lo República de 
Venezuela. 43 

4 2 Artículo 34. 

43 Ver p.lOl. 

~ UNA MIRADA CRiTICA DE LA RE$0LUCION DE LA CoRTE DE C ON$nJUCIONAUDAD $OBRE JusnCIA JRANSNACIONAL 
~ ( ExPEDIENTE 3380-2007) 

GUATEMALA: LA DENEGACIÓN DE w EJCTRADICIONES SOUCIIADAS POR -

E$PAÑA POR CRIMENE$ DE DERECHO INIERNACIONAL 

No es razonable conclu ir, de dicho texto, que España - que no es 

siquiera sig natario del Acuerdo - hoyo asumido el deber de abste­

nerse de su obligación, bajo e l d erecho internacional, de investigar 

y perseguir a los personas responsables de c rímenes de derecho 

internacional, como lo son el genocidio, los crímenes de lesa huma­

nidad, los crímenes de guerra, lo torturo, lo desaparición forzado de 

personas y los homicidios extrajudiciales. Concluir que del "acom­

pañamiento", como lo define el Acuerdo, de España al proceso 

de paz se derivo uno obligación de no ejercer su jurisdicción penal 

cuando el derecho internacional expresamente la autorizo o ello es 

sólo uno expresión de deseos que carece de fundamento legal. 

Sólo o modo de ejemplo recordaremos que lo Corte Especial para 

Sierro Leona resolvió un coso muy similar al presente. En uno ape­

lación de lo defensa de los acusados Morris Ka/Ion y Brimo Bozzy 

K amara, que sostenía que el Acuerdo de Lomé que puso fin o las 

hostilidades entre los contendientes en ese país constituía un trota­

do internacional - habido cuenta que el mismo había sido suscrito 

también por e l representante del Secretorio General de lo ONU y 

por varios jefes de estados como garantes- señaló su verdadero 

naturaleza jurídico. El Tribunal internacional, luego de reconocer 

que todo acuerdo de paz entre fuerzas contendientes en un mismo 

Estado es siempre auspiciado o a lentado por otros Estados o por 

organizaciones internacionales como gara ntes morales o media­

dores, sostuvo que el Acuerdo de Lomé, suscrito entre e l Gobierno 

de Sierro Leona y los representantes del Revo/utionory Armed Front 

(RUF), estaba regido por e l derecho local de Sierra Leona y que de 

é l no podían derivarse obligaciones propios del derecho interna­

cional. Lo Corte puntualizó que el grupo insurgente que celebró el 
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4 2 Artículo 34. 

43 Ver p.lOl. 
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(RUF), estaba regido por e l derecho local de Sierra Leona y que de 

é l no podían derivarse obligaciones propios del derecho interna­

cional. Lo Corte puntualizó que el grupo insurgente que celebró el 



Acuerdo - las RUF- no era el representante de un estado y por ello 

no podía asimilarse dicho acuerdo a un tratado internacional. La 

Corte observó que de la condición de garante no se deriva obliga­

ción jurídica alguna.44 

Por lo expuesto puede concluirse que del Acuerdo de Paz Firme Y 

Duradera no se deriva en absoluto para el Estado español obliga­

c ión jurídica alguna. Nada pod ría, por otra parte, eximir a España 

de su deber de hacer comparecer ante la justicia a los presuntos 

responsables de crímenes de derecho internacional. 

44 SCSL. Cose No .SCSL-2004-15-AR72(E) y Cose No .SCSL-2004-16-AR72(E). poro.40 
("Almos! every conOic t resolution will involve the porties l o the connict o nd the m e­
diato r o r focilitotor o f the setttement. or person or bodies under whose ouspic es the 
se ltlement took place but who ore no t ot o ll p orties to the conflic t. ore not controc­
ting porties o nd who do not clo im ony obligotion from !he controc ting porties o r incur 
ony obligotion from the settlement" ). 
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G UATEMALA: l.A DENEGACION DE lAS EXTRADICIONES SO UCJTADAS POR -

ESPAÑA •OR CRÍM ENES DE DEREC HO INTERNACIONAl 

EL EJERCICIO "UNILATERAL" DE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL POR 

PARTE DE E SPAÑA 

En varias oportunidades la Corte de Constitucionalidad manifies­

to que e l Estado guatemalteco no ha delegado sus potestades 

ju risdiccionales e n el Estado español para la investigación y perse­

c ución de crímenes cometidos en su territorio sobre v íc timas de na­

c ional idad gua temalteca y, en a lgunos casos, española.45 También 

califico varios veces al ejercicio de jurisdicción por España como 

"unilatera l". Otros veces, en fin, afirma que, sin negar el ejercicio de 

lo jurisdicción universal por parte de España, Guatemala conserva 

lo facultad de dar cumplimiento o no a las resoluciones adop tadas 

por su Poder Judicial. p ues ambos son estados soberanos en un p ie 
d e igualdad. 

En especia l, lo Corte de Constituciona lidad pretende justificar una 

supuesto e xclusividad de los tribunales de justicia gua temaltecos 

en lo circunstancia de que la Convención para lo Prevención Y 

Sanción del Delito de Genocidio sólo prevé en su letra lo represió n 

de d icho c rimen por parte de los tribunales de justic ia del estado 

en cuyo te rritorio se ha cometido el mismo, o por una c orte p ena l 
internacional cuya competencia haya sido rec onocid a por las par­

tes contratantes, lo que no es e l caso de Guatemala. Luego ha c e 

extensivo lo pre tendida territoria lidad a otros crímenes. 

4 5 Por ejemplo. en lo página 72. último párrafo . lo Co~e ?i~e que: "~esulto evidente 
que el Reino d e España. por m edio de sus árgano~ ¡~d1c1oles. no l1ene ~ompeten­
cio poro esgrimir el Trotado de Extradición po;o sohc1tor lo entreg.o de c1ud '?donos 
guatemaltec os de o rigen. resid entes en el p o1s. p or supuestos d ehtos comelldos en 
territo rio guatemalteco en violación del régimen juríd ico pena l guatemalteco" . Ver 
igualm ente p ágs.82 y 1 08 del Follo. 
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Es notable que la Corte no manifieste que tanto la jurisprudencia de 

numerosos tribunales nacionales e internacionales y la doctrina se­

ñalan, predominantemente. que todos los estados pueden ejercer 

jurisdicción universal cuando de crímenes de derecho internacional 
se trata. 

En este sentido, la Corte Internacional de Justicia en e l caso Apli­

cación de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito 

de Genocidio (Bosnia y Herzegovina v. Yugoslavia) afirmó que los 

derechos y obligaciones consagrados en la Convención son dere­

chos Y obligaciones ergo omnes y que la obligación de los estados 

de prevenir y sancionar el crimen de genocidio no se halla limitado 

territorialmente por dicho instrumento.46 

Ya en 1968 la Corte Distrito! de Jerusalén. en e l caso Eichmann . 
había afirmado que: 

El Tribunal es de la opinión que la ausencia en la Con­

venc ión [sobre Genocidio] de una disposición relativo a 

la jurisdicción universal (conjuntamente con e l fracaso 

de constituir una corte penal internacional) es un grave 

defecto de su texto, el cual debilita los esfuerzos para 
impedir la comisión de este crimen horrendo y su con­

siguiente castigo, pero no hay nada en ella que nos 

46 Cose concerning opplicotion of !he convention on the prevenlion ond punish­
ment of lhe crime of genocide (Bosnio ond Herzegovino v. Yugoslavia). Preliminory 
Objections. Judgment of 11 July 1996, poro.31 ("11 follows thot the rights ond obligo­
tions enshrined by lhe Convenlion are rights ond obligotions e rgo omnes. The Courl 
notes lhot lhe obligotion eoch Stote lhus has lo preven! ond lo punish lhe crime of 
genocide is no ! territoriolly limiled by the Convention"). 
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conduzca a pensar que existe una regla que impida el 

ejerc ic io de la jurisdicción universal con respecto a l cri­

men en cuestión. Es claro que la referencia contenida 

en el Artículo VI sobre la territorialidad. además de la 

jurisdicción de una corte penal internacional que toda­

vía no existente. no es exhaustiva47 

Año s más tarde un tribunal federal de los Estados Unidos concluyó 

que la jurisdicción de Israel para someter a proceso a John Dem­

janjuk "es conforme al principio de derecho internacional de juris­
d icción universal" .4s 

El Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia (ICTY). en 

e l c aso Furundzija, ha señalado que la tortura no puede estar sujeta 

a prescripción y que su comisión habilita a todo Estado a investigar 

Y perseguir a las personas responsables de dicho crimen ante sus 

propios tribunales de justicia. si no optan por extraditarlas.49 

El Trib unal Penal Internacional para Ruando (ICTR) sostuvo en igual 

sentido: "El tribunal desea enfatizar, en concordancia con la Asam­

blea General y e l Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 

que alienta a todos los estados. en aplicación del principio de juris­
d icción universal, a perseguir y juzgar a los responsables de crímenes 

47 Attorney Genero / of Israel v. Eichmonn. 1968, 36 ILR 5 (Distric l Courl. Jerusolem) . 
poro.25 (trad. libre) 

48 Demjonjuk v. Petrovsky. 776 F.2d 571 (6th Cir.1985). cerl. denied. 475 U.S. 1016 (1 986) 
(trad . libre) . 

49 ICTY. Tri al Chomber. Prosecutor v. Anfo Furundzijo. 1 O December 1998. poro.156 y 
157. 
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graves como el genocidio, los c rímenes de lesa humanidad y otras 

graves violaciones al derecho internacional humanitario ( ... )".50 

La Comisión de Derecho Internacional de la ONU al redactor su 

Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y lo Seguridad de 

la Humanidad propuso a los Estados que: "Sin perjuicio de lo juris­

dicción de una corte penal internacional. todos los estados porte 

tomarán todas las medidas necesarias para establecer su jurisdic­

ción sobre los c rímenes enumerados en los Artículos 17 [genocidio]. 

18 [crímenes de lesa humanidad], 19 [crímenes contra el personal 

de las Naciones Unidas y otro personal asociado] y 20 [crímenes 

de guerra], sin importar dónde o por quienes los crímenes han sido 
cometidos ( ... )".si 

La Cámara de Apelaciones del Tribunal Especial para Sierra Leona. 

creado merced al Acuerdo entre la Organización de las Naciones 

Unidas Y el Gobierno de Sierra Leona, halló que: "Los crímenes 

enumerados en los artículos 2 a 4 de su Estatuto [crímenes de lesa 

humanidad. violaciones al artículo 3 común de los Convenios de 

Ginebra Y su Protocolo Adicional 11 y otras serias vio laciones del de­

recho internacional humanitario] son crímenes internacionales que 
imponen la jurisdicción universal".s2 

50 Prosecutor v.Ntuyohogo, Decision on lhe Proseculor' s Motion lo wilhdrow lhe 
lndiclmenl, Cose No.ICTR-98-40-T. Triol Chomber 1, 18 Morch 1999. 

5I lnfernolionollow Commission, Draft Code of Crimes agoinsf !he Peoce ond Secu­
rily of Monkind. 1996, Arlicle 8. 

52 Speciol Courf for Sierro l eone. Cose No.SCSL-04-15-PT. 25 Moy 2004. p.7. 
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G uATEMAlA: LA DENEG"CION DE LAS EXTRADICIONES soucnAD"5 POR -

EsPAÑA POR CRÍMENES DE DERECHO INTERNACION"l 

Los yo mencionados Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho 
o Obtener Reparociones53 por su parte establecen que: 

[c]uondo así lo disponga un tratado aplicable o lo exija otra obliga­

c ión jurídico internacional, los Estados incorporarán o aplicarán de 

otro modo dentro de su derecho interno las disposiciones apropia­

dos relativos o lo jurisdicción universal 

Lo doctrina también ha reconocido coincidentemente que aunque 

la letra expreso de la Convención para la Prevención y la Sanción 

del Deli to de Genocidio no contempla la jurisdicción universal. no 

es menos cierto que de su texto, su contexto y su objeto y fin se 

desprende el derecho de todos los Estados de ejercerla.54 En igual 

sentido se ha manifestado, por ejemplo, M. Cherif BassiounL quien 

53 60/ 147 Resolución aprobado por lo Asamblea General el 16 de diciembre de 
2005. 

S< Por ejemplo. Eric David en Principes de Droil des Conflils Armés. deuxieme edilion. 
Bruylont. Bruxelles. 1999. p.666 ("¿Se limitará lo Convención o prever sol.amenle uno 
competencia de tipo territorial? Eso interpretación privaría en gran med1do o lo Con­
vención de su alcance y u tilidad. En realidad, eso restricción no significo que olr?s 
estados no puedan conocer del crim en: ello confiere solamente uno competenc1o 
prioritaria a l tribunal del estado donde el crimen ha sido cometido. pero no excluye 
lo c ompetencia de o tros estados") (traducción libre): William A. Schobos. en Geno­
c ide in lnternotional Low. Cambridge Universily Press. 2000. p .367 ("La prác tica de los 
estados. lo doc trina y los decisiones d e los tribunales nocionales e inlernacionoles 
sugieren uno creciente voluntad de aceptar la jurisdicción universal e ir más allá de 
los términos del Artículo VI de lo Convención ») (traducción libre): Bruce Broomholl 
en lnternotionol Justice ond the lnlernotionol Criminal Court, Oxford. 2003. p . l l2 ("Lo 
que puede afirmarse con certeza es que el derecho internacional consuetudinario 
autorizo o los estados a ejercer jurisdicción universal so.bre el ge~oci~!o. los c~ímenes 
de leso humanidad y los crímenes de guerra y que esto oulonzoCTon podno esl~r 
evolucionando hac ia uno obligación") (trad. libre) ; Nino Jorgensen en The Responsl­
bility of States for lnlernolionol Crimes. Oxford. 2003. p.35 (" ( ... ) Estos discusiones han 
sido superados por el derecho consuetudinario. que define al genocidio com o un 
c rimen sujeto a jurisdicción universal".) (trad. libre). 
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estados no puedan conocer del crim en: ello confiere solamente uno competenc1o 
prioritaria a l tribunal del estado donde el crimen ha sido cometido. pero no excluye 
lo c ompetencia de o tros estados") (traducción libre): William A. Schobos. en Geno­
c ide in lnternotional Low. Cambridge Universily Press. 2000. p .367 ("La prác tica de los 
estados. lo doc trina y los decisiones d e los tribunales nocionales e inlernacionoles 
sugieren uno creciente voluntad de aceptar la jurisdicción universal e ir más allá de 
los términos del Artículo VI de lo Convención ») (traducción libre): Bruce Broomholl 
en lnternotionol Justice ond the lnlernotionol Criminal Court, Oxford. 2003. p . l l2 ("Lo 
que puede afirmarse con certeza es que el derecho internacional consuetudinario 
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evolucionando hac ia uno obligación") (trad. libre) ; Nino Jorgensen en The Responsl­
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sostiene que: "El hecho de reconocer ciertos crímenes internacio­

nales como pertenec ientes a lo categoría de jus cogens conllevo el 

deber de enjuiciar o extraditar. lo imprescriptibilidad y lo universali­

dad de lo competencia sobre toles crímenes. independientemente 

del lugar donde se hayan cometido. de lo identidad de su autor 

{incluidos los jefes de Estado) . de lo categoría de los víctimas Y del 

contexto en que se perpetraron (tiempo de guerra o tiempo de 
paz¡.ss 

Igualmente. el estudio realizado por el Comité Internacional de 

la Cruz Roja sobre el derecho internacional consuetudinario Y el 

derecho internacional humanitario ha concluido que "Los Estados 

tienen el derecho de atribuir jurisdicción universal o sus tribunales 

nacionales sobre c rímenes de guerro" .56 El Estudio también señalo 

que tal reglo halla además apoyo en lo práctico de los Trotados. 
También observa que en lo que respecto o los crímenes de guerra 

calificados como "graves infracciones", lo categoría más grave 

dentro de los crímenes de guerra, el ejercicio de lo jurisdicción uni­

versal constituye no una facultad , sino una obligación.57 

ss M. Cherif Bossiouni. en "Represión Nocional d e los Violaciones del Derecho Inter­
nacional Humanitario" . Comité Internacional de lo Cruz Rojo. 1998. p .30. 

56 Custom ory lnternotionol Humonitorion Low, Jeon-Morie Henckoerts ond Louis~ 
Doswold-Beck. Cambridge, Vol.l. p.604. Rule 157 ("Stotes hove lhe righl lo ve:st uni­
versal jurisdiclion in lheir nolionol courts over w or crimes" ). Por su porte el lnslt lut d: 
Droit lnlernolionol concluyó en 2005 que el ejercicio de lo jurisdicción universal esto 
fundado primariam ente en lo costumbre y, en segundo lugar. en trotados multilate­
ra les (Krokow session. 2005. Universal c riminal jurisdic tion wilh regord lo lhe c rime o f 
genocide. crimes ogoinsl humonily ond wor crimes. ort.2). 

57 Cuslomory lnlernolionol Humonilorion Low . p.606 ("The righ t o f Sloles lo ves! 
universal jurisdiclion in lheir notionol courts over wor crimes in no woy diminishe:~ lhe 
obligolion of S lotes porly lo lhe Genevo Conventions ond Stoles porty lo Addtttonol 
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G uAtEMALA: LA DENEGAOON DE LAS EXTRADICIONES SOUOIADAS POR -

Es•AÑA POR CRÍMENES DE DERECHO INIERNACIONAL 

En conclusión. puede afirmarse que el derecho internacional au­

to rizo - y en ciertos cosos obliga - a España a ejercer jurisdicción 

universal sobre los crímenes de derecho internacional cometidos 

e n Guatemala. Y la negativa de la Corte de Constitucionalidad de 

conceder los extradiciones requeridas bajo el pretexto de que los 

ilíc itos que los motivan constituyen delitos políticos o conexos con 

e llos es, por lo expuesto anteriormente, injustificada. 

Prolocol l l o provide for universal jurisdiclion in lheir notionollegislo lion over !hose wor 
c rim es known os 'grave breoches' ). 
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F) EL EJERCICIO DE JURISDICCIÓN POR PARTE DE ESPAÑA COMO 

AFECTACIÓN DE LA SOBERANÍA Y EL HONOR NACIONAL 

En la página 83 la Corte de Constitucionalidad manifiesta que es 

inaceptable que "[u] n Estado, de manera unilateral. pueda ha­

cer juicio sobre otro Estado acerca de los elementos de enorme 

significación de soberanía (e incluso de honor) nacional". Ello, en 

referencia al fallo dictado por el Tribunal Constitucional español en 

el caso Guatemala, en 2005, en el que concluyó que existían yo en 

ese entonces indicios serios y razonables de la inactividad judicial 

en Guatemala en la investigación y persecución de los crímenes 

de derecho internacional allí cometidos. como fundament o para el 

ejercic io supletorio de la jurisdicción por parte de Españo.58 

Nuevamente la Corte de Constitucionalidad se desentiende por 

completo del derecho internacional. En efecto, el derecho interna­

cional convencional a menudo fuerza a los estados a formu lar un 

juicio de valor sobre la vigencia y respeto a los derechos humanos 

en un estado extranjero, lo que conlleva, de manera inevitable, que 

ese juicio comprenda algunas veces una valoración sobre el modo 

en que los órganos jurisdiccionales del Estado extranjero ejercen su 

competencia. El Estado guatemalteco, por ejemplo, se e ncuentra 
obligado, merced las disposiciones de la Convención contra lo Tor­

tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, a no 

58 Poro uno crítica minucioso de lo jurisprudencia española sobre el principio de 
jurisdicción universal. hasta moyo de 2005. ver: Amnistía lnternacionol. España: El 
deber de respetar los obligaciones de derecho internacional no puede ser eludido. 
Índice Al : EUR 41/003/2005. Disponible en: 

hltp :/ /WININ .omnesly .org/ es/librory /osset /EU R 4 1 /003/2005/es/UoQR-oTV -31J 
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proceder o lo expulsión. devolución o extradición de una persona 

o otro Estado cuando hoyo razones fundadas para creer que ella 

estaría en peligro de ser sometida a tortura. 59 La Declaración sobre 

la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones For­

zados contiene una prohibición similar, cuando una persona pueda 

ser víct ima de dicho crimen en otro estado.60 Y añade, además que: 

"Poro determinar si hay toles motivos, las autoridades competentes 

tendrán en cuento todas las consideraciones pertinentes, incluida, 

cuando procedo, la existencia en el Estado interesado de un con­

junto de violaciones sistemáticas, graves, manifiestas o masivas de 

los derechos humanos" .61 Asimismo, Guatemala se halla obligada, 

en virtud de lo dispuesto por la Convención sobre el Estatuto de los 

Refugiados, o no expulsor o devolver o un refugiado a un territorio 

donde su vida o su libertad peligre por causa de su raza, religión, 

nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social, o de sus 

opiniones política.62 

Determinar dichos extremos, en todos los casos, inexcusablemente, 

obligará a formular juicios de valor sobre e l respeto a los derechos 

huma nos en un tercer estado, lo que en más de una oportunidad 

comprenderá también hacerlo sobre el modo en que los derechos 

humanos fundamentales son protegidos por los órganos jurisdic-

59 Artículo 3. 

60 Artículo 8 (2), Res.47 /133 de lo AG ONU. de 12 de Febrero de 1993. 

6 1 Artículo 8(2). 

62 Convención sobre el Estatuto de los Refugiados. Artículo 33 ( 1). Adoptado el 28 de 
Julio de 1951. Entrado en vigor: 22 de Abril de 1954. Guatemala adhirió o ello e l 22 
d e septiembre de 1983. 
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cionales del Estado requirente. Se trata. como decimos. de una 
obligación de carácter convencional. 

Adviértase además que la manifestación formulada por el Tribunal 

Constitucional español no constituye un hecho aislado y que tribu­

nales internacionales y distintos órganos del sistema de la ONU han 
sido de un parecer similar. 

La Corte Interamericano de Derechos Humanos en el caso Corpio 

Nicolle contra Guatemala sostuvo que: 

[e]sta Corte estima que en el proceso interno del presente caso 

hubo una obstrucción continua de las investigaciones por parte 

de agentes del Estado y de los llamados "grupos paralelos" en el 
poder. así como una falta de diligencia en el desarrollo de las in­
vestigaciones, todo lo cual ha determinado que hasta ahora exista 

impunidad total respecto de los hechos ocurridos e l 3 de julio de 

1993. Todo ello se ha visto acompañado de constantes amenazas 

Y actos intimidatorios a los familiares. testigos y operadores de justi­
cia.63 

El Comité contra la Tortura ha expresado su preocupación en vista 
de "la persistencia de la impunidad de los delitos en general y de 
las violaciones de los derechos humanos en particular, fomentada 

por el reiterado incumplimiento del deber de los órganos del Estado 

encargados de prevenirlos. investigarlos y sancionarlos. Impunidad 

63 Corte Interamericano de Derechos Humanos. coso Corpio Nicolle y Otros v. Gua­
temala. Sentencio de 22 de noviembre de 2004 (Fondo. Reparaciones y Costos). 
poro.78. 
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que afecto tonto o lo mayor parte de las violaciones ocurridas 

duran te el conflicto armado interno como a las consumadas con 

posterioridad o los acuerdos de paz".64 

En el 2001. el Comité de Derechos Humanos manifestó: " El Comi­

té se inquieta ante e l hecho de que la ausencia de una política 

estatal destinada a combatir la impunidad haya impedido la iden­

tificación. juicio y castigo de los responsables de violaciones del 

artículo 6 y el pago de indemnizaciones a las víctimas. Preocupa 

al Comité que los retrasos y defectos del procedimiento legal Y el 

incumplimiento por las autoridades de las decisiones y órdenes de 

los tribunales hayan acentuado entre el público la idea de que no 

se hace justicia" _65 

El Relator Especial sobre Racismo de la ONU manifestó en 2005 que: 

"Muchos de los casos de violaciones de los derechos de los pueblos 

indígenas que tuvieron lugar durante el confiicto armado no han 

recibido uno atención suficiente de la justicia y los culpables gozan 

de impunidod".66 

En e l 2006, otra vez el Comité contra la Tortura manifestó que: " El 
Comité expresa su preocupación por la impunidad que sigue exis­
tiendo respecto de la mayoría de las violaciones de los derechos 

64 Observaciones finales del Comité contra lo Tortura: Guatemala. A/ 56/ 44, 6 diciem­
bre 2000. pórraro 73(b). 

65 Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos. República de Guatema­
la. CCPR/C0/72/GTM. 27 agosto 2001. párroro 12. 

66 lnrorme del Sr. Doudou Diéne. Relator Especial sobre las rormos contemporáneos 
de racismo. discriminación racial. xenorobio y rormos conexos de intolerancia. Misión 
o Guatemala. E/CN.4/2005/18/Add.2. 11 marzo 2005. párrafo 32. 
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humanos perpetradas durante el conflicto armado interno, acerca 

del cua l la Comisión de Esclarecimiento Histórico ha documentado 

más de 600 masacres que aún no han sido investigadas" .67 

En 2007 el Grupo de Trabajo de lo ONU sobre Desapariciones 

Forzadas dijo que: "El Grupo de Trabajo deseo reiterar y destocar 

nuevamente la brecho que existe entre e l marco jurídico avanza­

do y la buena voluntad política de llevar o la justicia los cosos de 

desapariciones frente a los resultados efectivos. El G rupo de Trabajo 

tomó noto con gran preocupación de que, hasta lo fecho, ni uno 

solo persono ha sido condenado por el delito de desaparición for­
zodo".68 

También, Amnistío Internacional ha señalado en numerosas ocasio­

nes lo impunidad absoluto de que gozan los presuntos responsables 

de graves violaciones o los derechos humanos y al derecho interna­
cional humonitario.69 

67 Conclusiones y recomendaciones del Comité Contra lo Torturo. Guatemala. CAT/ 
C/GTM/CO/ 4. 25 julio 2006. párrafo 1 S. 

68 Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzados o Involuntarios. Mi­
sión o Guatemala. A/HRC/ 4/411 Add.1. 20 febrero 2007. párrafo 93. 

69 Ver Guatemala: El Posado Impune y los Nuevos Violaciones de Derechos Humo­
nos. AMR 34/001 /2002/s. 28 febrero 2002; Memorándum al gobierno de Guatemala: 
Preocupaciones de Amnistío Internacional con respecto o lo situación actual de de­
rechos humanos. AMR 34/014/2005. 20 obril2005: Ni p rotección ni justicia: Homicidios 
de mujeres en Guatemala. AMR 34/017/2005.9 Junio 2005: Corto abierto de Amnistío 
lntemocionol o los candidatos presidenciales guatemaltecos en los elecciones de 
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G UAIEMAlA: LA OENEGACION :lE .AS EXIRAOICIONES SOUCIIAOAS >OR -

EsPAÑA •o• cRL"EN:s DE DEREC"o INTERNACIONA. 

Todos estos manifestaciones son coincidentes en observar la impu­

nidad de que gozan en Guatemala las personas responsables de 

crímenes de derecho internacional. 

111. CONCLUSIONES 

A resultas del fallo judiciaL las personas sospechadas de haber 

cometido crímenes atroces no serán ni extraditados o España, tal 

como fuero requerido por ese Estado, ni sometidas a un proceso 

judicial independiente e imparcial en Guatemala, tal como lo de­

muestro -hasta el presente - lo práctica y ho sido señalado por dis­

tintos órganos del sistema de Nociones Unidas y de lo Organización 

de Estados Americanos. 

Amnistío Internacional considero que el follo de lo Corte de Cons­

titucionalidad ha sido dictado con inobservancia de las obligacio­

nes que el derecho internacional impone a Guatemala. Si tales 

obligaciones hubieron sido tenidas en cuenta por la Corte al d ic tar 

su pronunciamiento, otra - muy distinta - hubiera sido la decisión 

alcanzado. 

Amnistío Internacional estimo que el pronunciamiento constituye, 

además, uno contribución mayúscula o la impunidad que impero 

en ese país desde hoce muchos años. 



humanos perpetradas durante el conflicto armado interno, acerca 

del cua l la Comisión de Esclarecimiento Histórico ha documentado 

más de 600 masacres que aún no han sido investigadas" .67 

En 2007 el Grupo de Trabajo de lo ONU sobre Desapariciones 

Forzadas dijo que: "El Grupo de Trabajo deseo reiterar y destocar 

nuevamente la brecho que existe entre e l marco jurídico avanza­

do y la buena voluntad política de llevar o la justicia los cosos de 

desapariciones frente a los resultados efectivos. El G rupo de Trabajo 

tomó noto con gran preocupación de que, hasta lo fecho, ni uno 

solo persono ha sido condenado por el delito de desaparición for­
zodo".68 

También, Amnistío Internacional ha señalado en numerosas ocasio­

nes lo impunidad absoluto de que gozan los presuntos responsables 

de graves violaciones o los derechos humanos y al derecho interna­
cional humonitario.69 
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IV. RECOMENDACIONES 

Inspirada en el propósito de que las violaciones a los derechos hu­

manos cometidas en el pasado y, potencialmente. aquellas que 

pudieran tener lugar en el futuro sean investigadas y sus autores 

sancionados. cualquiera sea el cargo o posición oficial que osten­

ten, Amnistía Internacional formula las sigu ientes recomendaciones. 

a saber: 

• El Poder Judicial de Guatemala debe poder ejercitar su juris­

dicción de manera imparcial e independiente. sin conceder 

privilegios e inmunidades a persona o grupo de personas 

alguna. 

• El Poder Jud ic ial de Guatemala debe reconsiderar el fallo 

dictado el 12 de diciembre de 2007, concediendo las extra­

dic iones que por crímenes de derecho internacional le ha 

solicitado España. 

• El Poder Judicial de Guatemala debe - por norma - conceder 

las extradiciones que se le soliciten por otros estados por crí­

menes de derecho internac ional. salvo que existiere un riesgo 

fundado de que las personas sujetas a extradic ión pudieron 

ser objeto de tortura u otro trato o pena c ruel, inhumano o 

degradante o que puedan ser sometidas a una condena 

capital. 

UNA MIRA ::>A Cl11nCA :>E LA RESO. UCION DE LA C ootE DE C ONSnTUCIONA .I::>AD soa•E JUSTICIA 111ANSNACIONAl 

(Ex•E::>JENIE 3380-2007) 

G UATEMALA: LA DENEGACION DE w EX111ADICIONES SOliCIIADAS P011 -

Es•ANA POI1 Cl1iMENES DE DERECHO INIE11NACIONAl 

El Estado guatemalteco debe reconocer la competencia de 

la Corte Penal Internacional. adhiriendo a l Estatuto de Roma 

de 1 7 de julio de 1998. 

• El Estado guatemalteco debe ratificar cori premura fa 

Convención Internacional para la Protección de Todas las 

Personas contra las Desapariciones Forzadas, reconociendo 

p lenamente la competencia del Comité allí previsto. 
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